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La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (CDFUE) equivale a la Declaración de dere-
chos de la UE. Es siempre vinculante para las institu-
ciones de la UE y los Estados miembros cuando ac-
túan dentro del ámbito de aplicación del Derecho de la 
Unión. Ahora bien, no es en absoluto fácil determinar 
si un caso concreto entra dentro del ámbito de apli-
cación del Derecho de la Unión. Por ello, es necesario 
impartir formación y material didáctico a los profesio-
nales del Derecho a fin de que puedan comprender el 
ámbito de aplicación de la Carta, tal como se estable-
ce en su artículo 51. 

El público destinatario que precisa formación so-
bre la Carta y su ámbito de aplicación trascien-
de el ámbito judicial y el ejercicio de la aboga-
cía. Como ha señalado el Consejo de la Unión 
Europea: «La prevención de las violaciones de los de-
rechos fundamentales exige la formación adecuada 
 
de todos los agentes que intervienen la cadena de 
aplicación de la Carta, así como de las instituciones 
nacionales competentes en materia de derechos hu-
manos, los organismos responsables de igualdad y 
las organizaciones de la sociedad civil. […] El Consejo 
subraya la importancia de las universidades y de las 
escuelas de formación de profesionales del Derecho 
para la promoción de los conocimientos sobre la Car-
ta, a través de actividades académicas de investiga-
ción y de formación, igualmente en cooperación con 
las instituciones de la Unión, las autoridades naciona-
les y las organizaciones de la sociedad civil».1 

El Consejo también invitó a los «Estados miembros a 
estudiar nuevas vías para mejorar las competencias 
de la judicatura y de otros profesionales de la justi-
cia en relación con la Carta, basándose en material 
de formación específico, incluidas las herramientas 
de aprendizaje electrónico»2, sugiriendo a los Estados 
miembros que alienten a las diversas comunidades 

1 Consejo de la Unión Europea (2021), Conclusiones del Consejo 
sobre el refuerzo de la aplicación de la Carta de los Derechos Fun-
damentales en la Unión Europea, 8 de marzo de 2021, página 5, 
URL: https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-6795-
2021-INIT/en/pdf
2 Consejo de la Unión Europea (2021), loc. cit., página 9 URL: 
https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-6795-2021-
INIT/en/pdf
3 FRA (2019), Ten years on: unlocking the Charter’s full potential 
(Diez años después: aprovechar todo el potencial de la Carta), dis-
ponible aquí en DE, EN, FR, PL, PT y SI.

de profesionales de la Justicia para que hagan un hin-
capié renovado en la aplicación de la Carta a escala 
nacional, utilizando asimismo recursos y materiales 
de formación desarrollados por la Agencia de los De-
rechos Fundamentales de la UE (FRA). 

La FRA es el organismo independiente integrado por 
expertos en derechos fundamentales de la UE que 
ofrece asistencia y asesoramiento en esta materia a 
la UE y a sus Estados miembros. Las conclusiones de 
la FRA ponen de relieve que el potencial de la Carta 
a escala nacional aun no se ha aprovechado plena-
mente.3 En este contexto, la FRA comenzó a elaborar 
material docente, en particular cursos de aprendizaje 
electrónico que pueden utilizar los formadores a la 
hora de impartir formación sobre la Carta, a grupos 
pertinentes de profesionales de la Justicia. Este ma-
nual del formador tiene por objeto ofrecer orientación 
tanto sobre la organización como sobre la realización 
de dichas formaciones tomando como base una se-
rie de estudios de caso, que se ampliarán en el futu-
ro.4 Los comentarios y sugerencias pueden enviarse 
a charter@fra.europa.eu. Para obtener el máximo 
partido del manual, conviene combinarlo con otros 
materiales y Recursos de la Carta de la FRA, como 
la base de datos Charterpedia (https://fra.europa.eu/
en/eu-charter) y el Manual «Aplicación de la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en 
la legislación y la formulación de políticas a nivel na-
cional».

PRÓLOGO

4 Muchas gracias a la Dra. Mirjam de Mol, que facilitó un primer 
borrador de los estudios de casos utilizados en la presente. 
Nuestro agradecimiento también a los miembros del Comité 
Científico de la FRA, que han formulado observaciones sobre 
proyectos anteriores.

https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-6795-2021-INIT/en/pdf
https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-6795-2021-INIT/en/pdf
https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-6795-2021-INIT/en/pdf
https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-6795-2021-INIT/en/pdf
https://fra.europa.eu/en/publication/2020/ten-years-unlocking-charters-full-potential
https://fra.europa.eu/en/eu-charter/fra-charter-resources#:~:text=The%20Agency%20provides%20support%20and,Charter%20of%20the%20European%20Union.
https://fra.europa.eu/en/eu-charter
https://fra.europa.eu/en/eu-charter/fra-charter-resources#:~:text=The%20Agency%20provides%20support%20and,Charter%20of%20the%20European%20Union.
https://fra.europa.eu/en/eu-charter/fra-charter-resources#:~:text=The%20Agency%20provides%20support%20and,Charter%20of%20the%20European%20Union.
https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
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Este manual está destinado a su utilización por for-
madores (expertos jurídicos) que imparten talleres 
de formación presenciales sobre la Carta de los De-
rechos Fundamentales de la Unión Europea (la Carta, 
CDFUE). El taller se basa en una serie de estudios de 
casos centrados principalmente en las áreas temáti-
cas de empleo, no discriminación, asilo y migración 
y protección de datos y sociedad de la información. 
Los estudios de casos se refieren principalmente a la 
aplicabilidad de la Carta.

Podrán añadirse a su debido tiempo estudios de ca-
sos de otros ámbitos temáticos de la Carta. 

Los estudios de casos se basan en la jurisprudencia 
pertinente del Tribunal de Justicia de la Unión Euro-
pea (TJUE). Idénticos estudios de casos se utilizan en 
el curso en línea disponible en la plataforma de apren-
dizaje electrónico de la Agencia https://e-learning.fra.
europa.eu/. 

Tanto los talleres presenciales como el curso en línea 
pueden utilizar los estudios de casos de la Carta (y 
otros recursos y materiales de formación de la FRA). 
La formación presencial también puede combinarse 
con sesiones en línea como soluciones de aprendiza-
je combinadas.

¿Por qué estudios de casos?

Dado que el público participante en el taller se compo-
ne de adultos con especialización jurídica, es impor-
tante que los formadores adopten un enfoque parti-
cipativo y utilicen medios de aprendizaje interactivos, 
por ejemplo, mediante estudios de casos. La finalidad 
de los estudios de casos es presentar a los partici-
pantes los escenarios más cercanos posible a los que 
puedan encontrar en el trabajo. Esto permitirá a los 
participantes analizar el problema e idear soluciones 
razonables y viables por sí mismos. Al permitir la in-
tervención de los participantes a lo largo del proce-
so de toma de decisiones, se genera un entorno de 
aprendizaje orientado a la acción. Esto significa que 
los participantes deben participar activamente en el 

proceso para alcanzar los objetivos del aprendizaje. 
Por otra parte, los estudios de casos constituyen un 
método de aprendizaje que requiere un elevado nivel 
de interpretación y debate entre los participantes, así 
como entre estos y los formadores. En virtud de este 
proceso, gran parte de la responsabilidad del aprendi-
zaje se transfiere de modo natural a los participantes.

¿Qué permiten y qué requieren los talle-
res basados en estudios de casos?

Los talleres de formación presenciales constituyen 
una importante actividad de aprendizaje, ya que faci-
litan un contacto personal entre los formadores y los 
participantes y permiten adaptar a las necesidades 
personales los talleres sobre temas pertinentes para 
las necesidades de un público destinatario específi-
co. A su vez, permiten un alto nivel de interacción y 
participación. Sin embargo, tienden a requerir mucho 
tiempo y unos costes elevados (preparaciones, ela-
boración de estudios de casos, viajes y alojamiento, 
ejecución, evaluación y seguimiento). En consecuen-
cia, el resultado ha de justificar la inversión, especial-
mente cuando se dispone de unos recursos limitados. 
Para obtener el mejor partido de los talleres, tanto el 
grupo destinatario como los objetivos deben estar 
bien definidos. Además, para cada taller es preciso 
revisar el análisis de las necesidades de formación, 
la metodología de formación, los métodos de parti-
cipación y los formularios de evaluación ex post, con 
el fin de garantizar un nivel elevado de atención a los 
participantes y sus interacciones. 

¿Quiénes son los formadores?

Se prevé que puedan impartir la formación juristas 
expertos dotados de un profundo conocimiento de 
la Carta y con aptitudes para facilitar una enseñanza 
participativa e interactiva.

INTRODUCCIÓN AL MANUAL

https://e-learning.fra.europa.eu/
https://e-learning.fra.europa.eu/
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¿Cuál es el público destinatario?

Los principales destinatarios de los talleres de forma-
ción son:

•	 miembros de la judicatura (p. ej., jueces, fiscales, 
etc.)

•	 Funcionarios ligados a autoridades legislativas 
y administrativas a nivel nacional, como Gobier-
nos, Parlamentos y autoridades regionales y lo-
cales

•	 Personal jurídico que trabaja para instituciones 
competentes en materia de derechos humanos 
en organizaciones de la sociedad civil en los Es-
tados miembros

•	 Estudiantes de Derecho

La estructura del manual

El manual brinda una introducción general a la meto-
dología de los talleres basados en estudios de casos. 
Detalla instrucciones y procedimientos para organizar 
e impartir talleres. Además, en él se describen ocho 
estudios de casos, incluidas notas introductorias, 
preguntas y respuestas y una lista de lecturas reco-
mendadas. Para cada estudio de caso se facilita infor-
mación de referencia destinada a los formadores, así 
como materiales para los participantes.

Asesoramiento para los formadores

El manual facilita indicaciones sobre los métodos que 
pueden utilizarse para diseñar y ejecutar sesiones de 
grupos de trabajo con apoyo del material empleado 
en el estudio de caso. Además, asesora sobre la inte-
gración de los estudios de casos en un taller de for-
mación general sobre la Carta. 

El asesoramiento incluye:

•	 Una descripción general del material formativo

•	 Cómo incorporar el material formativo en un ta-
ller

•	 Los objetivos de aprendizaje para los participan-
tes en el taller

•	 Una propuesta metodológica para diseñar y lle-
var a cabo una sesión de taller

•	 Una descripción de cada uno de los ocho estu-
dios de casos (información de referencia para 
los formadores).

•	 Otros recursos y materiales de la FRA relaciona-
dos con la Carta.

Además, es recomendable que los formadores im-
pliquen por adelantado al grupo destinatario, lo que 
significa que el formador debe ponerse en contacto 
con los participantes inscritos antes del curso y con 
antelación a la elaboración de un programa final. Esto 
debe incluir un análisis de las necesidades de apren-
dizaje a fin de identificar los requisitos de aprendizaje 
individuales (así como cualquier necesidad específi-
ca en términos de accesibilidad u otras cuestiones). 
Este proceso garantizará que el taller responda a los 
intereses de todos los participantes. Este contacto 
preliminar también puede utilizarse para plantear pre-
guntas sobre el contexto de cada participante y para 
evaluar sus conocimientos y capacidades actuales en 
relación con la Carta.

Para más información

Para más información sobre la labor de la FRA en rela-
ción con la Carta y los recursos disponibles, consulte 
el sitio web de la Agencia en https://fra.europa.eu/en/
eu-charter. 

Si tiene alguna duda sobre este manual o su conteni-
do, póngase en contacto con: charter@fra.europa.eu. 

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
https://fra.europa.eu/en/eu-charter
mailto:%20charter%40fra.europa.eu?subject=
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Material de formación

Los materiales de formación se estructuran en torno a 
un conjunto de ocho estudios de casos referidos a la 
Carta. Cada uno de ellos se basa en asuntos sobre los 
que se ha pronunciado el TJUE y comprende informa-
ción de referencia para los formadores, acompañado 
de un material formativo para los participantes.

Los estudios de casos abarcan cuatro ámbitos: Dere-
cho laboral, igualdad y no discriminación, asilo y mi-
gración y protección de datos y sociedad de la infor-
mación. Dentro de estos ámbitos quedan cubiertas, 
según proceda, varias dimensiones fundamentales, 
como la relación con el Convenio Europeo de Dere-
chos Humanos (CEDH) (artículo 52, apartado 3, de la 
Carta), la limitación de derechos (artículo 52, aparta-
do 1, de la Carta), el efecto directo y la aplicabilidad 
horizontal.

Los estudios de casos han sido concebidos para su 
utilización en sesiones de grupos de trabajo de 30-45 
minutos de duración, con un máximo de 12 participan-
tes.

Cada estudio de caso incluye una pregunta sobre la 
aplicabilidad de la Carta (artículo 51, apartado 1), que 
constituye siempre la primera cuestión. Los estudios 
de casos están concebidos de modo tal que sea po-
sible eliminar esa cuestión. Esto podría ser relevante, 
por ejemplo, para sesiones de formación con varios 
grupos de trabajo ocupados en más de un estudio de 
caso.

TÍTULO
Kücükdeveci (C-555/07)
Bauer (C-569/16 y C570-16)
Soukupová (C401/11)
CHEZ (C-83/14)
F. (C-473/16)
Abdida (C-562/13)
Buividos (C-345/17)
Tele2 Sverige (C-203/15 y C-698/15)

ESTUDIO DE CASO
1
2
3
4
5
6
7
8

TEMA
Empleo
Empleo
No discriminación
No discriminación
Asilo y migración
Asilo y migración
Protección de datos y sociedad de la información
Protección de datos y sociedad de la información

Los estudios de casos son:
Se recomienda que los formadores, además de la in-
formación de referencia y los materiales didácticos, 
utilicen el siguiente material:

El manual de la FRA: Aplicación de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea en la 
legislación y la formulación de políticas a nivel nacio-
nal en la formulación de leyes y políticas a escala na-
cional, y otros materiales y herramientas de la Carta 
de la FRA, según proceda (véase la lista que figura a 
continuación: https://fra.europa.eu/en/eu-charter/
fra-charter-resources). 

El texto completo de la Carta, incluido su Título VII 
(disposiciones generales que regulan la interpreta-
ción y la aplicación de la Carta)

Las explicaciones del artículo 52, apartados 1 y 3, y de 
cualquier otra disposición de la Carta pertinente para 
el estudio de caso en cuestión (los artículos se men-
cionan bajo el apartado del Derecho de la Unión para 
cada estudio de caso).

Objetivos generales del aprendizaje

Aunque cada estudio de caso tiene por objeto ilustrar 
cuestiones específicas relacionadas con la aplicabili-
dad de la Carta, existen unos objetivos generales de 
aprendizaje para el conjunto completo de estudios de 
casos que se espera alcancen los participantes en el 
taller. A continuación se describen dichos objetivos.

ORGANIZACIÓN Y EJECUCIÓN DE 
LOS CURSOS DE FORMACIÓN

https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
https://fra.europa.eu/en/publication/2018/applying-charter-fundamental-rights-european-union-law-and-policymaking-national
https://fra.europa.eu/en/eu-charter/fra-charter-resources
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=celex%3A12012P%2FTXT
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=celex%3A32007X1214%2801%29
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Una vez completado un curso de formación, los parti-
cipantes deberán ser capaces de:

•	 Reconocer que la Carta no se aplica en todos los 
supuestos; solo en aquellos que entran dentro 
del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión 
(artículo 51, apartado 1, de la Carta)

•	 Comprender cómo debe utilizarse el artículo 51, 
apartado 1, de la Carta en un caso específico

•	 Explicar la relación entre la Carta y el CEDH [in-
cluida la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (TEDH)] sirviéndose del artí-
culo 52, apartado 3, de la Carta y las explicacio-
nes de la misma

•	 Comprender y aplicar el artículo 52, apartado 1, 
en un caso específico

•	 Adquirir práctica en el análisis y la evaluación de 
un caso específico tomando como base la Carta

•	 Explicar el valor añadido de la Carta, como, por 
ejemplo, el alcance más amplio del artículo  47 
de la Carta en comparación con el artículo 6 del 
CEDH

•	 Comprender que la Carta puede tener un efecto 
horizontal directo

•	 Explicar el efecto directo del principio de no dis-
criminación en los procedimientos nacionales

•	 Utilizar material de la FRA relacionado con la Car-
ta, como es el caso del manual de la FRA.

Diseño y ejecución de un taller 
de formación

Consideraciones en el diseño de la formación

Al diseñar un taller de formación deben tenerse en 
cuenta una serie de consideraciones. Entre ellas, cabe 
citar las siguientes:

•	 El número de participantes en el curso de forma-
ción

•	 El conocimiento medio y las expectativas de los 
participantes en el taller

•	 La disponibilidad de un moderador/facilitador 
del trabajo en grupo

•	 La disponibilidad de tecnología digital de apoyo, 
como las herramientas de votación en línea

•	 El número de estudios de casos que se tratarán 
en la formación.

El número de participantes en un curso de formación 
influirá en el nivel de interacción que tenga lugar, así 
como en el diseño del propio curso. Lo ideal es que 
en los cursos participen grupos relativamente peque-
ños y que colaboren a través de los estudios de casos 
con la ayuda de un moderador o facilitador. En el caso 
de los cursos más reducidos, esta persona podría 
ser el formador, pero para los cursos más amplios en 

los que participen múltiples grupos conviene contar 
con un mayor número de formadores o facilitadores. 
También es posible impartir cursos más amplios sin 
ayuda de facilitadores para los grupos, si bien esto po-
dría reducir la calidad de la experiencia de aprendizaje 
para los participantes.

Los facilitadores cumplen dos funciones: actúan 
como moderadores de los debates que tienen lugar 
dentro del grupo y también pueden actuar como fuen-
te de conocimientos especializados para guiar al gru-
po en el trabajo sobre los estudios de casos.

La disponibilidad de tecnología digital de apoyo, como 
el software de votación, puede ayudar en la gestión de 
un taller. Estas herramientas tienen un especial valor 
añadido cuando se ofrecen talleres en línea, dado que 
votar o contribuir a través del móvil de los participan-
tes permite crear un elemento de interactividad. Tales 
herramientas también pueden utilizarse en talleres fí-
sicos, ya que mejoran la experiencia de aprendizaje de 
los participantes.

Este conjunto de materiales de formación de la FRA 
se ha elaborado para ser impartido en forma de mó-
dulos. La formación para cada estudio de caso puede 
impartirse como un curso independiente o combinar-
se para cubrir algunos o todos los estudios de casos 
a lo largo de múltiples días.

Los talleres deben ir precedidos de una presentación 
introductoria que debe abarcar una serie de cuestio-
nes importantes, a saber, la estructura del curso, sus 
objetivos de aprendizaje, una introducción a la Carta, 
presentaciones sobre ámbitos políticos específicos, 
si procede, y cualquier otra cuestión específica para el 
grupo de participantes que lleven a cabo la formación.

Ejecución de un taller de formación

Un módulo completo (incluida una introducción a la 
Carta) para un estudio de caso único debería durar 
aproximadamente media jornada. Si se va a incluir en 
el curso más de un estudio de caso, no es necesario 
repetir la sesión de introducción a la Carta. El módulo 
puede adoptar la estructura siguiente: 

•	 Introducción a la Carta (45-90 minutos)

•	 Introducción al taller (15-20 minutos)

	 Estructura y objetivos del curso

	 Material de apoyo

	 Métodos de trabajo

•	 Estudio de caso (30-45 minutos)

•	 Sesión plenaria (30-45 minutos).

Introducción a la Carta

Antes de iniciar las sesiones de los grupos de trabajo 
sobre los estudios de casos, es aconsejable empezar 
por una introducción a la Carta, sin olvidar una visión 
general del sistema de derechos fundamentales de la 
UE, el ámbito de aplicación de la Carta, los motivos 
por los que es importante comprobar su aplicabilidad 
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y aplicarla, etc. A este respecto, es posible utilizar ví-
deos educativos elaborados por la FRA sobre la Carta. 

Asegúrese de reservar un tiempo abundante al análi-
sis del artículo 51, apartado 1, de la Carta (aplicabili-
dad de la misma), dado que este aspecto constituye 
un elemento central de los estudios de casos. El ám-
bito de aplicación de la Carta podría suponer incluso 
una presentación independiente, ya que se trata de un 
tema importante y complejo. La parte 1 del manual de 
la Carta de la FRA podría resultar de ayuda en la pre-
paración de tales presentaciones. El formador podría 
facilitar a los participantes una versión en papel del 
manual como obra de referencia. (Previa solicitud a 
la Oficina de Publicaciones de la UE, el material de la 
FRA puede enviarse gratuitamente al centro de forma-
ción; por ejemplo, el manual de la Carta en EN: https://
op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/ed-
1f87aa-e244-11e8-b690-01aa75ed71a1/language-en. 
Tenga en cuenta que el manual está disponible en 22 
lenguas). Los participantes deben familiarizarse tam-
bién con la Guía electrónica de la Carta de la FRA, la 
Charterpedia y otros recursos pertinentes de la FRA.

En función del tema que sea objeto de la formación, 
su duración y destinatarios, podrán impartirse presen-
taciones sobre ámbitos y temas políticos específicos. 
Ello, no obstante, no será necesario para poder traba-
jar con los estudios de casos. Los estudios de casos 
se elaboran con el objetivo primordial de reconocer 
el razonamiento del TJUE en relación con las cuestio-
nes horizontales de la Carta y no presuponen ningún 
conocimiento en profundidad de los ámbitos políticos 
específicos.

Introducción al taller (15-20 minutos, suponiendo 
que en la sesión se aborde un solo estudio de caso)

Se instruye a los participantes para que trabajen en 
grupos sobre casos determinados, con arreglo a las 
preguntas formuladas, y para que presenten sus con-
clusiones en una sesión plenaria. Cada grupo de tra-
bajo debe designar a un ponente.

Se distribuyen materiales formativos que exponen los 
hechos y el contexto jurídico, junto con la pregunta de 
opción múltiple 1 sobre el artículo 51, apartado 1, de la 
Carta. Si en la formación se utiliza más de un estudio 
de caso, es posible utilizar la primera pregunta sobre 
el apartado 1 del artículo 51 de la Carta únicamente 
en un estudio de caso, aunque ello no es necesario, ya 
que existen diferencias entre las primeras preguntas 
de los diferentes estudios de casos.

Se invita a los participantes a que lean a título indivi-
dual el estudio de caso y respondan a la pregunta de 
respuesta múltiple 1, preferiblemente a través de una 
herramienta de presentación interactiva en línea (± 10-
15 minutos). Si no tienen acceso a dicha herramienta, 
los participantes pueden anotar su respuesta en pa-
pel. Explique que es necesaria una lectura exhaustiva 
del caso a fin de que estén preparados para la sesión 
del grupo de trabajo. Invite a los participantes a aban-
donar la sala en silencio para un breve receso cuando 
hayan concluido la lectura del estudio de caso y hayan 
respondido a la pregunta 1.

Explicación del tiempo de lectura

Los niveles de conocimiento del Derecho de la Unión 
y de dominio del inglés que tengan los participantes 
variarán. En consecuencia, algunos participantes ne-
cesitarán más tiempo que los demás para asimilar los 
hechos y el marco jurídico del caso. Se recomienda 
que los participantes dispongan de tiempo suficiente 
para la lectura del caso. La lectura del caso en esta 
fase, en lugar de durante las sesiones del grupo de tra-
bajo, presenta la ventaja de que los participantes que 
precisan más tiempo no sienten la presión del grupo 
de trabajo (más reducido) y que los participantes que 
concluyen rápidamente pueden salir en silencio y ha-
cer un breve receso.

Explicación del enfoque individual e independiente 
de la pregunta 1

En el caso de la primera pregunta, el efecto de apren-
dizaje previsto mejora cuando se responde aislada-
mente. Además, es mejor distribuir las otras pregun-
tas después de haber respondido a la primera para 
evitar que esas otras cuestiones indiquen al partici-
pante que se aplica la Carta.

Cuando se utilice una herramienta de presentación en 
línea interactiva, se recomienda abreviar la pregunta/
las respuestas. A continuación se describen con más 
detalle la secuencia y los métodos de trabajo.

Taller de estudio de caso (30-45 minutos)

No existe un número ideal de participantes por gru-
po, pero a medida que el tamaño del grupo aumen-
ta por encima de 5 o 6 personas, la oportunidad de 
interacción es cada vez más limitada. Los grupos 
constituidos por 4 personas o menos también pueden 
presentar inconvenientes; por ejemplo, la presencia 
de personalidades dominantes capaces de imponer-
se a grupos pequeños. Si es posible, deben formarse 
grupos de entre 5 y 12 personas.

Sesión del grupo de trabajo de hasta 12 participan-
tes 
(30-45 minutos)

Lo ideal sería que el grupo contara con un modera-
dor/facilitador. Este puesto puede ser ocupado por el 
formador, dado el reducido número de participantes. 
Al comienzo de la sesión del grupo de trabajo deberá 
nombrarse un ponente para los grupos.

Fase I (± 15-20 minutos): evaluación de la aplicabilidad 
de la Carta. Ejercicio individual

Distribuya el material del taller a los participantes y 
deles tiempo para leer la primera pregunta sobre la 
aplicabilidad y reflexionar individualmente.

Fase II (± 15-25 minutos): análisis adicional del caso en 
grupos

Distribuya las otras preguntas e indique a los partici-
pantes que analicen el texto repartido y el material del 
curso. Después de cada pregunta, el ponente resume 
las conclusiones del grupo con el fin de comunicarlas 

https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/ed1f87aa-e244-11e8-b690-01aa75ed71a1/language-en
https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/ed1f87aa-e244-11e8-b690-01aa75ed71a1/language-en
https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/ed1f87aa-e244-11e8-b690-01aa75ed71a1/language-en
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en la sesión plenaria.

Uso en grupos más amplios

Para grupos de más de 12 participantes, es posible 
utilizar (parcialmente) los estudios de casos en una 
presentación interactiva con una herramienta de vo-
tación en línea.
La pregunta 1 (sobre el apartado 1 del artículo 51 de 
la Carta) de todos los casos puede utilizarse en un 
contexto más amplio de más de 12 participantes (por 
ejemplo, durante una presentación sobre el artícu-
lo 51). Los casos adecuados a este fin son los casos 
1, 2 y 3.

Es posible utilizar el caso 1 íntegramente en un con-
texto más amplio, ya que no es demasiado extenso 
y las preguntas 1 y 3 son de múltiples opciones. La 
pregunta 2 puede eliminarse o transformarse en una 
pregunta sobre una herramienta de presentación inte-
ractiva en línea.

Sesión plenaria de debate y comentarios 
(30-45 minutos)

La duración de esta sesión dependerá del número de 
grupos de trabajo.

Pregunta n.º 1 relativa al apartado 1 del artículo 51: 
Muestre los resultados de la votación utilizando una 
herramienta de presentación en línea interactiva a 
través de los teléfonos móviles de los participantes 
o, a falta de dicha herramienta, mostrando el número 
de dedos correspondiente o diciendo los números en 
voz alta. Esto va seguido y acompañado de un deba-
te plenario (se invita a los participantes a explicar su 
respuesta antes de emitir la respuesta correcta). Por 
último, el formador ofrece sus comentarios y explica-
ciones adicionales a los participantes.

Las otras preguntas: un ponente de cada grupo infor-
mará sobre los resultados y las conclusiones de su 
grupo (de cuatro a cinco minutos para cada ponente). 
Esto irá seguido y acompañado de un debate plena-
rio. Por último, el formador ofrece sus comentarios y 
explicaciones adicionales a los participantes (en esta 
fase es recomendable utilizar una herramienta de pre-
sentación digital).

Evaluación del aprendizaje

La evaluación es una parte integral de cualquier acti-
vidad de formación. Por lo tanto, al final del taller, se 
recomienda seguir un proceso de evaluación sobre la 
transferencia del aprendizaje (por ejemplo, sobre los 
cuatro niveles del modelo Kirkpatrick5) para evaluar 
la eficacia del taller y cualquier mejora que pueda in-
troducirse en el programa. Como mínimo, al final del 

5 Kirkpatrick (2016), «Fours Levels of Training Evaluation» (Cuatro 
niveles de evaluación de la formación), Alexandria (EE. UU.), Ame-
rican Society for Training & Development. Los cuatro niveles son: 
reacción, aprendizaje, comportamiento y resultados.

taller de formación se entregará a los participantes un 
primer formulario de evaluación de primer nivel (re-
acción). La evaluación de primer nivel interpela a los 
participantes sobre sus observaciones inmediatas en 
relación con la relevancia, utilidad e interactividad de 
la formación. La evaluación de los tres niveles restan-
tes (aprendizaje, comportamiento, resultados) podría 
realizarse en línea semanas o meses después, ya que 
los participantes necesitan tiempo para aplicar su 
aprendizaje en su lugar de trabajo. En el anexo figuran 
dos ejemplos de formularios de evaluación de la for-
mación, uno para los talleres presenciales y otro para 
los talleres en línea.

Otros materiales y recursos de la FRA 
relacionados con la Carta

La FRA contribuye con una amplia gama de activida-
des, materiales y cursos de aprendizaje electrónico a 
la ejecución de la Estrategia de la UE para la Aplica-
ción de la Carta de los Derechos Fundamentales. Las 
actividades de refuerzo de capacidades y sensibiliza-
ción dirigidas a las instituciones y redes nacionales 
pertinentes (p.  ej., en colaboración con la Red Euro-
pea de Formación Judicial, Equinet o la Red Europea 
de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos) 
comprenden talleres de formación, cursos de apren-
dizaje electrónico, seminarios web y conferencias, 
como la Conferencia sobre la Carta de 2019 o bien 
el Debate sobre la Carta de 2020, que fueron coorga-
nizados con la Comisión Europea (los discursos y ví-
deos pueden consultarse en línea).

Los siguientes materiales y cursos de aprendizaje 
electrónico pueden ser especialmente útiles para 
cualquier actividad de formación sobre la Carta.

La Guía electrónica de la Carta es un curso interacti-
vo destinado a orientar paulatinamente a los jueces 
sobre la aplicabilidad o no de la Carta en un caso de-
terminado. También incluye ejemplos concretos de 
casos. Puede consultarse en: https://e-learning.fra.
europa.eu/local/customlogin/.

La Charterpedia es una base de datos en línea de ju-
risprudencia europea (TJUE y TEDH) y nacional que 
utiliza la Carta. Además de la jurisprudencia, la herra-
mienta también establece para cada artículo de la Car-
ta disposiciones del Derecho constitucional nacional, 
Derecho de la Unión y Derecho internacional relevan-
tes para la interpretación del artículo correspondiente 
de la Carta. Además, Charterpedia recoge referencias 
al uso de la Carta en los debates parlamentarios y re-
ferencias académicas a la Carta, en particular referen-
cias en lenguas de uso menos habitual. La base de 
datos es objeto de un mantenimiento constante y se 
le añadirán nuevos tipos de datos e información.

El Manual de la FRA proporciona a los legisladores y 
los responsables de la formulación de políticas, los 
profesionales del Derecho y los funcionarios públicos 
una orientación práctica para examinar si la Carta se 
aplica a un proyecto de ley o a un proyecto de políti-
cas determinado. El manual también incluye una lista 
de comprobación práctica sobre la aplicabilidad de 
la Carta y una comprobación del cumplimiento de la 
misma que permite a los profesionales del Derecho 
verificar si una interferencia con la Carta puede estar 

https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/strategy_to_strengthen_the_application_of_the_charter_of_fundamental_rights_en.pdf
https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/strategy_to_strengthen_the_application_of_the_charter_of_fundamental_rights_en.pdf
https://ec.europa.eu/info/events/2019-conference-eu-charter-fundamental-rights-2019-nov-12_en
https://fra-charter.mci-events.eu/
https://e-learning.fra.europa.eu/local/customlogin/
https://fra.europa.eu/en/eu-charter
https://fra.europa.eu/sites/default/files/fra_uploads/fra-2018-charter-guidance_es.pdf
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justificada.

El Informe sobre los derechos fundamentales anual 
de la FRA incluye siempre un capítulo dedicado al uso 
nacional de la Carta. Véase, por ejemplo, la edición de 
2020 titulada «Unlocking the Charter’s full potential» 
[Cómo liberar todo el potencial de la Carta], que está 
disponible en inglés, francés, alemán, polaco, portu-
gués y esloveno.

Veintisiete hojas informativas de la Carta específicas 
de cada país están disponibles en inglés y en todas 
las lenguas nacionales. Ofrecen información sobre la 
Carta, su función y cómo se utiliza en los 27 Estados 
miembros de la UE. Están disponibles en el sitio web 
de la FRA y pueden solicitarse también a la Oficina de 
Publicaciones de la UE.

También pueden resultar útiles otras herramientas 
de sensibilización, como un vídeo de cinco minutos 
titulado «Apply the Charter, deliver our Rights» [Aplicar 
la Carta y ejercer nuestros derechos]. La producción 
de este vídeo tuvo lugar en 2019 y ofrece información 
sobre los seis temas de la Carta. Además, se están 
produciendo vídeos educativos de la FRA para su uso 
en talleres y seminarios de formación. Puede consul-
tarse una infografía sobre la Carta en: https://fra.eu-
ropa.eu/en/publications-and-resources/infographics/
charters-untapped-potential-nationally.

A través del catálogo de publicaciones de la Oficina 
de Publicaciones de la UE, pueden solicitarse gratuita-
mente copias impresas de todos los productos sobre 
la Carta de la FRA (https://op.europa.eu/en/web/ge-
neral-publications/publications).

Para obtener más información, póngase en contacto 
con nosotros: charter@fra.europa.eu.

Lecturas recomendadas: artículo por 
artículo 
Comentarios sobre la Carta

Barriga, S. (2003), Die Entstehung der Charter der 
Grundrechte der Europäischen Union (Génesis de la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea), Nomos

Bifulco, R., Cartabia, M. y Celotto, A. (2001), L’Europa 
dei diritti: Commento alla Carta dei diritti fondamenta-
li dell’Unione Europea, il Mulino, Bologna

Holoubek, M. y Lienbacher, G. (eds.) (2019), Com-
mentary on the Charter of Fundamental Rights of the 
European Union (GRC-Kommentar), 2.ª edición, Manz, 
Viena

Kellerbauer, M., Klamert, M. y Tomkin J. (eds.) (2019), 
Commentary on the EU Treaties and the Charter of 
Fundamental Rights, Oxford University Press, Oxford
Mangas Martin, A. (2008), Carta de los derechos fun-
damentales de la Unión Europea: Comentario, artícu-
lo por artículo, Fundación BBVA, Bilbao

Mastroianni, R., Allegrezza, S., Razzolini, O., Pollicino, 
O. y Pappalardo, F. (eds.) (2017), Carta dei diritti fon-
damentali dell’Unione Europea, Giuffrè, Milán

Meyer, J. y Hölscheidt, S. (eds.) (2019), Charta der 
Grundrechte der Europäischen Union: Kommentar, 
(Commentary on the Charter of Fundamental Rights 
of the European Union) 5.ª edición

Peers, S., Hervey, T., Kenner, J. y Ward, A. (2021), The 
EU Charter of Fundamental Rights: A commentary, 2.ª 
edición, CH Beck Hart Nomos, Oxford

Picod, F., Rizcallah, C. y Van Drooghenbroeck, S. 
(2020), Charte des droits fondamentaux de l’Union 
européenne: Commentaire article par article (Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea: 
comentario artículo por artículo), Bruylant, Bruselas 

Sachpekidou E., Tagaras Ch., Kanellopoulou-Ma-
louchou N., Karagiannis V., Lentzis D., Marou-
da M.-N., Sarmas D., Takis A., Tsolka O., (2020), 
Κατ’ άρθροερμηνεία τον Ν άρτη των Θεμελιωδν 
Δικαιωμάτων της Ευρωπακν ς Ν νωσης (Comentario 
artículo por artículo de la Carta de los Derechos Fun-
damentales de la UE), Nomiki Bibliothiki 

Recursos en línea:

La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea: los travaux préparatoires y documentos se-
leccionados (2020). Colección editada por Niall Co-
ghlan y Marc Steiert

Red Europea de Expertos Independientes sobre Dere-
chos Fundamentales (2006), Comentario de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea

Toggenburg G. N. (2019 - 2021), All EU-r rights, una 
serie en línea publicada en el blog EUreka! de EURAC 
Research (disponible también en versión en italiano 
por Lo Spiegone)

https://fra.europa.eu/sites/default/files/fra_uploads/fra-2020-fundamental-rights-report-2020-focus_en.pdf
https://fra.europa.eu/en/publication/2019/eu-charter-fundamental-rights-use-and-added-value-eu-member-states
https://fra.europa.eu/en/publication/2019/eu-charter-fundamental-rights-use-and-added-value-eu-member-states
https://fra.europa.eu/en/video/2020/celebrating-10-years-eu-charter-fundamental-rights
https://fra.europa.eu/en/publications-and-resources/infographics/charters-untapped-potential-nationally
https://fra.europa.eu/en/publications-and-resources/infographics/charters-untapped-potential-nationally
https://fra.europa.eu/en/publications-and-resources/infographics/charters-untapped-potential-nationally
https://op.europa.eu/en/web/general-publications/publications
https://op.europa.eu/en/web/general-publications/publications
mailto:charter%40fra.europa.eu?subject=
https://cadmus.eui.eu/bitstream/handle/1814/68959/EUCharterFundamentalRights_2020_Revised2021.pdf?sequence=4&isAllowed=y
https://sites.uclouvain.be/cridho/documents/Download.Rep/NetworkCommentaryFinal.pdf
https://www.eurac.edu/en/blogs/tags/all-eu-r-rights
https://lospiegone.com/?s=toggenburg&orderby=relevance&order=DESC
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Material para los participantes

Hechos del caso

Un juzgado nacional de lo social conoce de un litigio 
entre la Sra. Ross, una empleada, y el empresario pri-
vado Kingside en relación con el plazo de preaviso 
para el despido. Este plazo se había calculado en fun-
ción de la antigüedad de la empleada en la empresa. 
De conformidad con el Derecho laboral nacional, no 
se habían tenido en cuenta los periodos de trabajo 
completados por la empleada antes de alcanzar los 
veinticinco años de edad. La Sra. Ross trabajó a partir 
de los 18 años de edad durante un total de 10 años 
para Kingside. Kingside calculó el periodo de preavi-
so como si llevara tres años de servicio. La Sra. Ross 
impugnó su despido ante el tribunal de lo social na-
cional, argumentando que su plazo de preaviso debe-
ría haber sido de cuatro meses en lugar de tres, un 
periodo correspondiente a 10 años de servicio. Según 
la Sra. Ross, la legislación nacional en cuestión, en la 
medida en que establece que los periodos de empleo 
completados antes de los 25 años de edad no deben 
tenerse en cuenta al calcular el periodo de preaviso, 
es discriminatoria por motivos de edad, contraria al 
Derecho de la Unión, y no debe aplicarse.

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (la Carta)

Artículo 21. No discriminación
	 1.  Se prohíbe toda discriminación, y 
en particular la ejercida por razón de [...] edad [...].
Directiva 2000/78/CE sobre la igualdad de trato6  

6 Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, 
relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad 
de trato en el empleo y la ocupación; DO 2000 L 303, p. 16.

Según el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(TJUE), la Directiva 2000/78/CE expresa el principio 
de no discriminación por razón de edad. El presente 
caso se produjo tras la expiración del plazo de trans-
posición de dicha directiva.

El artículo 1 establece lo siguiente:

«La presente Directiva tiene por objeto establecer un 
marco general para luchar contra la discriminación por 
motivos de religión o convicciones, de discapacidad, de 
edad o de orientación sexual en el ámbito del empleo y 
la ocupación, con el fin de que en los Estados miembros 
se aplique el principio de igualdad de trato».

El artículo 2, apartados 1 y 2, reza así:

«1. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por 
principio de igualdad de trato la ausencia de toda discri-
minación directa o indirecta basada en cualquiera de los 
motivos mencionados en el artículo 1.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1:

(a) existirá discriminación directa cuando una persona 
sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera menos 
favorable que otra en situación análoga por alguno de 
los motivos mencionados en el artículo 1».

El artículo 3, apartado 1, establece:

«Dentro del límite de las competencias conferidas a la 
Comunidad, la presente Directiva se aplicará a todas las 
personas, por lo que respecta tanto al sector público 
como al privado, incluidos los organismos públicos, en 
relación con: […]

ESTUDIO DE CASO 1: CÁLCULO DE 
LA NOTIFICACIÓN DE DESPIDO 
EMPLEO
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(c) las condiciones de empleo y trabajo, incluidas las de 
despido y remuneración».
El artículo 6, apartado 1, reza como sigue:

«No obstante lo dispuesto en el apartado 2 del artícu-
lo  2, los Estados miembros podrán disponer que las 
diferencias de trato por motivos de edad no constitui-
rán discriminación si están justificadas objetiva y razo-
nablemente, en el marco del Derecho nacional, por una 
finalidad legítima, incluidos los objetivos legítimos de 
las políticas de empleo, del mercado de trabajo y de la 
formación profesional, y si los medios para lograr este 
objetivo son adecuados y necesarios.

Dichas diferencias de trato podrán incluir, en particular:

(a) el establecimiento de condiciones especiales de ac-
ceso al empleo y a la formación profesional, de empleo y 
de trabajo, incluidas las condiciones de despido y reco-
mendación, para los jóvenes, los trabajadores de mayor 
edad y los que tengan personas a su cargo, con vistas a 
favorecer su inserción profesional o garantizar la protec-
ción de dichas personas;

(b) el establecimiento de condiciones mínimas en lo que 
se refiere a la edad, la experiencia profesional o la anti-
güedad en el trabajo para acceder al empleo o a determi-
nadas ventajas vinculadas al mismo;

(c) el establecimiento de una edad máxima para la 
contratación, que esté basada en los requisitos de for-
mación del puesto en cuestión o en la necesidad de un 
periodo de actividad razonable previo a la jubilación».

¿Qué disposiciones de la legislación 
nacional resultan de aplicación?

El artículo 8, apartado 22, del Código Civil establece 
sobre el plazo de preaviso:

«(1) Podrá denunciarse la relación laboral de un trabaja-
dor o de un empleado con un preaviso de cuatro sema-
nas anteriores al día 15 del mes o al final del mes.

(2) En caso de despido por el empresario los plazos de 
preaviso serán los siguientes:

1. 1 mes con efecto al final del mes cuando la relación 
laboral en el establecimiento o en la empresa haya du-
rado 2 años;

2. 2 meses con efecto al final del mes cuando haya du-
rado 5 años;

3. 3 meses con efecto al final del mes cuando haya du-
rado 8 años;

4. 4 meses con efecto al final del mes cuando haya du-
rado 10 años;

5. 5 meses con efecto al final del mes cuando haya du-
rado 12 años;

6. 6 meses con efecto al final del mes cuando haya du-
rado 15 años;

7. 7 meses con efecto al final del mes cuando haya du-
rado 20 años.

Los periodos de trabajo completados por el trabajador 
antes de que cumpla los 25 años de edad no se tendrán 
en cuenta para calcular la duración de empleo».

Esta disposición tiene su origen en una ley de 1926. 
Las notas explicativas de esta disposición aclaran 
que la segunda frase del apartado 2 del párrafo 22 del 
artículo 8 del Código Civil refleja la valoración del le-
gislador en el sentido de que los trabajadores jóvenes 
suelen reaccionar con mayor facilidad y rapidez a la 
pérdida de sus puestos de trabajo y que se les puede 
exigir una mayor flexibilidad. Un periodo de preaviso 
más breve para los trabajadores más jóvenes también 
facilita su contratación al aumentar la flexibilidad de 
la gestión del personal. El umbral de 25 años fue el 
resultado de un compromiso entre i) el Gobierno de 
la época, que deseaba una prórroga uniforme de tres 
meses del periodo de preaviso para el despido de tra-
bajadores mayores de 40 años, ii) los partidarios de 
una ampliación progresiva de ese periodo para todos 
los trabajadores, y iii) los partidarios de una amplia-
ción progresiva del periodo de preaviso sin tener en 
cuenta el periodo de empleo, siendo el propósito de 
la norma ofrecer a los empleadores una exención par-
cial de largos periodos de preaviso para los trabajado-
res menores de 25 años.
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En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2. ¿Cómo evaluaría el artículo 8, párrafo 22, del Código Civil a la luz del principio de no 
discriminación de la Unión por razón de edad (artículo 21, apartado 1, de la Carta)?

a.	 ¿Existe alguna diferencia de trato por razón de edad?

b.	 En caso afirmativo, ¿puede justificarse la diferencia de trato? ¿Considera legítimos los objetivos del legislador 
nacional y cómo evaluaría la disposición con arreglo al principio de proporcionalidad?

Notas

Notas

Preguntas

Responda a la pregunta 1 antes de pasar a las siguientes.

Pregunta 1. ¿Se aplica la Carta al párrafo 22 del artículo 8 del Código Civil?

a.	 No, esta disposición data de 1925 y no es una medida adoptada para transponer la Directiva 2000/78/CE.

b.	 Sí, puesto que esta disposición entra dentro del ámbito de aplicación de la Directiva 2000/78/CE.

c.	 No, las notificaciones de despido no están armonizadas con el Derecho de la Unión y son competencia de los 
Estados miembros de la UE.

d.	 No, la Carta no se aplica a las situaciones que se circunscriben en todos los aspectos a un único Estado miem-
bro.

e.	 Sí, la Carta tiene la categoría de Derecho primario y se aplica en todas las situaciones.
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Pregunta 3. Si el párrafo 22 del artículo  8 del Código Civil es contrario a la prohibición de la 
discriminación por motivos de edad en virtud del apartado 1 del artículo 21 de la Carta, ¿estaría 
obligado el órgano jurisdiccional nacional, con arreglo al Derecho de la Unión, a no aplicar la dis-
posición pertinente del Derecho nacional en caso de litigio entre particulares?

a.	 Sí, porque la Directiva 2000/78/CE también se aplica al sector privado (artículo 3).

b.	 No, porque el empresario privado puede basarse en una disposición del Derecho nacional en virtud de los prin-
cipios de seguridad jurídica y expectativas legítimas de la Unión.

c.	 No, una directiva no puede imponer por sí misma obligaciones a una persona y, por lo tanto, no puede ser invo-
cada como tal contra ella.

d.	 Sí, porque el tribunal nacional está obligado a proporcionar la protección jurídica que el artículo 21 de la Carta 
otorga a los particulares.

e.	 No, la trabajadora puede obtener una compensación del Estado por la transposición incorrecta de la Directiva 
2000/78/CE.

f.	 Sí, porque la prohibición de la discriminación por motivos de edad contenida en virtud de la Directiva 2000/78/
CE basta en sí misma para conferir a los particulares un derecho en el que pueden basarse como tales.

g.	 Sí, se aplica la Carta, ya que el Derecho de la Unión siempre prevalece sobre el Derecho nacional.

h.	 No, ya que es posible interpretar la disposición pertinente del Derecho nacional de un modo coherente con la 
Directiva 2000/78/CE.

Notas

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
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Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

El asunto se basa en TJUE, C-555/07, Kücükdeveci, 19 
de enero de 2010, ECLI:EU:C:2010:21.

El motivo de examen en Kücükdeveci es el principio de 
no discriminación por razón de edad como principio 
general del Derecho de la Unión. El estudio de caso 
utiliza el artículo  21 de la Carta, al que se aplica el 
mismo razonamiento.

Kücükdeveci es un caso histórico sobre la doctrina del 
efecto directo horizontal.

Preguntas y respuestas

Esta sección explica las respuestas a las preguntas 
formuladas en el material para los participantes.

Pregunta 1. ¿Se aplica la Carta al párrafo 22 
del artículo 8 del Código Civil?

a.	 No, esta disposición data de 1925 y no es una 
medida adoptada para transponer la Directiva 
2000/78/CE

b.	 Sí, puesto que esta disposición entra dentro del 
ámbito de aplicación de la Directiva 2000/78/
CE.

c.	 No, las notificaciones de despido no están armo-
nizadas con el Derecho de la Unión y son compe-
tencia de los Estados miembros de la UE.

d.	 No, la Carta no se aplica a las situaciones que se 
circunscriben en todos los aspectos a un único 
Estado miembro.

e.	 Sí, la Carta tiene la categoría de Derecho primario 
de la UE y se aplica en todas las situaciones.

Observaciones preliminares

Es importante iniciar el análisis de un caso relativo a 
la Carta comprobando si esta es de aplicación, sobre 
la base del artículo 51, apartado 1, de la misma. Los 
comentarios en respuesta a esta pregunta podrían 
centrarse en las razones para llevar a cabo de mane-
ra coherente este importante paso preliminar (véase 
el capítulo 3 del manual de la FRA). Además, puede 
consultarse el capítulo 7 de dicho manual, que con-
tiene una lista de comprobación para la aplicación del 
artículo 51, apartado 1, de la Carta.

Es especialmente importante recordar que los dere-
chos fundamentales de la UE se aplican a los Estados 
miembros únicamente en situaciones que entran den-
tro del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión. 
Se trata de una diferencia importante con respecto al 
CEDH, que se aplica, en principio, en todos los casos. 
Al aplicar la Carta, es necesario comprobar, sobre la 
base del artículo  51, apartado  1, de la misma: ¿se 

trata de una situación puramente nacional en la que 
la Carta no desempeña ningún papel, o entra dentro 
del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión, en 
cuyo caso se aplica? El sistema del apartado  1 del 
artículo 51 puede resumirse esencialmente en lo si-
guiente: la aplicación de los derechos fundamentales 
de la Unión (incluida la Carta) va de la mano con la 
aplicación de otras disposiciones del Derecho de la 
Unión. También es importante recordar que la aplica-
ción de la Carta está siempre vinculada a la aplicación 
de otras disposiciones del Derecho de la Unión (com-
párese con la opción e incorrecta).

Respuesta correcta

La opción b es la respuesta correcta (véase Kücükde-
veci, apartados 25-27).

El artículo 8, párrafo 22, del Código Civil se conside-
ra una medida de aplicación del Derecho de la Unión 
en el sentido del artículo 51, apartado 1, de la Carta 
(véase la situación B.1 en el capítulo 7 del manual de 
la FRA).

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
se aplica a todas las medidas nacionales de aplica-
ción del Derecho de la Unión. Según la jurisprudencia 
del TJUE, la expresión «aplicar el Derecho de la Unión» 
tiene un significado amplio que abarca todos los tipos 
de ejecución y aplicación del Derecho de la Unión por 
los Estados miembros. Significa lo mismo que «ac-
tuar dentro del ámbito de aplicación del Derecho de la 
Unión» y cubre todas las situaciones reguladas por el 
Derecho de la Unión.

Las medidas nacionales que entran dentro del ámbito 
de aplicación material, personal y temporal de actos 
jurídicos de la Unión se consideran medidas de aplica-
ción en el sentido del artículo 51, aunque su objetivo 
no fuera aplicar la legislación (véase la situación B.1 
del capítulo 7 del manual de la FRA). Por tanto, las op-
ciones a y c no son correctas. Se ha de reseñar que la 
legislación en cuestión debe entrar realmente dentro 
del ámbito de aplicación de un determinado acto jurí-
dico de la Unión, ya sea en razón del ámbito de aplica-
ción personal (¿a quién se aplica?), ya sea por el ám-
bito de aplicación material (¿qué situaciones quedan 
cubiertas?) o por el temporal. La mera interacción de 
la materia regulada por la legislación nacional con un 
acto jurídico de la Unión no basta para integrar dicha 
legislación nacional dentro del ámbito de aplicación 
del Derecho de la Unión.

El presente caso se produjo tras la expiración del pla-
zo establecido para el Estado miembro en cuestión 
para la transposición de la Directiva 2000/78/CE, que 
finalizó el 2 de diciembre de 2006. En esa fecha, dicha 
Directiva tenía por efecto introducir en el ámbito del 
Derecho de la Unión la legislación nacional en cues-
tión, que se refiere a un asunto regulado por dicha Di-
rectiva, en este caso las condiciones de despido.

La opción d no es correcta. De acuerdo con la juris-
prudencia consolidada del TJUE, las disposiciones del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea rela-
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tivas a las libertades de circulación no se aplican a las 
situaciones circunscritas en todos los aspectos a un 
único Estado miembro. Sin embargo, esto no se apli-
ca a la Carta. De hecho, la Carta puede aplicarse en 
situaciones sin elementos transfronterizos, por ejem-
plo cuando se refiere a un Derecho de la Unión que 
armoniza un ámbito específico del Derecho en todos 
los Estados miembros. En consecuencia, se aplican 
las normas contenidas en el Derecho de la Unión en 
cuestión, con independencia del carácter puramente 
interno de la situación en cuestión, en el procedimien-
to principal.7 

Pregunta 2. ¿Cómo evaluaría el artículo 8, pá-
rrafo 22, del Código Civil a la luz del principio 
de no discriminación de la Unión por razón de 
edad (artículo 21, apartado 1, de la Carta)?

Observación preliminar

Un elemento importante en el tratamiento de los ca-
sos de no discriminación consiste en distinguir dos 
etapas: i) examen de la existencia de una diferencia 
de trato en el motivo en cuestión y ii) evaluación de un 
posible motivo de justificación.

Respuesta correcta

El TJUE dictaminó que «el principio de no discrimina-
ción por razón de la edad, tal como se concreta en la 
Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviem-
bre de 2000, relativa al establecimiento de un marco 
general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación, debe interpretarse en el sentido de que se 
opone a una normativa nacional, como la que es obje-
to del procedimiento principal [...]».

Explicación

a. ¿Existe alguna diferencia de trato por razón de 
edad? 

Sí (Kücükdeveci, apartados 28-31)

Con arreglo al artículo  2, apartado  1, de la Directiva 
2000/78/CE, se produce discriminación directa si una 
persona recibe un trato menos favorable que otra en 
una situación comparable, por cualquiera de los moti-
vos mencionados en el artículo 1.

El artículo 8, párrafo 22, del Código Civil concede un 
trato menos favorable a los trabajadores que se in-
corporaron al servicio de la empresa antes de cumplir 
los 25 años. Esta disposición nacional introduce, por 
tanto, una diferencia de trato entre personas con la 
misma antigüedad, dependiendo de la edad a la que 
se incorporen a la empresa. En el caso de dos em-
pleados, cada uno con 20 años de antigüedad en el 
servicio, el que se incorporó a la empresa a la edad 
de 18 años tendrá derecho a un periodo de preaviso 
de cinco meses, mientras que el periodo será de siete 
meses para el que se incorporó a la empresa a la edad 

7 TJUE, C-483/16, Sziber, 31 de mayo de 2018, ECLI:EU:C:2018:367, 
apdos. 56-59.

de 25 años.

Por otra parte, la legislación nacional en cuestión 
perjudica generalmente a los trabajadores jóvenes 
en comparación con los de mayor edad, ya que los 
primeros, a pesar de la antigüedad de varios años de 
servicio en la empresa, pueden quedar excluidos del 
beneficio de la ampliación progresiva de los periodos 
de preaviso en caso de despido en función de la dura-
ción de la relación laboral, de la que podrán beneficiar-
se, por el contrario, los trabajadores de mayor edad 
con una antigüedad comparable.

b. ¿Puede justificarse la diferencia de trato? 

No (Kücükdeveci, apartados 32 a 42)

Marco de examen

El artículo 6, apartado 1, párrafo primero, de la Directi-
va 2000/78/CE establece que una diferencia de trato 
por motivos de edad no constituye discriminación si, 
en el contexto del Derecho nacional, está objetiva y 
razonablemente justificada por una «finalidad legíti-
ma», incluidos los objetivos legítimos de las políticas 
de empleo, del mercado de trabajo y de la formación 
profesional, y si los medios para lograr este objetivo 
son «adecuados y necesarios».

Finalidad legítima: sí (véase Kücükdeveci, apartado 36)

Los objetivos mencionados en las notas explicativas 
del acto legislativo en cuestión pertenecen a la políti-
ca de empleo y de mercado de trabajo en el sentido 
del artículo 6, apartado 1, de la Directiva 2000/78/CE.

Adecuado y necesario: no (véase Kücükdeveci, aparta-
dos 37-42)

En lo que respecta al objetivo de dotar a los empre-
sarios de una mayor flexibilidad en la gestión del per-
sonal, al aliviar la carga que les supone el despido de 
trabajadores jóvenes, de los que es razonable prever 
un mayor grado de movilidad personal o profesional, 
la legislación no es adecuada para alcanzar tal obje-
tivo, ya que se aplica a todos los empleados que se 
incorporaron a la empresa antes de los 25 años de 
edad, con independencia de su edad en el momento 
del despido.

Por lo que se refiere al objetivo de reforzar la protec-
ción de los trabajadores en función de su antigüedad 
en la empresa, la ampliación del plazo de preaviso de 
despido en función de la antigüedad del trabajador 
se retrasa para todos los trabajadores que se incor-
poraron a la empresa antes de los 25 años de edad, 
aunque la persona en cuestión tenga una antigüedad 
prolongada en la empresa en el momento del despido. 
Por consiguiente, la legislación no puede considerar-
se adecuada para lograr este objetivo.



20

La legislación nacional afecta de forma desigual a 
los trabajadores jóvenes, ya que incide en los jóvenes 
que inician su vida activa sin haber recibido forma-
ción profesional (o una muy breve), pero no en los que 
empiezan a trabajar más tarde después de un largo 
periodo de formación.

Pregunta 3: Si el párrafo 22 del artículo 8 del 
Código Civil es contrario al apartado 1 del ar-
tículo 21 de la Carta (principio de no discrimi-
nación por razón de edad), ¿estaría obligado 
el órgano jurisdiccional nacional, con arreglo 
al Derecho de la Unión, a no aplicar la dis-
posición pertinente del Derecho nacional en 
caso de litigio entre particulares?

a.	 Sí, porque la Directiva 2000/78/CE también se 
aplica al sector privado (artículo 3).

b.	 No, porque el empresario privado puede basarse 
en una disposición del Derecho nacional en vir-
tud de los principios de seguridad jurídica y ex-
pectativas legítimas de la Unión.

c.	 No, una directiva no puede imponer por sí mis-
ma obligaciones a una persona y, por lo tanto, no 
puede ser invocada como tal contra ella.

d.	 Sí, porque el tribunal nacional está obligado a 
proporcionar la protección jurídica que el artícu-
lo 21 de la Carta otorga a los particulares.

e.	 No, la trabajadora puede obtener una compensa-
ción del Estado por la transposición incorrecta 
de la Directiva 2000/78/CE.

f.	 Sí, porque la prohibición de la discriminación por 
motivos de edad contenida en virtud de la Direc-
tiva 2000/78/CE basta en sí misma para conferir 
a los particulares un derecho en el que pueden 
basarse como tales.

g.	 Sí, se aplica la Carta, ya que el Derecho de la 
Unión siempre prevalece sobre el Derecho nacio-
nal.

h.	 No, ya que es posible interpretar la disposición 
pertinente del Derecho nacional de un modo co-
herente con la Directiva 2000/78/CE.

Respuesta correcta

La opción d es la respuesta correcta (véase Kücükde-
veci, apartados 50-56).

El tribunal nacional está obligado a anular la disposi-
ción nacional que vulnera el principio de no discrimi-
nación. En este caso, esto supondría la anulación de 
la siguiente cláusula: Los periodos de trabajo comple-
tados por el trabajador antes de cumplir los 25 años 
de edad no se tendrán en cuenta para calcular la dura-
ción de empleo». Esta derogación del Derecho nacio-
nal es consecuencia del efecto directo del artículo 21 
de la Carta. Sigue siendo válida la norma de que las 
directivas no tienen efecto directo horizontal (véanse 
las opciones a, c, f y g):

«46. A este respecto, tratándose de un litigio entre par-

ticulares, el Tribunal de Justicia ha declarado reitera-
damente que una directiva no puede, por sí sola, crear 
obligaciones a cargo de un particular y, por consiguien-
te, no puede ser invocada, en su calidad de tal, contra 
dicha persona (véanse, en este sentido, las sentencias 
de 26 de febrero de 1986, Marshall, 152/84, Rec. p. 723, 
apartado 48; Faccini Dori, C-91/92, Rec. p. I-3325, apar-
tado 20, y Pfeiffer y otros, antes citada, apartado 108)».
Sin embargo, es la disposición de la Carta (o el princi-
pio general del Derecho de la Unión) la que se aplica 
directamente en un litigio entre particulares. El TJUE 
resolvió lo siguiente:

«Incumbe al órgano jurisdiccional nacional que conozca 
de un litigio entre particulares garantizar la observancia 
del principio de no discriminación por razón de la edad, 
tal como se concreta en la Directiva 2000/78, dejando 
si es preciso sin aplicación cualesquiera disposiciones 
de la normativa nacional contrarias a este principio […]».

Explicación

Mangold 8 y Kücükdeveci constituyen el punto de parti-
da para el desarrollo de la doctrina del efecto directo 
horizontal. Ambos asuntos se referían al efecto de la 
prohibición de la discriminación por motivos de edad 
como principio general del Derecho de la Unión. El ori-
gen de la discriminación fue una disposición de la le-
gislación nacional. El efecto horizontal directo fue que 
el tribunal nacional tuvo que abstenerse de aplicar la 
disposición discriminatoria del Derecho nacional. El 
efecto de Mangold y Kücükdeveci es que los empresa-
rios privados no pueden basarse en una disposición 
nacional que resulte contraria al principio de no dis-
criminación.

La opción b es incorrecta. En el asunto D.I.,9 el tribunal 
danés preguntaba sobre la función de los principios 
de seguridad jurídica y expectativas legítimas. Según el 
TJUE, estos principios no pueden ser motivo para la 
excepción de la obligación del tribunal de abstenerse 
de aplicar las disposiciones nacionales. El órgano ju-
risdiccional nacional no puede dar prioridad a la pro-
tección de las expectativas legítimas del empresario 
privado que haya cumplido la legislación nacional.

En Egenberger,10 se concedió por primera vez un efec-
to horizontal directo a una disposición de la Carta, a 
saber, la prohibición de la discriminación por motivos 
de religión o convicciones con arreglo al artículo 21, 
apartado 1, de la misma. De esta sentencia también 
se desprende claramente que los derechos funda-
mentales pueden tener un efecto vinculante sobre los 
particulares, aunque la discriminación se derive de 
contratos celebrados entre ellos. Esto va más allá de 
Mangold y Kücükdeveci, relacionados con la discrimi-
nación recogida en la legislación.

8 TJUE, C-144/04, Mangold, 22 de noviembre de 2005.
9 TJUE, C-441/14, D.I., 19 de abril de 2016.
10 TJUE, Egenberger, C-414/16, 17 de abril de 2018.
11 TJUE C-569/16 y C-570/16, Bauer, 6 de noviembre de 2018.
12 TJUE, C-193/17, Cresco, 22 de enero de 2019.



21

En Bauer,11 el tribunal confiere, por primera vez, un 
efecto directo horizontal a un derecho fundamental 
distinto de la no discriminación, a saber, el derecho 
a unas vacaciones anuales retribuidas (artículo  31, 
apartado 2, de la Carta). Esta sentencia también pro-
porciona un marco de evaluación claro y estructurado 
para la doctrina.
Por último, Cresco12 es la primera sentencia que da 
instrucciones explícitas al tribunal nacional, en un 
litigio entre particulares, para conceder derechos 
subjetivos a los particulares sobre la base de dere-
chos fundamentales. La consecuencia del efecto di-
recto horizontal en este caso va más allá de obviar 
una disposición legal nacional. El empresario debe 
cumplir una obligación derivada del propio derecho 
fundamental de la Unión [en lugar de (el resto de) la 
legislación nacional aplicable]. Este asunto se refe-
ría a la no discriminación por motivos de religión o 
convicciones (artículo 21, apartado 1, de la Carta). La 
sentencia muestra cómo un empresario privado pue-
de quedar directamente vinculado por una disposición 
de la Carta.

La opción e es incorrecta. Sobre la base de la juris-
prudencia pertinente del TJUE, puede concluirse que 
la Carta puede ejercer un efecto horizontal directo. 
Puede ser vinculante para los particulares y crear 
obligaciones para ellos. Aparte de esto, el trabajador 
tiene, en principio, un derecho de compensación del 
Estado por la transposición incorrecta de la Directi-
va 2000/78/CE. Sin embargo, el TJUE —sin abordar 
explícitamente esta cuestión— no quedó satisfecho 
con una respuesta basada en la existencia de una de-
manda de responsabilidad civil contra el Estado por la 
transposición incompleta de la Directiva. El Abogado 
General (Kücükdeveci, apartado 69) destaca el princi-
pal inconveniente de dicha respuesta. Ello daría lugar 
a que Kücükdeveci perdiera su caso, con consecuen-
cias financieras, aun cuando se hubiera establecido la 
existencia de una discriminación por motivos de edad 
contraria a la Directiva 2000/78/CE. Además, la obli-

garía a iniciar nuevos procedimientos judiciales.

La opción f es incorrecta. Si fuera posible interpre-
tar la disposición pertinente del Derecho nacional de 
manera coherente con la Directiva 2000/78/CE, no 
sería necesario abstenerse de aplicar la disposición 
nacional pertinente. Sin embargo, en este caso, según 
el órgano jurisdiccional remitente, no es posible inter-
pretar la disposición pertinente del Derecho nacional 
de manera coherente con la Directiva 2000/78/CE.

Bibliografía recomendada

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4 y 
7 del manual de la FRA.

Capítulo 3.3.3 del Manual de legislación europea contra 
la discriminación – Edición de 2018 de la FRA.

de Mol, M. (2010), «Kücükdeveci: Mangold revisited 
– Horizontal direct effect of a general principle of EU 
law: CJEU (Grand Chamber), Judgment of 19 January 
2010, Case C-555/07, Seda Kücükdeveci v. Swedex 
GmbH», European Constitutional Law Review, vol. 6, 
pp. 293-308.

Frantziou, E. (2019), «(Most of) the Charter of Fun-
damental Rights is horizontally applicable: ECJ 6 No-
vember 2018, Joined cases C-569/16 and C-570/16, 
Bauer et al», European Constitutional Law Review, vol. 
19, pp. 306-323.
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Material para los participantes

Hechos del caso

La Sra. Brown es la única heredera legal de su esposo, 
que había trabajado para el Sr.  Jones desde 2003 y 
que había fallecido el 4 de enero de 2013, después 
de no poder trabajar desde julio de 2012 debido a una 
enfermedad. El Sr.  Jones rechazó la solicitud de la 
Sra.  Brown de una compensación financiera por im-
porte de 3 800 euros, que correspondía a los 32 días 
de vacaciones anuales pagadas pendientes que su 
marido no había aprovechado en el momento de su 
fallecimiento. La Sra. Brown interpuso un recurso ante 
el tribunal de lo social nacional, solicitando el pago de 
dicha indemnización. Argumenta que el artículo  31, 
apartado  2, de la Carta de los Derechos Fundamen-
tales de la Unión Europea (la Carta) tiene el efecto de 
exigir al empresario que pague una indemnización a 
los herederos del trabajador en lugar de las vacacio-
nes anuales retribuidas no disfrutadas. El Sr.  Jones 
afirma que las disposiciones pertinentes del Derecho 
nacional impiden tal posibilidad. Además, sostiene 
que la finalidad del derecho a vacaciones anuales 
retribuidas, que es permitir al trabajador descansar y 
disfrutar de un periodo de reposo y ocio, ya no puede 
cumplirse una vez que la persona afectada ha falle-
cido.

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

La Carta

Artículo 31. Condiciones de trabajo justas y equitati-
vas. «2. Todo trabajador tiene derecho a […] un periodo 
de vacaciones anuales retribuidas».

El derecho a vacaciones anuales retribuidas tiene su 
origen en diversos instrumentos internacionales y 

debe considerarse un principio especialmente impor-
tante del Derecho social de la UE. El principio también 
se expresa en el artículo  7 de la Directiva 2003/88. 
De conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea (TJUE), el derecho a va-
caciones anuales retribuidas incluye i) el derecho a 
vacaciones anuales, ii) el derecho al pago continuado 
de una retribución normal durante ese periodo de des-
canso y iii) el derecho a una compensación financiera 
en lugar de las vacaciones anuales no disfrutadas al 
finalizar la relación laboral.

Directiva 2003/88/CE sobre ordenación del tiempo 
de trabajo13  

El artículo 7 reza como sigue:

«1. Los Estados miembros adoptarán las medidas ne-
cesarias para que todos los trabajadores dispongan de 
un periodo de al menos cuatro semanas de vacaciones 
anuales retribuidas, de conformidad con las condiciones 
de obtención y concesión establecidas en las legislacio-
nes y/o prácticas nacionales.

2. El periodo mínimo de vacaciones anuales retribuidas 
no podrá ser sustituido por una compensación financie-

ra, excepto en caso de conclusión de la relación laboral».

¿Qué disposiciones de la legislación 
nacional resultan de aplicación?

El artículo 7, apartado 4, de la Ley Federal sobre per-
misos laborales estipula:

13   Directiva 2003/88/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
4 de noviembre de 2003, relativa a determinados aspectos de la 
ordenación del tiempo de trabajo, DO 2003 L 299, p. 9.

ESTUDIO DE CASO 2: CESE DE LA 
RELACIÓN LABORAL Y DERECHO A 
VACACIONES ANUALES RETRIBUIDAS 
EMPLEO
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«Cuando las vacaciones ya no puedan disfrutarse en 
todo o en parte debido a la extinción de la relación la-
boral, deberá abonarse una compensación económica».
El artículo 1922, apartado 1, del Código Civil estable-
ce, bajo el título «Sucesión universal»:

«A la muerte de una persona (el causante), su patrimo-
nio (herencia) se transmite como un todo a otra u otras 
personas (herederos)».

Preguntas

Responda a la pregunta 1 antes de pasar a las siguientes.

Pregunta 1: ¿Se aplica la Carta al artículo 7, apartado 4, de la ley sobre permisos laborales junto 
con el artículo 1922, apartado 1, del Código Civil?

a.	 Sí, porque implica la aplicación de la Directiva 2003/88/CE.

b.	 No, porque, con arreglo al artículo 7 de la Directiva 2003/88/CE, los Estados miembros de la UE, al asignar las 
vacaciones anuales retribuidas, pueden utilizar sus leyes y costumbres nacionales.

c.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos fundamentales que, en principio, siempre se aplica, como es el caso del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH).

d.	 No, la Carta no se aplica a las situaciones que se circunscriben en todos los aspectos a un único Estado miem-
bro.

Notas
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Pregunta 3: Si las normas nacionales pertinentes han de considerarse incompatibles con el artí-
culo 31, apartado 2, de la Carta, ¿qué debe hacer el tribunal nacional en un litigio entre particula-
res? ¿Tiene el tribunal nacional la obligación de obligar al Sr. Jones (un particular) a conceder a la 
Sra. Brown, como heredera legal, una compensación económica en lugar de vacaciones anuales 
retribuidas en virtud del artículo 31, apartado 2, de la Carta?

Notas

En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2: ¿Cómo evaluaría la compatibilidad de la ley sobre permisos laborales, junto con la 
disposición citada del Código Civil, con el artículo 31, apartado 2, de la Carta?

Notas

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
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ción de otras disposiciones del Derecho de la Unión. 
La aplicación de la Carta está siempre vinculada a la 
aplicación de otras disposiciones del Derecho de la 
Unión.

Respuesta correcta

La opción a es la respuesta correcta (véase Bauer, 
apartado 53).

El artículo 8, párrafo 22, del Código Civil se considera 
una medida de aplicación del Derecho de la Unión en 
el sentido del artículo 51, apartado 1, de la Carta.

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
se aplica a todas las medidas nacionales de aplica-
ción del Derecho de la Unión. Según la jurisprudencia 
del TJUE, la expresión «aplicar el Derecho de la Unión» 
tiene un significado amplio que abarca todos los tipos 
de ejecución y aplicación del Derecho de la Unión por 
los Estados miembros. Significa lo mismo que «ac-
tuar dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión» y cubre todas las situaciones regidas por el 
Derecho de la Unión.

En este caso, según el TJUE, la legislación nacional en 
cuestión es una aplicación de la Directiva 2003/88/
CE.

La opción b no es correcta: muy a menudo, los actos 
jurídicos de la UE permiten a los Estados miembros 
márgenes de apreciación. El ejemplo más claro es 
el de las Directivas, que exigen a los Estados alcan-
zar determinado resultado sin dictar los medios para 
conseguirlo. Sin embargo, otros actos jurídicos de la 
UE, como los Reglamentos, suelen dejar a los Estados 
miembros cierto margen de maniobra en su aplica-
ción. Las medidas nacionales que utilizan el margen 
de apreciación proporcionado por el legislador de la 
Unión se consideran «disposiciones de aplicación del 
Derecho de la Unión», y la Carta debe respetarse.

La opción c no es correcta (véanse las observaciones 
preliminares).

La opción d no es correcta. De acuerdo con la juris-
prudencia consolidada, las disposiciones del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea relativas a las 
libertades de circulación no se aplican a las situacio-
nes circunscritas en todos los aspectos a un único 
Estado miembro. Sin embargo, esto no se aplica a 
la Carta. La Carta puede aplicarse en situaciones sin 
elementos transfronterizos; por ejemplo, cuando se 
refiere a un Derecho de la Unión que armoniza un ám-
bito específico del Derecho entre los Estados miem-
bros, como es el caso aquí (Directiva 2000/78/CE). En 
consecuencia, se aplican las normas contenidas en 
el Derecho de la Unión en cuestión, con independen-
cia del carácter puramente interno de la situación en 
cuestión en el procedimiento principal.14 

14 TJUE, C-483/16, Sziber, 31 de mayo de 2018, ECLI:EU-
:C:2018:367, apdos. 56-59.

Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

Este asunto se basa en TJUE, C-569/16 y C-570/16, 
Bauer, 6 de noviembre de 2018, ECLI:EU:C:2018:871.

Preguntas y respuestas

Pregunta 1. ¿Se aplica la Carta al artículo 7, 
apartado 4, de la ley sobre permisos labora-
les junto con el artículo 1922, apartado 1, del 
Código Civil?

a.	 Sí, porque implica la aplicación de la Directiva 
2003/88/CE.

b.	 No, porque, con arreglo al artículo 7 de la Directi-
va 2003/88/CE, los Estados miembros de la UE, 
al asignar las vacaciones anuales retribuidas, 
pueden utilizar sus leyes y costumbres naciona-
les.

c.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos funda-
mentales que, en principio, siempre se aplica, 
como es el caso del CEDH.

d.	 No, la Carta no se aplica a las situaciones que se 
circunscriben en todos los aspectos a un único 
Estado miembro.

Observaciones preliminares

Es importante iniciar el análisis de un asunto relativo 
a la Carta comprobando, sobre la base del artículo 51, 
apartado 1, si esta es de aplicación. Los comentarios 
en respuesta a esta pregunta podrían centrarse en 
las razones para llevar a cabo de manera coherente 
este importante paso preliminar (véase el capítulo 3 
del manual de la FRA). Además, puede consultarse el 
capítulo 7 de dicho manual, que contiene una lista de 
comprobación para la aplicación del artículo 51, apar-
tado 1, de la Carta.

Es importante recordar que los derechos fundamen-
tales de la UE se aplican a los Estados miembros úni-
camente en situaciones que entran dentro del ámbi-
to de aplicación del Derecho de la Unión. Se trata de 
una diferencia importante con respecto al CEDH, que 
se aplica, en principio, en todos los casos. A la hora 
de aplicar la Carta, es necesario comprobar sobre la 
base del artículo 51, apartado 1, de la misma: ¿se tra-
ta de una situación puramente nacional en la que la 
Carta no desempeña ningún papel, o entra dentro del 
ámbito de aplicación del Derecho de la Unión, en cuyo 
caso se aplica? El artículo 51, apartado 1, se refiere 
esencialmente a esto: la aplicación de los derechos 
fundamentales de la Unión va de la mano de la aplica-
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Pregunta 2. En el supuesto de que se aplique 
la Carta, ¿cómo evaluaría la compatibilidad 
del apartado 7, apartado 4, de la ley de per-
misos laborales junto con el artículo  1922, 
apartado  1, del Código Civil, con el artícu-
lo 31, apartado 2, de la Carta?
Observaciones preliminares

El capítulo 8 del Manual de la FRA ofrece un marco 
estructurado para el examen de si una disposición na-
cional es compatible o no con la Carta. Para asegurar-
se de que se adoptan todas las medidas necesarias, 
es aconsejable utilizar dicha lista de comprobación. 
En este caso, la evaluación con arreglo al artículo 31, 
apartado  2, de la Carta debe incluir el artículo  52, 
apartado 1, de la misma (la cláusula general de limita-
ción de los derechos de la Carta).

Las condiciones establecidas en el apartado 1 del ar-
tículo 52 son las siguientes:

•	 ¿Prevé la ley las limitaciones?

•	 ¿Se garantiza el respeto, en lo esencial, del dere-
cho fundamental de que se trate?

•	 ¿Responden las limitaciones a un fin legítimo?

•	 ¿Es adecuada la limitación para abordar el pro-
blema identificado?

•	 ¿Excede la limitación de lo necesario para lograr 
el objetivo que se persigue? ¿Existen otras medi-
das disponibles que pudieran suponer una inje-
rencia menor en los derechos fundamentales?

•	 ¿Son proporcionadas las limitaciones para el fin 
que se persigue?

En este caso, la atención se centra en el incumpli-
miento de la esencia del artículo  32, apartado  2, de 
la Carta.

Respuesta correcta

Las disposiciones nacionales pertinentes interpreta-
das conjuntamente no son compatibles con el artí-
culo 31, apartado 2, de la Carta (véase Bauer, aparta-
dos 57-62).

Explicación

La expresión «periodo de vacaciones anuales retribui-
das» del artículo 31, apartado 2, de la Carta significa 
que, durante la duración de las vacaciones anuales, 
debe mantenerse la remuneración; en otras palabras, 
los trabajadores deben recibir su retribución normal 
durante ese periodo de vacaciones. Ese derecho fun-
damental también incluye, como derecho consustan-
cial al derecho a vacaciones anuales retribuidas, el 
derecho a una compensación económica en lugar de 
las vacaciones anuales no disfrutadas al finalizar la 
relación laboral.

Solo podrán imponerse limitaciones a este derecho 
en las estrictas condiciones establecidas en el artícu-
lo 52, apartado 1, de la Carta y, en particular, del conte-
nido esencial de este derecho. Esto significa que el 
derecho a vacaciones anuales retribuidas adquirido 

no puede perderse al final del año de vacaciones o 
a un periodo de prórroga fijado por la legislación na-
cional, cuando el trabajador no haya podido disfrutar 
de ellas. Del mismo modo, los Estados miembros no 
pueden decidir que el cese de la relación laboral cau-
sada por el fallecimiento da lugar retroactivamente 
a la pérdida total del derecho a vacaciones anuales 
retribuidas adquirido por el trabajador, ya que dicho 
derecho, aparte del derecho a las vacaciones como 
tal, incluye un segundo aspecto de igual importancia, 
a saber, el derecho a la retribución, justificando el 
pago al interesado o a sus herederos legales de una 
compensación económica en lugar de las vacaciones 
anuales no disfrutadas al finalizar la relación laboral.

Por lo tanto, en relación con las situaciones que en-
tran en el ámbito de aplicación del apartado 2 del ar-
tículo 31 de la Carta, esta disposición tiene el efecto, 
en particular, de que no está abierta la posibilidad de 
que los Estados miembros adopten una legislación 
en virtud de la cual el fallecimiento de un trabajador 
le prive retroactivamente del derecho a vacaciones 
anuales retribuidas adquirido antes de su fallecimien-
to y, en consecuencia, a sus herederos legales de la 
compensación económica en lugar de ellas mediante 
la liquidación financiera de dichos derechos.

Si se pone fin a una relación laboral por fallecimien-
to de un trabajador, del artículo 31, apartado 2, de la 
Carta se deduce que, para evitar que el derecho funda-
mental a las vacaciones anuales retribuidas adquirido 
por ese trabajador se pierda con carácter retroactivo, 
incluido el aspecto financiero de tales derechos, el de-
recho de la persona en cuestión a una compensación 
económica en lugar de las vacaciones que no se ha-
yan disfrutado podrá transmitirse por herencia a sus 
herederos legales.

Pregunta 3. Si las normas nacionales perti-
nentes han de considerarse incompatibles 
con el artículo  31, apartado  2, de la Carta, 
¿qué debe hacer el tribunal nacional en un 
litigio entre particulares? ¿Tiene el tribunal 
nacional la obligación de obligar al Sr. Jones 
(un particular) a conceder a la Sra.  Brown, 
como heredera legal, una compensación eco-
nómica en lugar de vacaciones anuales retri-
buidas en virtud del artículo 31, apartado 2, 
de la Carta?
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Respuesta correcta

Sí (véase Bauer, apartados 64-91).

El derecho de todo trabajador a vacaciones anuales 
retribuidas (artículo 31, apartado 2, de la Carta) con-
lleva, por naturaleza, la obligación correspondiente 
del empresario, que ha de conceder tales periodos de 
vacaciones retribuidas.

Si un órgano jurisdiccional nacional no puede interpre-
tar la legislación nacional de que se trate de un modo 
que garantice su cumplimiento del artículo 31, aparta-
do 2, de la Carta, estará obligado a garantizar la plena 
eficacia del artículo mediante la inaplicación de dicha 
legislación nacional.

La consecuencia en este caso es que el particular 
Sr. Jones tiene que pagar una compensación econó-
mica por unas vacaciones no disfrutadas a los he-
rederos del empleado, con independencia de que la 
legislación nacional excluya tal posibilidad.

Explicación

Mangold15 y Kücükdeveci constituyen el punto de parti-
da para el desarrollo de la doctrina del efecto directo 
horizontal. Ambos asuntos se referían al efecto de la 
prohibición de la discriminación por motivos de edad 
como principio general del Derecho de la Unión. El 
origen de la discriminación fue una disposición de la 
legislación nacional. El efecto horizontal directo fue 
que el tribunal nacional tuvo que inaplicar la disposi-
ción discriminatoria del Derecho nacional. El efecto 
de Mangold y Kücükdeveci es que los empresarios pri-
vados no pueden basarse en una disposición nacional 
que resulte contraria al principio de no discriminación.

En el asunto D.I.,16 el tribunal danés preguntaba sobre 
la función de los principios de seguridad jurídica y ex-
pectativas legítimas. Según el TJUE, estos principios 
no pueden ser motivo para la excepción de la obliga-
ción del tribunal de inaplicar las disposiciones nacio-
nales. El órgano jurisdiccional nacional no puede dar 

prioridad a la protección de las expectativas legítimas 
del empresario privado que haya cumplido la legisla-
ción nacional. 

En Egenberger,17 se concedió por primera vez un efec-
to horizontal directo a una disposición de la Carta, a 
saber, la prohibición de la discriminación por razón 
de religión o convicciones con arreglo al artículo 21, 
apartado 1, de la misma. De esta sentencia también 
se desprende claramente que los derechos funda-
mentales pueden tener un efecto vinculante sobre los 
particulares, aunque la discriminación se derive de 
contratos celebrados entre ellos. Esto va más allá de 
Mangold y Kücükdeveci, relacionados con la discrimi-
nación recogida en la legislación.

En Bauer,18 el tribunal confiere, por primera vez, un 
efecto directo horizontal a un derecho fundamental 
distinto de la no discriminación, a saber, el derecho 
a unas vacaciones anuales retribuidas (artículo  31, 
apartado 2, de la Carta). Esta sentencia también pro-
porciona un marco de evaluación claro y estructurado 
para la doctrina.

Por último, Cresco19 es la primera sentencia que da ins-
trucciones explícitas al tribunal nacional, en un litigio 
entre particulares, de conceder derechos subjetivos a 
los particulares sobre la base de derechos fundamen-
tales. La consecuencia del efecto directo horizontal en 
este caso va más allá de obviar una disposición legal 
nacional. El empresario debe cumplir una obligación 
derivada del propio derecho fundamental de la Unión 
[en lugar de (el resto de) la legislación nacional]. Este 
asunto se refería a la no discriminación por motivos 
de religión o convicciones (artículo 21, apartado 1, de 
la Carta). La sentencia muestra cómo un empresario 
privado puede quedar directamente vinculado por una 
disposición de la Carta.

Lecturas recomendadas

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4, 7 
y 8 del manual de la FRA.

Frantziou, E. (2019), «(Most of) the Charter of Fun-
damental Rights is horizontally applicable: ECJ 6 No-
vember 2018, Joined cases C-569/16 and C-570/16, 
Bauer et al», European Constitutional Law Review, vol. 
19, pp. 306-323.

15TJUE, C-144/04, Mangold, 22 de noviembre de 2005.
16 TJUE, C-441/14, D.I., 19 de abril de 2016.

 17 TJUE, C-414/16, Egenberger, 17 de abril de 2018.
18 TJUE, C-569/16 y C-570/16, Bauer, 6 de noviembre de 2018.
19 TJUE, C-193/17, Cresco, 22 de enero de 2019.
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Material para los participantes

Hechos del caso

La Sra. Sánchez, agricultora, desea solicitar la ayuda 
para la jubilación anticipada de la agricultura, finan-
ciada por la Unión Europea. Los requisitos para asig-
nar dicha ayuda se recogen en el Reglamento (UE) n.º 
1257/1999 relativo a la concesión de ayudas para la 
jubilación anticipada de los agricultores.20 Este Re-
glamento fue un instrumento de la política agrícola 
común. Las ayudas a la jubilación anticipada consti-
tuyen un incentivo económico que tiene por objeto i) 
incentivar a los agricultores de edad avanzada a que 
dejen definitivamente la actividad agraria antes de lo 
que lo harían en circunstancias normales, y ii) facilitar 
así el cambio estructural en el sector agrícola, con vis-
tas a garantizar mejor la viabilidad económica de las 
explotaciones. El proceso de asignación de la ayuda 
corre a cargo de los Estados miembros de la UE. 

La Sra.  Sánchez no consiguió la ayuda. Una de las 
condiciones impuestas por el reglamento pertinente 
de la Unión es que el solicitante no debe haber alcan-
zado aún la «edad normal de jubilación». Esta debe 
determinarse sobre la base de las disposiciones na-
cionales en materia de pensiones: en este caso, la 
legislación nacional en materia de pensiones. En las 
disposiciones pertinentes, existe una distinción entre 
hombres y mujeres en cuanto al establecimiento de la 
edad de jubilación.

Este Reglamento pretende ser beneficioso para las 
mujeres, pero repercute negativamente en la Sra. Sán-
chez en el contexto de la asignación de los fondos 

20 Reglamento (CE) n.º 1257/1999 del Consejo sobre la ayuda al 
desarrollo rural a cargo del Fondo Europeo de Orientación y de 
Garantía Agrícola (FEOGA) y por el que se modifican y derogan 
determinados Reglamentos, DO 1999 L 160, p. 80.

de ayuda de la UE. Sobre la base de esta normativa 
nacional, ella, como madre de dos hijos, ya había al-
canzado la edad de jubilación en el momento de la 
solicitud, por lo que su solicitud de ayuda de la Unión 
fue rechazada. Si hubiera sido un hombre, no habría 
alcanzado la edad de jubilación en el momento de la 
solicitud y habría tenido derecho a la ayuda para la 
jubilación anticipada.

La Sra.  Sánchez sostiene que el sistema checo de 
pensiones viola la prohibición de la UE de discrimi-
nación por razón de sexo. Sin embargo, en un asunto 
anterior, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(TEDH) trató la cuestión del trato diferenciado basado 
en el sexo en el mismo sistema nacional de pensiones 
y consideró que es compatible con el Convenio Euro-
peo de Derechos Humanos (CEDH).

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (la Carta)

Artículo 21. No discriminación:

«1. Se prohíbe toda discriminación, y en particular la 
ejercida por razón de sexo […]».

Reglamento n.º 1257/1999

En el capítulo IV, titulado «Cese anticipado de la activi-
dad agraria», el artículo 10, apartado 1, está redactado 
como sigue:

«La ayuda al cese anticipado de la actividad agraria con-
tribuirá a la consecución de los objetivos siguientes:

ESTUDIO DE CASO 3: EDAD DE JUBILACIÓN 
NO DISCRIMINACIÓN
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asegurar unos ingresos a los agricultores de mayor edad 
que decidan cesar la actividad agraria,

fomentar la sustitución de esos agricultores de mayor 
edad, cuando sea necesario, por otros que puedan me-
jorar la viabilidad económica de las explotaciones agra-
rias que queden libres,

dedicar tierras de interés agrario a usos no agrarios 
cuando el ejercicio de la agricultura en ellas no pueda 
tener lugar en condiciones de viabilidad económica sa-
tisfactorias».

El artículo 11, apartado 1, establece lo siguiente:

«El cesionista:

•	 abandonará definitivamente toda actividad agra-
ria con fines comerciales, pero podrá proseguir el 
ejercicio de una agricultura no comercial y con-
servar el uso de los edificios,

•	 no será menor de cincuenta y cinco años, pero en 
el momento de la cesión no tendrá aún la edad de 
jubilación normal,

•	 y

•	 habrá ejercido la actividad agraria durante los 
diez años anteriores a la cesión».

	
Sobre la base de la jurisprudencia del TJUE, la defi-
nición de «edad normal de jubilación» en el sentido 

del segundo guion del apartado 1 del artículo 11, en 
ausencia de armonización a escala de la UE, es com-
petencia de los Estados miembros.

¿Qué disposiciones de la legislación 
nacional resultan de aplicación? 

El artículo 5 de la ley nacional de jubilación fija la 
edad de jubilación como tal, por razones sociales 
e históricas. La edad de jubilación de hombres y 
mujeres es diferente, y esta última está determina-
da por el número de hijos que una mujer ha criado 
(mientras que los hombres pueden jubilarse a la 
edad de 60 años, las mujeres pueden hacerlo a la 
edad de 53 años, si criaron al menos 5 hijos, a los 
54 si criaron 3 o 4 hijos, a los 55 si criaron 2 hijos, 
etc.). 

«(1) La edad de jubilación se fija

(a) para los hombres en 60 años;

b) para las mujeres

1.en 53 años si han criado al menos 5 hijos;

2. en 54 años si han criado 3 o 4 hijos;

3. en 55 años si han criado 2 hijos;

4. en 56 años si han criado un hijo; o 

5. en 57 años si las aseguradas hubiesen cumplido esta 
edad a 31 de diciembre de 1995».

Preguntas

Responda a la pregunta 1 antes de pasar a las siguientes.

Pregunta 1: ¿Se aplica la Carta al artículo 5 de la legislación nacional sobre jubilación?

Elija una o más respuestas:

a.	 No, la legislación sobre pensiones es un asunto nacional y recae dentro de la soberanía de los Estados miem-
bros.

b.	 No, el TEDH ya ha tratado el asunto y lo ha considerado compatible con el CEDH.

c.	 Sí, se trata de ofrecer subvenciones agrícolas de la UE.

d.	 No, el reglamento se refiere a la legislación nacional para la definición de la edad de jubilación. Por tanto, el 
legislador de la Unión opta por dejar este asunto en manos de los Estados miembros.

e.	 Sí, la Carta tiene la categoría de Derecho primario y, en principio, siempre se aplica.

Notas
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Pregunta 4: Si esta disposición es contraria al principio de no discriminación por razón de sexo 
de la Unión, ¿qué debe hacer el órgano jurisdiccional nacional? ¿Cómo debe determinar la «edad 
normal de jubilación» en el momento de la cesión de una explotación con arreglo al artículo 11 
del Reglamento n.º 1257/1999?

En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2: ¿Debe el TJUE seguir al TEDH, que ya ha determinado que el trato diferenciado es 
compatible con el CEDH?

Notas

Pregunta 3: ¿Cómo evaluaría el artículo 5 de la legislación nacional sobre jubilación a la luz del 
principio de no discriminación por razón de sexo de la Unión (artículo 21, apartado 1, de la Carta)?

Notas

Notas

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
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Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

Este asunto se basa en TJUE, C-401/11, Soukupová, 11 
de abril de 2013, ECLI:EU:C:2013:223.

Soukupová se refiere a la aplicación del principio de no 
discriminación de la Unión a un régimen nacional de 
pensiones en el contexto de la concesión de ayudas 
agrícolas de la UE.

Preguntas y respuestas

Pregunta 1. ¿Se aplica la Carta al artículo 5 
de la legislación nacional sobre jubilación?

Elija una o más respuestas: 21 

a.	 No, la legislación sobre pensiones es un asunto 
nacional y recae dentro de la soberanía de los Es-
tados miembros.

b.	 No, el TEDH ya ha tratado el asunto y lo considera 
compatible.

c.	 Sí, se trata de ofrecer subvenciones agrícolas de 
la UE.

d.	 No, el reglamento se refiere a la legislación nacio-
nal para la definición de la edad de jubilación. Por 
tanto, el legislador de la Unión opta por dejar este 
asunto en manos de los Estados miembros.

e.	 Sí, la Carta tiene la categoría de Derecho primario 
y, en principio, siempre se aplica.

Observaciones preliminares

La comprobación de si la Carta es aplicable es clave 
para esta cuestión, sobre la base del artículo 51, apar-
tado 1, de la misma.

Los comentarios en respuesta a esta pregunta po-
drían centrarse en las razones para llevar a cabo de 
manera coherente este importante paso preliminar 
(véase el capítulo 3 del manual de la FRA).

Además, podría consultarse el capítulo 7 de dicho ma-
nual, en el que figura una lista de comprobación para 
la aplicación del apartado 1 del artículo 51 de la Carta.

Respuesta correcta

La opción c es la respuesta correcta (véase Soukupo-
vá, apartado 26).

El artículo 5 de la legislación nacional sobre jubilación 
se considera una medida de aplicación del Derecho 
de la Unión en el sentido del artículo 51, apartado 1, 

21 Formador, no olvide elegir «Permitir que los asistentes voten 
varias opciones» en la herramienta de votación.

de la Carta, pero solo si se aplica en el marco del re-
glamento.

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
solo se aplica a las medidas nacionales de aplicación 
del Derecho de la Unión (razón por la que la opción f 
no es correcta). Según la jurisprudencia del TJUE, la 
expresión «aplicar el Derecho de la Unión» tiene un 
significado amplio que abarca todas las actividades 
de ejecución y aplicación del Derecho de la Unión por 
los Estados miembros. Significa lo mismo que «ac-
tuar dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión» y cubre todas las situaciones regidas por el 
Derecho de la Unión.

En el contexto de las ayudas a la jubilación anticipada, 
los derechos fundamentales de la UE se aplican a las 
medidas nacionales sobre el cálculo de la edad de ju-
bilación. Esta conclusión puede argumentarse de dos 
maneras.

•	 La primera línea argumental es bastante senci-
lla: la asignación de subvenciones de la UE entra 
dentro del ámbito del Derecho de la Unión.

•	 La segunda línea de argumentación necesita 
más explicaciones. Como se ha mencionado en 
el asunto, el reglamento de la UE sobre ayudas a 
la jubilación anticipada de agricultores establece 
la condición de que el agricultor que alcance la 
«edad normal de jubilación» ya no podrá obtener 
ayudas para la jubilación anticipada. Además, el 
reglamento no define la «edad normal de jubila-
ción». En cambio, se refiere a la legislación nacio-
nal en lo referente al significado de «edad normal 
de jubilación». Se trata de una situación en la que 
el legislador de la Unión utiliza un concepto ju-
rídico nacional. En consecuencia, la legislación 
nacional sobre pensiones puede utilizarse en el 
contexto del reglamento de la UE sobre ayudas 
a la jubilación anticipada para los agricultores. 
En tal caso, la normativa nacional en materia de 
jubilación se aplicará en el sentido del artículo 51 
de la Carta, pero únicamente en el contexto del 
reglamento de la UE (véase la situación A.5 en 
el capítulo 7 del manual de la FRA). Por eso la 
opción d no es correcta.

Este estudio de caso demuestra que la Carta también 
puede aplicarse a actos nacionales comprendidos en 
las competencias (soberanía) de los Estados miem-
bros y a actos que no estén destinados a aplicar el 
Derecho de la Unión. Este es un punto importante a 
tener en cuenta y el motivo por el que la opción a no 
es correcta.

Pregunta 2: Suponiendo que se aplique la 
Carta, ¿tiene que seguir el TJUE al TEDH, que 
ya ha determinado que el trato diferenciado 
es compatible con el CEDH?

Respuesta correcta

No.
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de las medidas nacionales que apliquen el De-
recho de la Unión con principio de igualdad de 
trato».

•	 En segundo lugar, al estar estrechamente vincu-
lado con la finalidad y el objeto de la legislación 
de la Unión, se traza una línea divisoria adecuada 
entre el contexto de la UE en el que se aplican 
los derechos fundamentales de la Unión y la si-
tuación puramente nacional en la que no resul-
tan de aplicación. Como se indica en la pregunta 
1, el régimen nacional de pensiones solo puede 
aplicarse al Derecho de la Unión en el sentido del 
artículo 51, apartado 1, de la Carta si se aplica en 
el contexto del reglamento. De ello se desprende 
que el TJUE puede evaluar presuntos casos de 
discriminación en la concesión de ayudas de la 
Unión, pero no puede pronunciarse sobre el ca-
rácter discriminatorio del régimen nacional de 
pensiones como tal.

Respuesta correcta

La diferencia de trato en la determinación de la «edad 
normal de jubilación» a efectos de la aplicación del ar-
tículo 11, apartado 1, del Reglamento n.º 1257/1999, 
dependiendo del sexo del solicitante de la ayuda para 
la jubilación anticipada y, en el caso de las mujeres 
solicitantes, del número de hijos criados por la solici-
tante, no es compatible con el artículo 21, apartado 1, 
de la Carta.

Explicación (véase Soukupová, apartados 29-34)

De acuerdo con la jurisprudencia consolidada del 
TJUE, los principios de igualdad de trato y no discrimi-
nación exigen que las situaciones comparables no se 
traten de manera diferente y que las distintas situacio-
nes no se traten de la misma manera a menos que tal 
trato esté objetivamente justificado.

a. ¿Se trata a la Sra. Sánchez de manera diferente a 
un hombre en una posición comparable?

Sí. Los agricultores y las agricultoras de avanzada 
edad se encuentran en situaciones comparables, a la 
luz de la finalidad de las ayudas a la jubilación antici-
pada establecidas en el artículo 10, apartado 1, del Re-
glamento (CE) n.º 1257/1999, que consiste en alentar 
a estos agricultores, independientemente de su sexo y 
del número de hijos que hayan criado, a que dejen las 
actividades agrarias de forma anticipada y definitiva, 
con vistas a garantizar mejor la viabilidad de las ex-
plotaciones agrícolas. Los agricultores y ganaderos, 
tanto hombres como mujeres, tienen derecho a soli-
citar dicha ayuda si, de conformidad con el dispuesto 
en el artículo  11, apartado  1, de dicho Reglamento, 
han cesado definitivamente toda actividad agrícola 
comercial después de haber practicado la agricultura 
durante los 10 años anteriores a dicho cese y tienen 

Explicación

La Carta contiene derechos que corresponden a de-
rechos garantizados por el CEDH («derechos corres-
pondientes»). En virtud del artículo 52, apartado 3, de 
la Carta, el significado y el ámbito de aplicación de 
dichos derechos correspondientes de la Carta son los 
mismos que los dispuestos por el CEDH (incluida la 
jurisprudencia del TEDH).

De acuerdo con las «Explicaciones sobre la Carta de 
los Derechos Fundamentales», en la medida en que 
el artículo 21 corresponde al artículo 14 del CEDH, se 
aplica de conformidad con dicha disposición.

Sin embargo, esto no implica que el TJUE deba seguir 
al TEDH; el CEDH establece el umbral mínimo de pro-
tección. El Derecho de la Unión puede establecer una 
protección más amplia (véase el artículo 52, aparta-
do 3, de la Carta y el capítulo 2 del manual de la FRA).

Pregunta 3: ¿Cómo evaluaría el artículo  5 
de la legislación nacional sobre jubilación a 
la luz del principio de no discriminación por 
razón de sexo de la Unión (artículo 21, apar-
tado 1, de la Carta)?

Observaciones preliminares

El TJUE realiza la evaluación del régimen nacional de 
pensiones íntegramente en el marco del reglamento. 
Tanto la cuestión de si existe o no un trato desigual 
en situaciones comparables como la cuestión de si 
la diferencia de trato puede justificarse objetivamente 
se responden a la luz del reglamento.

El motivo es doble.

•	 En primer lugar, con arreglo a la jurisprudencia 
consolidada, la aplicación del principio de no dis-
criminación debe producirse en el contexto espe-
cífico (objeto y finalidad) del régimen de la Unión 
que introduce la distinción. A este respecto, no 
hace ninguna distinción entre si la diferencia de 
trato se deriva directamente del Derecho de la 
Unión en cuestión o si se deriva indirectamen-
te del Derecho de la Unión a través del vínculo 
existente en la legislación nacional. Véase a este 
respecto: 22

•	 «52. A este respecto, procede recordar que 
los elementos que caracterizan distintas si-
tuaciones y, de este modo, su carácter com-
parable, deben apreciarse, en particular, a 
la luz del objeto y la finalidad del acto de la 
Unión que establece la distinción de que se 
trata. Además, deben tenerse en cuenta los 
principios y objetivos del ámbito al que perte-
nece el acto en cuestión [...].

•	 53. Esta interpretación debe aplicarse igual-
mente, mutatis mutandis, en el marco de un 
examen destinado a apreciar la conformidad 

22 TJUE, C-195/12, IBV, 26 de septiembre de 2013.
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al menos 55 años, pero todavía no tienen la «edad nor-
mal de jubilación» en el momento del cese.

b. ¿Existe una justificación objetiva para esta dife-
rencia de tratamiento?

No. Los objetivos de cambio estructural en el sector 
agrícola previstos por la ayuda a la jubilación anti-
cipada concedida sobre la base del Reglamento n.º 
1257/1999 pueden alcanzarse claramente sin que los 
Estados miembros recurran a un trato discriminatorio.

Pregunta 4. Si esta disposición es contraria 
al principio de no discriminación por razón 
de sexo de la Unión, ¿qué debe hacer el ór-
gano jurisdiccional nacional? ¿Cómo debe 
determinar el concepto de «edad normal de 
jubilación» en el momento de la cesión de 
una explotación con arreglo al artículo 11 del 
Reglamento n.º 1257/1999?

Observaciones preliminares

Esta cuestión se centra en el efecto directo de la Carta 
en los procedimientos judiciales nacionales. El efecto 
de la Carta en el Derecho nacional no depende del De-
recho constitucional de los Estados miembros, sino 
que se desprende del Derecho de la Unión y, por tanto, 
se basa en los principios de efecto directo y primacía.

Los tribunales nacionales pueden utilizar los dere-
chos fundamentales de la Unión como motivos inde-
pendientes de revisión y como fuente de derechos y 
obligaciones. Esto no difiere de otras normas del De-
recho de la Unión. Es probable que la mayoría de las 
disposiciones de la Carta cumplan estas condiciones 
(véase el capítulo 3 del manual de la FRA).

Cabe señalar que el efecto directo de los denomina-
dos principios de la Carta es limitado. De conformi-
dad con el artículo 52, apartado 5, de la Carta, existe 
una distinción entre «derechos» y «principios». Am-
bos tipos de disposiciones de la Carta son vinculan-
tes. La principal distinción es que los derechos de la 
Carta describen «una situación jurídica individual». 

Crean derechos individuales o subjetivos sin necesi-
dad de una mayor elaboración legislativa. Los princi-
pios incluyen una tarea para los Gobiernos. Cuanto 
más concreta sea la disposición de la Carta, mayores 
serán las posibilidades de que exista un «derecho». 
Del artículo 52, apartado 5, de la Carta se desprende 
que los órganos jurisdiccionales no pueden conferir 
derechos subjetivos sobre la base de los principios de 
la Carta (véase el capítulo 1 del manual de la FRA). Sin 
embargo, este estudio de caso se refiere a un derecho 
de la Carta: el artículo 21.
Esta cuestión se refiere a un tipo específico de efecto 
directo del principio de no discriminación.
Respuesta correcta

El tribunal debería inaplicar la disposición nacional, y 
la Sra. Sánchez simplemente debe ser tratada por los 
tribunales nacionales como si fuera un hombre de la 
misma edad cuando las autoridades nacionales con-
sideren si puede optar a la ayuda para la jubilación 
anticipada (véase Soukupová, apartado 35).

Explicación

Con arreglo a la jurisprudencia reiterada del TJUE, 
mientras las medidas de restablecimiento de la igual-
dad de trato no hayan sido adoptadas por el legislador 
nacional, el respeto de la igualdad de trato solo puede 
garantizarse otorgando a las personas pertenecientes 
a la categoría desfavorecida las mismas ventajas que 
a las pertenecientes a la categoría favorecida. Por lo 
tanto, la persona desfavorecida debe colocarse en la 
misma posición que la persona que disfruta de la ven-
taja en cuestión.

Lecturas recomendadas

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4 y 
7 del manual de la FRA.

Capítulo 3.3.3 del Manual de legislación europea contra 
la discriminación – Edición de 2018 de la FRA.

TEDH, Andrle contra República Checa, n.º 6268/08, 20 
de junio de 2011.
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Material para los participantes

Hechos del caso

La Sra. Dimitrov regenta, como empresaria autónoma, 
una tienda de alimentación en un barrio habitado prin-
cipalmente por personas de origen romaní. La Sra. Di-
mitrov es de origen étnico búlgaro; no se define como 
de origen romaní y no debe considerarse como tal. 
La distribuidora de electricidad, ELECTRA, instaló los 
contadores eléctricos para todos los consumidores de 
ese barrio en los pilones de hormigón que forman par-
te de la red aérea de suministro eléctrico, a una altura 
de entre seis y siete metros, mientras que en el resto 
de barrios los contadores instalados por ELECTRA se 
colocan a una altura de 1,70 metros, generalmente 
en el inmueble del consumidor, en su fachada o en la 
pared que lo rodea. La Sra. Dimitrov denunció que no 
podía comprobar su contador eléctrico para controlar 
su consumo y asegurarse de que las facturas que se 
le enviaban, en las que a su juicio le cobraban de más, 
eran correctas. Según ELECTRA, las razones de esta 
práctica son evitar la manipulación de los contadores 
de electricidad y la conexión ilícita a la red eléctrica, 
que aparentemente son especialmente comunes en 
los «barrios romaníes». ELECTRA afirmó que, en su 
opinión, los daños y las conexiones ilícitas son per-
petrados principalmente personas de origen romaní. 
ELECTRA se niega a aportar pruebas de los supues-
tos daños, manipulación de contadores y conexiones 
ilícitas, afirmando que son actos de notoriedad públi-
ca. La práctica en cuestión se lleva a cabo en todo 
el barrio, en el que viven principalmente, aunque no 
exclusivamente, personas de origen romaní. Se aplica 
a todos los habitantes del barrio, independientemente 
de si sus contadores individuales han sido o no mani-
pulados o han dado lugar a conexiones ilícitas y de la 
identidad de los autores de tales conductas. Este pro-
cedimiento lleva instaurado casi 25 años. Otras em-
presas de distribución eléctrica han renunciado a la 
práctica en cuestión, prefiriendo utilizar otras técnicas 
para combatir los daños y las manipulaciones, y han 

reinstalado los contadores eléctricos de los barrios 
afectados a una altura normal.

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (la Carta)

El artículo 21, «no discriminación», establece:

«1. Se prohíbe toda discriminación, y en par-
ticular la ejercida por razón de […] orígenes 
 
étnicos o sociales […]».

Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (TJUE), el concepto de etnia, que tiene 
su origen en la idea de grupos sociales marcados en 
particular por la nacionalidad común, la fe religiosa, 
el idioma, los orígenes culturales y tradicionales y los 
antecedentes, se aplica a la comunidad romaní.

Directiva 2000/43/CE, de 29 de junio de 2000, 
relativa a la aplicación del principio de igual-
dad de trato de las personas independiente-
mente de su origen racial o étnico23 

Tal como se establece en el artículo  1, esta directi-
va tiene por objeto establecer un marco para luchar 
contra la discriminación por motivos de origen racial o 
étnico, con vistas a la aplicación del principio de igual-
dad de trato en los Estados miembros de la UE.

23 DO 2000 L 180, p. 22.

ESTUDIO DE CASO 4: INSTALACIÓN DE 
CONTADORES ELÉCTRICOS EN BARRIOS 
ROMANÍES 
NO DISCRIMINACIÓN
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El artículo  2, titulado «Concepto de discriminación», 
establece:

«1. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por 
«principio de igualdad de trato» la ausencia de toda dis-
criminación, tanto directa como indirecta, basada en el 
origen racial o étnico.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1:

(a) existirá discriminación directa cuando, por mo-
tivos de origen racial o étnico, una persona sea 
tratada de manera menos favorable de lo que sea, 
haya sido o vaya a ser tratada otra en situación 
comparable;

(b) existirá discriminación indirecta cuando una 
disposición, criterio o práctica aparentemente 
neutros sitúe a personas de un origen racial o 
étnico concreto en desventaja particular con 
respecto a otras personas, salvo que dicha dispo-
sición, criterio o práctica pueda justificarse obje-
tivamente con una finalidad legítima y salvo que 
los medios para la consecución de esta finalidad 
sean adecuados y necesarios.

3. El acoso constituirá discriminación a efectos de lo 
dispuesto en el apartado 1 cuando se produzca un com-
portamiento no deseado relacionado con el origen racial 
o étnico que tenga como objetivo o consecuencia aten-
tar contra la dignidad de la persona y crear un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante, humillante, u ofensivo 
[...]».

El artículo 3, titulado «Ámbito de aplicación», estable-
ce en el apartado 1, letra h):

«Dentro de los límites de las competencias atribuidas a 
la Comunidad la presente Directiva se aplicará a todas 
las personas […] en relación con:

(h) el acceso a bienes y servicios disponibles para el 
público y la oferta de los mismos, incluida la vivienda».

De la jurisprudencia del TJUE se desprende que el su-
ministro de electricidad está contemplado en el artí-
culo 3, apartado 1, letra h), de la Directiva 2000/43/
CE, y que esta disposición debe interpretarse en el 
sentido de que la instalación de un contador eléctrico 
en el inmueble del consumidor final, que constituye un 
complemento indisociable de dicho suministro, entra 
dentro del ámbito de aplicación de la Directiva y está 
sujeta al respeto del principio de igualdad de trato que 
establece la Directiva.

¿Qué disposiciones de la legislación 
nacional resultan de aplicación?

Ley sobre la energía

El artículo 3 establece que:

«la regulación de las actividades en el ámbito de la 

energía [...] corresponde a la Comisión nacional de los 
mercados de la energía y del agua [...] organismo estatal 
especializado e independiente».

El artículo 92 establece lo siguiente:

«Las condiciones generales serán aplicables al cliente 
final incluso sin aceptación expresa escrita».

El artículo 110 establece lo siguiente:

«1. Se procederá al registro de la energía eléctrica sumi-
nistrada al cliente final mediante instrumentos de medi-
ción comercial pertenecientes al operador de la red de 
transporte o de distribución de electricidad […].

3. El operador de la red de transporte o de distribución 
de electricidad determinará el tipo, número y emplaza-
miento de los instrumentos y del material de medición 
[…]».

Condiciones generales de ELECTRA

Las condiciones generales de ELECTRA, aprobadas 
por la Comisión nacional de los mercados de la ener-
gía y del agua, establecen en su artículo 23:

«1. Los instrumentos de medición comercial [...] se ins-
talarán de tal manera que el cliente pueda observar vi-
sualmente sus indicaciones.

2. Cuando para asegurar la vida y la salud de los ciu-
dadanos, la propiedad, la calidad de la electricidad, la 
continuidad del suministro y la seguridad y la fiabilidad 
del sistema de suministro de energía, los instrumentos 
de medición comercial se instalen en lugares de difícil 
acceso, la compañía de distribución de electricidad es-
tará obligada a garantizar, a su costa, que sea posible 
la observación visual en el plazo de tres días desde la 
solicitud por escrito del consumidor interesado».

En cuanto a la posibilidad de realizar una comproba-
ción visual, las condiciones generales de ELECTRA 
establecen que enviará un vehículo equipado con una 
plataforma elevadora que permita a sus empleados 
leer contadores eléctricos en una posición elevada y 
transmitir esa información al cliente. Además, sigue 
existiendo la posibilidad de que el cliente pague por 
tener instalado en su vivienda un segundo contador, 
un contador «de control».
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Preguntas

Responda a la pregunta 1 antes de pasar a las siguientes.

Pregunta 1: ¿Es aplicable la Carta en la situación en cuestión?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos fundamentales que, en principio, siempre se aplica, como es el caso del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH).

b.	 No, porque la legislación nacional pertinente no tenía por objeto transponer la Directiva 2000/43/CE a la legis-
lación nacional.

c.	 No, la Carta no se aplica a las situaciones que se circunscriben en todos los aspectos a un único Estado miem-
bro.

d.	 Sí, porque la situación entra dentro del ámbito de aplicación de la Directiva 2000/43/CE.

Notas

En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2: ¿Puede la Sra. Dimitrov basarse en el principio de no discriminación por motivos de 
origen étnico, aunque no sea de origen romaní?

Notas
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Pregunta 3: ¿Hay asuntos en este caso que apunten a evaluar el trato diferenciado como discri-
minación «directa» por motivos de origen étnico?

Notas

Pregunta 4: Suponiendo que el procedimiento se considere una discriminación «indirecta», ¿se-
ría justificable por el hecho de que el objetivo es tanto prevenir el fraude y el abuso como prote-
ger a las personas frente a los riesgos para su vida y su salud derivados de tales conductas, así 
como garantizar la calidad y la seguridad de la distribución de electricidad en interés de todos 
los usuarios?

a.	 ¿Considera legítimos estos objetivos?
b.	 ¿Cómo evaluaría la disposición en virtud del principio de proporcionalidad?

Notas

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
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fiere explícitamente al artículo  51, apartado  1, de la 
Carta; sin embargo, se explica en los apartados 38 a 
44 que la situación en cuestión entra dentro del ámbi-
to de aplicación de la Directiva 2000/43/CE).

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
se aplica a todas las medidas nacionales de aplica-
ción del Derecho de la Unión. Según la jurisprudencia 
del TJUE, la expresión «aplicar el Derecho de la Unión» 
tiene un significado amplio que abarca todos los tipos 
de ejecución y aplicación del Derecho de la Unión por 
los Estados miembros. Significa lo mismo que «ac-
tuar dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión» y cubre todas las situaciones regidas por el 
Derecho de la Unión.

Las medidas nacionales que entran dentro del ámbito 
de aplicación material, personal y temporal de actos 
jurídicos de la Unión se consideran medidas de aplica-
ción en el sentido del artículo 51, aunque su objetivo 
no fuera aplicar la legislación (por eso la opción b no 
es correcta). Se ha de reseñar que la legislación de 
que se trate debe entrar realmente dentro del ámbito 
de aplicación de determinado acto jurídico de la Unión, 
ya sea en razón del ámbito de aplicación personal (¿a 
quién se aplica?), ya sea por el ámbito de aplicación 
sustancial (¿qué situaciones quedan cubiertas?) o por 
el temporal. La mera interacción de la materia regu-
lada por la legislación nacional con un acto jurídico 
de la Unión no basta para integrar dicha legislación 
nacional dentro del ámbito de aplicación del Derecho 
de la Unión (véase la situación B.1 del capítulo 7 del 
manual de la FRA).

La opción a no es correcta (véanse las observaciones 
preliminares).

La opción c no es correcta. De acuerdo con la juris-
prudencia consolidada, las disposiciones del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea relativas a 
las libertades de circulación no se aplican a las situa-
ciones circunscritas en todos los aspectos a un úni-
co Estado miembro. Sin embargo, esto no se aplica 
a la Carta. La Carta puede aplicarse en situaciones 
sin elementos transfronterizos, por ejemplo cuando 
se refiere a un Derecho de la Unión que armoniza un 
ámbito específico del Derecho en todos los Estados 
miembros. En consecuencia, se aplican las normas 
contenidas en el Derecho de la Unión en cuestión, con 
independencia del carácter puramente interno de la 
situación en cuestión en el procedimiento principal.24

Pregunta 2: ¿Puede la Sra. Dimitrov basarse 
en el principio de no discriminación por mo-
tivos de origen étnico, aunque no sea de ori-
gen romaní?

24 TJUE, C-483/16, Sziber, ECLI:EU:C:2018:367, 31 de mayo de 
2018, apdos. 56-59.

Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

Este asunto se basa en TJUE, C-83/14, CHEZ, ECLI:EU-
:C:2015:480, 16 de julio de 2015.

Preguntas y respuestas

Pregunta 1: ¿Es aplicable la Carta en la situa-
ción en cuestión?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos funda-
mentales que, en principio, siempre se aplica, 
como es el caso del CEDH.

b.	 No, porque la legislación nacional pertinente no 
tenía por objeto transponer la Directiva 2000/43/
CE a la legislación nacional.

c.	 No, la Carta no se aplica a las situaciones que se 
circunscriben en todos los aspectos a un único 
Estado miembro.

d.	 Sí, porque la situación entra dentro del ámbito 
de aplicación de la Directiva 2000/43/CE.

Observaciones preliminares

Es importante iniciar el análisis de un asunto relativo 
a la Carta comprobando, sobre la base del artículo 51, 
apartado 1, si esta es de aplicación. Los comentarios 
en respuesta a esta pregunta podrían centrarse en 
las razones para llevar a cabo de manera coherente 
este importante paso preliminar (véase el capítulo 3 
del manual de la FRA). Además, podría consultarse el 
capítulo 7 de dicho manual, en el que figura una lista 
de comprobación para la aplicación del apartado 1 del 
artículo 51 de la Carta.

Es muy importante recordar que los derechos funda-
mentales de la UE se aplican a los Estados miembros 
únicamente en situaciones que entran dentro del ám-
bito de aplicación del Derecho de la Unión. Se trata de 
una diferencia importante con respecto al CEDH, que 
se aplica, en principio, en todos los casos. A la hora 
de aplicar la Carta, es necesario comprobar sobre la 
base del artículo 51, apartado 1, de la misma: ¿se tra-
ta de una situación puramente nacional en la que la 
Carta no desempeña ningún papel, o entra dentro del 
ámbito de aplicación del Derecho de la Unión, en cuyo 
caso se aplica? El sistema del artículo 51, apartado 1, 
se refiere esencialmente a esto: la aplicación de los 
derechos fundamentales de la Unión va de la mano de 
la aplicación de otras disposiciones del Derecho de la 
Unión. También es importante recordar que la aplica-
ción de la Carta está siempre vinculada a la aplicación 
de otras disposiciones del Derecho de la Unión.

Respuesta correcta

La opción d es la respuesta correcta (CHEZ no se re-
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pruebas de que el tratamiento se debió al motivo pro-
tegido.

Las cuestiones que pueden tenerse en cuenta a este 
respecto son las siguientes:

•	 Es un hecho asentado y no impugnado por ELEC-
TRA que la empresa ha establecido la práctica en 
cuestión solo en barrios en los que la mayoría de 
la población es de origen romaní.

•	 ELECTRA afirmó que, en su opinión, los daños y 
las conexiones ilícitas son perpetrados principal-
mente por personas de origen romaní. De hecho, 
tales afirmaciones podrían indicar que la prácti-
ca en cuestión se basa en estereotipos étnicos o 
prejuicios, combinando así motivos raciales con 
otros motivos.

•	 ELECTRA no aportó pruebas de los presuntos da-
ños, manipulación de contadores y conexiones 
ilícitas, afirmando que estas cuestiones son ac-
tos de notoriedad pública.

•	 La práctica en cuestión es obligatoria, generaliza-
da y duradera, y:

•	 se ha ampliado sin distinción a todos los 
habitantes del barrio, independientemente 
de que sus contadores individuales hayan 
sido manipulados o hayan dado lugar a co-
nexiones ilícitas independientemente de la 
identidad de los autores de tales conduc-
tas;

•	 sigue vigente casi un cuarto de siglo des-
pués de su introducción, lo que indica que 
se considera que los habitantes de este ba-
rrio, en el que viven principalmente perso-
nas de origen romaní, son, en su conjunto, 
posibles autores de tales conductas ilícitas.

Si el órgano jurisdiccional nacional concluyera que 
existe una presunción de discriminación, la aplicación 
efectiva del principio de igualdad de trato exigiría que 
la carga de la prueba recayera en los demandados, 
que deben demostrar que no se ha producido una vul-
neración de dicho principio.

Evaluar si se ha producido una vulneración del princi-
pio de igualdad de trato exige determinar si las situa-
ciones eran comparables. Deben tenerse en cuenta 
todos los elementos que caracterizan las situaciones. 
En el caso en cuestión, en principio, se han de consi-
derar todos los consumidores finales de electricidad 
suministrados por el mismo distribuidor en una zona 
urbana, con independencia del barrio en el que resi-
dan, en una situación comparable en lo que respecta 
a la instalación de un contador eléctrico destinado a 

Observaciones preliminares

Esta cuestión se refiere a lo que en la doctrina jurí-
dica (y en las conclusiones del Abogado General) se 
denomina «discriminación por asociación» (véase el 
capítulo 2.1.4 del Manual de legislación europea contra 
la discriminación de la FRA).
El TJUE ya había reconocido el concepto en Coleman 
(TJUE, C-303/06, Coleman, ECLI:EU:C:2008:415, 17 de 
julio de 2008). Coleman se refería a una madre que es-
taba siendo discriminada por tener un hijo con disca-
pacidades. En CHEZ, la demandante no tenía ninguna 
relación personal con la persona que poseía la carac-
terística protegida.

Respuesta correcta

Sí (véase CHEZ, apartados 51-60).

Explicación

El principio de no discriminación se aplica no a una 
categoría particular de personas sino con respecto a 
motivos específicos. Este principio también pretende 
beneficiar a las personas que, aunque no sean miem-
bros de la raza o grupo étnico en cuestión, sufren un 
trato menos favorable o una desventaja particular en 
relación con uno de los motivos.

Aunque la Sra.  Dimitrov no es de origen romaní, lo 
cierto es que el origen romaní —en este caso el de la 
mayoría de los demás habitantes del barrio en el que 
tiene su negocio— es el factor por el que considera 
que ha sufrido un trato menos favorable o una des-
ventaja particular.

Pregunta 3: ¿Hay aspectos en este caso que 
apunten a evaluar el trato diferenciado como 
una discriminación «directa» por motivos de 
origen étnico?

Observación preliminar

Se produce discriminación directa cuando el trato es 
menos favorable por el motivo protegido. La discri-
minación indirecta se produce cuando el tratamiento 
tiene el efecto de colocar a las personas en cuestión 
en una posición desfavorecida.

Respuesta correcta

Sí (véase CHEZ, apartados 70-91).

Explicación

Una diferencia de trato por motivos relacionados con 
el origen racial o étnico debe clasificarse como «dis-
criminación directa».

Corresponde a los órganos jurisdiccionales nacio-
nales u otros organismos competentes evaluar, con 
arreglo a las normas del Derecho o los usos naciona-
les, los hechos de los que puede presumirse que ha 
habido discriminación directa. Debe haber suficientes 
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medir su consumo y a permitirles controlar su evolu-
ción.

Pregunta 4: Suponiendo que el procedimien-
to se considere una discriminación «indirec-
ta», ¿sería justificable por el hecho de que el 
objetivo es tanto prevenir el fraude y el abu-
so como proteger a las personas frente a los 
riesgos para su vida y su salud derivados de 
tales conductas, así como garantizar la cali-
dad y la seguridad de la distribución de elec-
tricidad en interés de todos los usuarios?

Observación preliminar

La discriminación indirecta está prohibida, a menos 
que esté objetivamente justificada por un fin legítimo 
y que los medios para alcanzarlo sean adecuados 
y necesarios. El concepto de justificación objetiva 
debe interpretarse estrictamente (véase CHEZ, apar-
tados 112-113).

Respuesta correcta

No (véase CHEZ, apartados 114-128).

Explicación

a. ¿Objetivo legítimo?

Estos objetivos constituyen fines legítimos recono-
cidos por el Derecho de la Unión. Sin embargo, dado 
que ELECTRA se basa, con el fin de justificar la prác-
tica en cuestión, en los numerosos casos de daños 
y las numerosas conexiones ilícitas a los contadores 
de electricidad que supuestamente se produjeron en 
el pasado en el barrio en cuestión, y en el riesgo de 
que tales conductas continúen en el futuro, la empre-
sa tiene la obligación, como mínimo, de establecer 
objetivamente i) la existencia real y el alcance de di-
cha conducta ilícita y ii), a la luz del hecho de que han 
transcurrido 25 años, las razones precisas por las que 
actualmente existe un riesgo importante en el barrio 
en cuestión de que se sigan produciendo tales daños 
y conexiones ilícitas a los contadores. Para cumplir 
las obligaciones en materia de carga de la prueba que 
soporta en este sentido, CHEZ RB no puede limitarse 
a sostener que dichas conductas y riesgos son «actos 
de notoriedad pública».

b. ¿Adecuado y necesario?

Asimismo, ELECTRA debe establecer que la práctica 
constituye un medio adecuado y necesario para al-
canzar estos objetivos.

•	 Las condiciones relativas a la idoneidad de la 
práctica con el fin de perseguir los fines legítimos 
invocados parecen satisfactorias.

•	 El hecho de que otras empresas de distribución 
de electricidad hayan renunciado a tal medida 
y prefieran utilizar otras técnicas para combatir 
daños y manipulaciones, plantea dudas respecto 
a la necesidad. Parecen existir medidas adecua-
das y menos restrictivas para alcanzar los objeti-
vos invocados por ELECTRA.

Aun suponiendo que no pueda identificarse ninguna 
otra medida tan eficaz como la práctica en cuestión, 
esta no puede justificarse, ya que las desventajas cau-
sadas por la práctica parecen desproporcionadas con 
respecto a los objetivos perseguidos. En este sentido, 
son relevantes las siguientes circunstancias:

•	 el interés legítimo de los consumidores finales 
de electricidad en tener acceso al suministro de 
electricidad en condiciones que no tengan un 
efecto ofensivo o estigmatizador;

•	 el carácter vinculante, generalizado y duradero 
de la práctica controvertida, de la que consta que 
se impone indistinta y permanentemente a todos 
los habitantes del barrio afectado, aunque no sea 
imputable a la mayoría de ellos ninguna conduc-
ta individual ilícita ni tampoco se les pueda con-
siderar responsables de tales actos cometidos 
por terceros;

•	 el interés legítimo de los consumidores finales 
que viven en el barrio en cuestión de poder com-
probar y controlar su consumo de electricidad 
con eficacia y regularidad.

Lecturas recomendadas

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4 y 
7 del manual de la FRA.

Capítulo 3.3.3 del Manual de legislación europea contra 
la discriminación – Edición de 2018 de la FRA.

Benedi Lahuerta, S. (2016), «Ethnic discrimination, 
discrimination by association and the Roma commu-
nity: CHEZ», Common Market Law Review, vol. 53, n.º 3, 
pp. 797-817.
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Material para los participantes

Hechos del caso

En abril de 2015, el Sr. Okorie, un nacional nigeriano, 
presentó una solicitud de asilo en un Estado miem-
bro de la UE. En apoyo a su solicitud, alegó que te-
nía fundados temores a ser perseguido en su país de 
origen por razón de su homosexualidad. Mediante 
resolución de 1 de octubre de 2015, las autoridades 
de inmigración nacionales denegaron la solicitud de 
asilo del Sr. Okorie. A este respecto, consideraron que 
sus declaraciones no adolecían de contradicciones 
sustanciales; sin embargo, descartó su credibilidad 
sobre la base de un informe pericial de un psicólogo. 
Este análisis consistió en un examen exploratorio, 
un examen de personalidad y varios tests de perso-
nalidad. El psicólogo concluyó que los resultados de 
los exámenes no corroboraban las afirmaciones del 
Sr. Okorie relativas a su orientación sexual.

El Sr. Okorie impugnó la decisión ante el órgano juris-
diccional administrativo nacional, alegando, en parti-
cular, que los tests psicológicos a los que se le había 
sometido vulneraban gravemente sus derechos fun-
damentales en virtud del artículo 1 (dignidad humana) 
y el artículo 7 (respeto de la vida privada y familiar) de 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (la Carta) y no eran adecuados para acredi-
tar su orientación sexual. La autoridad de inmigración 
nacional se opuso a una vulneración de derechos fun-
damentales, indicando que las pruebas son necesa-
rias para confirmar la orientación sexual y no implican 
ningún reconocimiento físico ni la obligación de ver 
fotografías o vídeos pornográficos. Por añadidura, el 
Sr. Okorie aceptó someterse al test.

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

Carta

Artículo 1. Dignidad humana

«La dignidad humana es inviolable. Será respetada y 
protegida».

Artículo 7. Derecho al respeto a la vida privada y fa-
miliar

«Toda persona tiene derecho al respeto de su vida priva-
da y familiar, de su domicilio y de sus comunicaciones».

Artículo 47. Derecho a la tutela judicial efectiva y a un 
juez imparcial

«Toda persona cuyos derechos y libertades garantiza-
dos por el Derecho de la Unión hayan sido violados tiene 
derecho a la tutela judicial efectiva respetando las con-
diciones establecidas en el presente artículo.

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída 
equitativa y públicamente y dentro de un plazo razona-
ble por un juez independiente e imparcial, establecido 
previamente por la ley. Toda persona podrá hacerse 
aconsejar, defender y representar.

Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dis-
pongan de recursos suficientes siempre y cuando dicha 
asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad 
del acceso a la justicia».

ESTUDIO DE CASO 5: USO DE PRUEBAS 
PSICOLÓGICAS PARA CONFIRMAR LA 
ORIENTACIÓN SEXUAL
ASILO Y MIGRACIÓN
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(b) las declaraciones y la documentación perti-
nentes presentadas por el solicitante, incluida la 
información sobre si el solicitante ha sufrido o 
puede sufrir persecución o daños graves;

(c) la situación particular y las circunstancias per-
sonales del solicitante, incluidos factores tales 
como su pasado, sexo y edad, con el fin de evaluar 
si, dadas las circunstancias personales del solici-
tante, los actos a los cuales se haya visto o podría 
verse expuesto puedan constituir persecución o 
daños graves;

(d) si las actividades en que haya participado el 
solicitante desde que dejó su país de origen obe-
decieron al único o principal propósito de crear 
las condiciones necesarias para presentar una 
solicitud de protección internacional, con el fin 
de evaluar si tales actividades expondrán al soli-
citante a persecución o daños graves en caso de 
que volviera a dicho país;

(e) si sería razonable esperar que el solicitante se 
acogiese a la protección de otro país del que pu-
diese reclamar la ciudadanía».

De la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (TJUE) se desprende que el artículo 4 
de la Directiva 2011/95/UE no impide a las autorida-
des de inmigración nacionales ordenar la obtención 
de un informe pericial en el contexto de la evaluación 
de los hechos y las circunstancias relativos a la orien-
tación sexual declarada por un solicitante.

Directiva relativa a los requisitos de reconocimien-
to 2011/95/UE25 

El artículo 4 establece que:

«1. Los Estados miembros podrán considerar que es 
obligación del solicitante presentar lo antes posible to-
dos los elementos necesarios para fundamentar su so-
licitud de protección internacional. Los Estados miem-
bros tendrán el deber de valorar, con la cooperación del 
solicitante, los elementos pertinentes de la solicitud.

2. Los elementos mencionados en el apartado 1 consis-
tirán en las declaraciones del solicitante y en toda la do-
cumentación de la que disponga sobre su edad, pasado, 
incluido el de parientes relacionados, identidad, nacio-
nalidad(es) y lugares de anterior residencia, solicitudes 
de asilo previas, itinerarios de viaje, documentos de viaje 
y motivos por los que solicita protección internacional.

3. La evaluación de una solicitud de protección interna-
cional se efectuará de manera individual e implicará que 
se tengan en cuenta:

(a) todos los hechos pertinentes relativos al país 
de origen en el momento de resolver sobre la soli-
citud, incluidas la legislación y la reglamentación 
del país de origen y el modo en que se aplican;

25 Directiva 2011/95/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 13 de diciembre de 2011, por la que se establecen normas 
relativas a los requisitos para el reconocimiento de nacionales 
de terceros países o apátridas como beneficiarios de protección 
internacional, a un estatuto uniforme para los refugiados o para 
las personas con derecho a protección subsidiaria y al contenido 
de la protección concedida, DO 2011 L 337, p. 9.

Preguntas

Responda a la pregunta 1 antes de pasar a las siguientes.

Pregunta 1: El Sr. Okorie alega que determinados aspectos del procedimiento ante el órgano ju-
risdiccional nacional vulneran el artículo 47 de la Carta (tutela judicial efectiva). ¿Es aplicable del 
artículo 47 de la Carta al procedimiento ante el tribunal administrativo nacional?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos fundamentales que, en principio, siempre se aplica, como es el caso del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH).

b.	 Sí, porque el procedimiento ante el órgano jurisdiccional nacional atañe a la aplicación de la Directiva 2011/95/
UE.

c.	 No, los métodos de evaluación de las autoridades de inmigración no entran dentro del ámbito del Derecho de 
la UE, ya que la Directiva 2011/95/UE no armoniza el Derecho probatorio nacional.

d.	 No, este es un asunto de asilo y el artículo 47 de la Carta garantiza el derecho a la tutela judicial efectiva solo 
en demandas civiles y en el contexto de un enjuiciamiento penal.
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En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2: Comente, con arreglo a las disposiciones pertinentes de la Carta, si la interpretación 
de los artículos 1 y 7 de la Carta deber cumplir con la mismas normas que las dispuestas por el 
CEDH y la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH).

Pregunta 3: ¿Es compatible con la Carta utilizar el informe pericial de un psicólogo basado en 
tests proyectivos de la personalidad para ponderar la veracidad de una afirmación realizada por 
un solicitante de protección internacional relativa a su orientación sexual? Especifique las dis-
posiciones de la Carta pertinentes para esta cuestión y los factores pertinentes que se han de 
tener en cuenta.

Notas

Notas

Notas

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter


44

tículo 51, apartado 1, se refiere esencialmente a esto: 
la aplicación de los derechos fundamentales de la 
Unión va de la mano de la aplicación de otras disposi-
ciones del Derecho de la Unión. También es importan-
te recordar que la aplicación de la Carta está siempre 
vinculada a la aplicación de otras disposiciones del 
Derecho de la Unión.

Esta cuestión, como tal, no es explícita en F. y el ar-
tículo  47 de la Carta no desempeña una función en 
ese asunto.

Respuesta correcta

La opción b es la respuesta correcta (véase la situa-
ción A.3 del capítulo 7 del manual de la FRA).

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
se aplica a todas las medidas nacionales de aplica-
ción del Derecho de la Unión. De conformidad con la 
jurisprudencia del TJUE «aplicación del Derecho de la 
Unión» tiene un amplio significado que abarca todos 
los tipos de ejecución y aplicación del Derecho de la 
Unión por los Estados miembros. Significa lo mismo 
que «actuar dentro del ámbito de aplicación del Dere-
cho de la Unión» y cubre todas las situaciones regula-
das por el Derecho de la Unión.

En este caso, la aplicación de la Carta está relaciona-
da con el artículo 4 de la Directiva 2011/95/UE, que 
atañe a la obligación de los Estados miembros de eva-
luar los elementos pertinentes de la aplicación para la 
protección internacional.

La opción c no es correcta. El ejercicio por parte de 
los Estados miembros de dicha discrecionalidad equi-
vale, en principio, a una «aplicación del Derecho de la 
Unión», con independencia de si concierne a un ejer-
cicio obligatorio u opcional de poderes discrecionales 
(véase la situación A.3 del Manual de la FRA). Ese es 
el motivo por el que la opción c no es correcta. Por 
añadidura, se puede hacer referencia a la situación 
A.4 del capítulo 7 del Manual de la FRA: las medidas 
que entran dentro de la autonomía procesal de los 
Estados miembros equivalen a una aplicación en el 
sentido del artículo 51, apartado 1, de la Carta.

La opción a no es correcta (véanse las observaciones 
preliminares).

La opción d no es correcta. Un importante valor aña-
dido del artículo 47 de la Carta, en comparación con 
el artículo 6 del CEDH, es que su ámbito de aplicación 
no se limita a las demandas civiles y el enjuiciamiento 
penal. Así pues, se aplica a litigios en otros ámbitos, 
como el asilo y la migración y la tributación (véanse 
las explicaciones sobre el artículo 47 y el artículo 52, 
apartado 3, de la Carta).

Pregunta 2. Comente, con arreglo a las dis-
posiciones pertinentes de la Carta, si el CEDH 
y la jurisprudencia del TEDH son pertinentes 
para la interpretación de los artículos  1 y 7 
de la Carta.

Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

Este estudio de caso se basa en TJUE, C-473/16, F., 
ECLI:EU:C:2018:36, 25 de enero de 2018.

El estudio de caso solo atañe a la primera cuestión 
(véase F., apartados  47-71) del informe pericial del 
psicólogo. El hecho de que los Gobiernos francés y 
neerlandés, así como la Comisión, cuestionaran enér-
gicamente la fiabilidad del informe pericial en cues-
tión se ha dejado fuera del estudio de caso (véase F., 
apartado 58).

Preguntas y respuestas

Pregunta 1. ¿Es aplicable del artículo 47 de la 
Carta al procedimiento ante el tribunal admi-
nistrativo nacional?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos funda-
mentales que, en principio, siempre se aplica, 
como es el caso del CEDH.

b.	 Sí, porque el procedimiento ante el órgano ju-
risdiccional nacional atañe a la aplicación de la 
Directiva 2011/95/UE.

c.	 No, los métodos de evaluación de las autorida-
des de inmigración no entran dentro del ámbito 
del Derecho de la UE, ya que la Directiva 2011/95/
UE no armoniza el Derecho probatorio nacional.

d.	 No, este es un asunto de asilo y el artículo 47 de 
la Carta garantiza el derecho a la tutela judicial 
efectiva solo en demandas civiles y en el contex-
to de un enjuiciamiento penal.

Observaciones preliminares

Es importante iniciar el análisis de un asunto relativo 
a la Carta comprobando, sobre la base del artículo 51, 
apartado 1, si esta es de aplicación. Los comentarios 
en respuesta a esta pregunta podrían centrarse en 
las razones para llevar a cabo de manera coherente 
este importante paso preliminar (véase el capítulo 3 
del manual de la FRA). Además, podría consultarse el 
capítulo 7 de dicho manual, en el que figura una lista 
de comprobación para la aplicación del apartado 1 del 
artículo 51 de la Carta.

Es sumamente importante recordar que los derechos 
fundamentales de la UE se aplican solo en situacio-
nes comprendidas dentro del ámbito del Derecho de 
la Unión. Se trata de una diferencia importante con 
respecto al CEDH, que se aplica, en principio, en todos 
los casos. A la hora de aplicar la Carta, es necesario 
comprobar sobre la base del artículo 51, apartado 1, 
de la misma: ¿se trata de una situación puramente na-
cional en la que la Carta no desempeña ningún papel, 
o entra dentro del ámbito de aplicación del Derecho 
de la Unión, en cuyo caso se aplica? El sistema del ar-
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2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública 
en el ejercicio de este derecho sino en tanto en cuanto 
esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una 
medida que, en una sociedad democrática, sea necesa-
ria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el 
bienestar económico del país, la defensa del orden y la 
prevención de las infracciones penales, la protección de 
la salud o de la moral, o la protección de los derechos y 
las libertades de los demás».

Explicación relativa al artículo 52 — Alcance e inter-
pretación de los derechos y principios

«artículos  de la Carta cuyo sentido y alcance son los 
mismos que los de los artículos  correspondientes del 
CEDH: […]

El artículo 7 se corresponde con el artículo 8 del CEDH».

Pregunta 3: ¿Es compatible con la Carta uti-
lizar el informe pericial de un psicólogo ba-
sado en tests proyectivos de la personalidad 
para ponderar la veracidad de una afirmación 
realizada por un solicitante de protección in-
ternacional relativa a su orientación sexual?

Observaciones preliminares

El capítulo 8 del Manual de la FRA ofrece un marco 
estructurado para el examen de si una disposición 
nacional es compatible o no con la Carta. Para asegu-
rarse de que se han dado todos los pasos necesarios, 
resulta aconsejable utilizar esta lista de verificación. 
En este caso, la evaluación debería tener en cuenta el 
artículo 52, apartado 1, de la Carta (la cláusula general 
para las limitaciones).

Las condiciones establecidas en el artículo 52, apar-
tado 1, de la Carta son las siguientes.

•	 ¿Prevé la ley las limitaciones?

•	 ¿Se garantiza el respeto, en lo esencial, del dere-
cho fundamental de que se trate?

•	 ¿Responden las limitaciones a un fin legítimo?

•	 ¿Es adecuada la limitación para abordar el pro-
blema identificado?

•	 ¿Excede la limitación de lo necesario para lograr 
el objetivo que se persigue? ¿Existen otras medi-
das disponibles que pudieran suponer una inje-
rencia menor en los derechos fundamentales?

•	 ¿Son proporcionadas las limitaciones para el fin 
que se persigue?

En este caso, hay que poner el foco en el principio de 
proporcionalidad.

Respuesta correcta:

Sí. El CEDH y la jurisprudencia del TEDH son, en prin-
cipio, relevantes para la aplicación del artículo 7 de la 
Carta. Sin embargo, en este caso el TJUE no se refiere 
a la jurisprudencia del TEDH. Esto se debe probable-
mente a que el empleo de un informe pericial de un 
psicólogo basado en tests proyectivos de la persona-
lidad no cumple con el principio de proporcionalidad 
del artículo 52, apartado 1, de la Carta.

Explicación

El CEDH no constituye un instrumento jurídico incor-
porado formalmente al Derecho de la Unión. Sin em-
bargo, la Carta contiene derechos correspondientes a 
los garantizados por el CEDH («derechos correspon-
dientes»). En virtud del artículo 52, apartado 3, de la 
Carta, el significado y el ámbito de aplicación de di-
chos derechos correspondientes de la Carta son los 
mismos que los dispuestos por el CEDH (incluida la 
jurisprudencia del TEDH). El CEDH establece el um-
bral mínimo de protección. El Derecho de la Unión 
puede conceder una protección más extensa (véase 
la última frase del artículo 52, apartado 3, de la Carta 
y el capítulo 2 y las etapas 9 y 10 del capítulo 8 del 
Manual de la FRA).

artículo 52 de la Carta. Ámbito de aplicación e inter-
pretación de los derechos y los principios

«3. En la medida en que la presente Carta contenga de-
rechos que correspondan a derechos garantizados por 
el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, su senti-
do y alcance serán iguales a los que les confiere dicho 
Convenio. Esta disposición no obstará a que el Derecho 
de la Unión conceda una protección más extensa».

¿Cómo sé si hay derechos correspondientes 
en juego?

La respuesta puede hallarse en la explicación sobre el 
artículo 52, apartado 3, de la Carta y en la explicación 
sobre la disposición específica de la Carta en cuestión 
en «Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fun-
damentales» (disponible en EUR-LEX, en «Tratados/
Otros tratados y protocolos»; DO C 303; 14.12.2007).

Explicación relativa al artículo 7 — Respeto de la vida 
privada y familiar

«Los derechos garantizados en el artículo 7 correspon-
den a los que garantiza el artículo 8 del CEDH. A fin de 
tener en cuenta la evolución técnica, se ha sustituido la 
palabra "correspondencia" por "comunicaciones".

De conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del 
artículo 52, este derecho tiene el mismo sentido y alcan-
ce que en el artículo correspondiente del CEDH. Como 
consecuencia de ello, las limitaciones de que puede ser 
objeto legítimamente son las mismas que las toleradas 
en el marco del referido artículo 8:

«1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida pri-
vada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia.
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Además, dicho informe pericial no se puede consi-
derar esencial a efectos de confirmar las declaracio-
nes de un solicitante de protección internacional en 
relación con su orientación sexual para resolver una 
solicitud de protección internacional basada en el 
temor a ser perseguido en razón de tal orientación. 

Lecturas recomendadas

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4, 7 
y 8 del manual de la FRA.

Ferreira, N. y Venturi, D. (2018): «Testing the untes-
table: The CJEU’s decision in Case C-473/16, F V Be-
vándorlási És Állampolgársági Hivatal (28  de junio 
de 2018)», EDAL – European Database of Asylum Law, 
disponible en https://ssrn.com/abstract=3204321.

Respuesta correcta

No. Es incompatible con el artículo 7 de la Carta (véa-
se F., apartados 50-70). El TJUE no aborda el artículo 1 
de la Carta.

Explicación

El uso de un informe pericial de un psicólogo como el 
incluido en el procedimiento principal constituye una 
injerencia en el derecho de esa persona al respeto de 
su vida privada (véase F., apartado 54). La injerencia 
en la vida privada del solicitante de protección inter-
nacional que se produce con la realización y utiliza-
ción de tal informe pericial presenta, en cuanto a su 
naturaleza y objeto, una especial gravedad (véase F., 
apartado 60).

Al respecto, es relevante que el consentimiento no se 
presta necesariamente con libertad, dado que, de fac-
to, viene impuesto por la presión de las circunstancias 
en las que se encuentran los solicitantes de protec-
ción internacional (véase F., apartado 53).

Comoquiera que este asunto concierne a una injeren-
cia, se deben controlar las disposiciones expuestas 
en el artículo 52, apartado 1 (véanse las observacio-
nes preliminares).

El TJUE pasa directamente a verificar el principio de 
proporcionalidad. El factor decisivo es que el impacto 
de dicho informe pericial en la vida privada del soli-
citante parece desproporcionado en relación con el 
objetivo perseguido. A la luz de la gravedad de la inje-
rencia en el derecho a la intimidad, el test no se puede 
considerar proporcionado al beneficio que podría su-
poner para la evaluación de los hechos y las circuns-
tancias establecidos en el artículo  4 de la Directiva 
2011/95/UE. Los elementos siguientes, considerados 
en conjunto, son relevantes al respecto.

•	 La injerencia en la vida privada del solicitante de 
protección internacional que se produce con la 
realización y utilización de tal informe pericial 
presenta una especial gravedad.

•	 En concreto, dicho informe pericial se basa en el 
hecho de que la persona en cuestión se somete 
a una serie de pruebas psicológicas destinadas a 
establecer un elemento esencial de su identidad, 
que atañe a su esfera personal por estar relacio-
nado con aspectos de su vida íntima.

•	 El principio  18 de los Principios de Yogyakarta 
sobre la aplicación de la legislación internacional 
de derechos humanos en relación con la orienta-
ción sexual y la identidad de género afirma que 
ninguna persona será obligada a someterse a 
ninguna forma de exámenes psicológicos, por 
motivo de su orientación sexual o su identidad 
de género.

https://ssrn.com/abstract=3204321.
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Material para los participantes

Hechos del caso

El 15 de abril de 2009 el Sr. Madagi presentó una soli-
citud de autorización de residencia por razones sani-
tarias al amparo del Derecho nacional, motivada por el 
hecho de sufrir una enfermedad especialmente grave. 
Esa solicitud fue admitida a trámite el 4 de diciembre 
de 2009. El 6 de junio de 2011 fue denegada la solici-
tud de autorización de residencia del Sr. Madagi, por 
disponer el país de origen de este último (Nigeria) de 
una infraestructura sanitaria que permite atender a 
los enfermos afectados por su dolencia. Esa decisión, 
acompañada de una orden de salida del territorio, fue 
notificada al Sr. Madagi el 29 de junio de 2011. Esta 
decisión se debe clasificar como una «decisión de re-
torno» en el sentido del artículo  3, apartado  4, de la 
Directiva sobre retorno, 2008/115/CE. El Sr.  Madagi 
interpuso el 7 de julio de 2011 un recurso contra esta 
decisión de retorno, afirmando que en Nigeria no ha-
bía disponible un tratamiento adecuado para su dolen-
cia. En virtud de la normativa nacional pertinente, el 
Sr. Madagi carece de vía de recurso judicial para sus-
pender la ejecución de una decisión de retorno.

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea (la Carta)

artículo 19. Protección en caso de devolución, expul-
sión y extradición

«2. Nadie podrá ser devuelto, expulsado o extraditado a 
un Estado en el que corra un grave riesgo de ser someti-
do a la pena de muerte, a tortura o a otras penas o tratos 
inhumanos o degradantes.
Artículo 47. Derecho a la tutela judicial efectiva y a un 

juez imparcial

«Toda persona cuyos derechos y libertades garantiza-
dos por el Derecho de la Unión hayan sido violados tiene 
derecho a la tutela judicial efectiva respetando las con-
diciones establecidas en el presente artículo.

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída 
equitativa y públicamente y dentro de un plazo razona-
ble por un juez independiente e imparcial, establecido 
previamente por la ley. Toda persona podrá hacerse 
aconsejar, defender y representar.

Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dis-
pongan de recursos suficientes siempre y cuando dicha 
asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad 
del acceso a la justicia».

Directiva 2008/115/CE sobre retorno26  

El artículo 3, apartado 4, establece lo siguiente:

«A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:

[…]

(4) “decisión de retorno” una decisión o acto de natura-
leza administrativa o judicial por el que se declare irre-
gular la situación de un nacional de un tercer país y se 
imponga o declare una obligación de retorno».
El artículo 5 reza como sigue:

«Al aplicar la presente Directiva, los Estados miembros 
tendrán debidamente en cuenta:

26 Directiva 2008/115/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 16 de diciembre de 2008, relativa a normas y procedimientos 
comunes en los Estados miembros para el retorno de los nacio-
nales de terceros países en situación irregular, DO 2008 L 348, 
p. 98

ESTUDIO DE CASO 6 - SUSPENSIÓN DE 
UNA DECISIÓN DE RETORNO
ASILO Y MIGRACIÓN
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El artículo 14, apartado 1, reza como sigue:

«Los Estados miembros velarán, con excepción de la 
situación cubierta por los artículos 16 y 17, por que se 
tengan en cuenta, en la medida de lo posible, los siguien-
tes principios en relación con los nacionales de terceros 
países durante el plazo para la salida voluntaria conce-
dido de conformidad con el artículo 7 y durante los pe-
riodos de aplazamiento de la expulsión de conformidad 
con el artículo 9:

[…]

(b) prestación de atención sanitaria de urgencia y trata-
miento básico de enfermedades».

¿Qué disposiciones de la legislación 
nacional resultan de aplicación?

El artículo 3, apartado i), de la Ley sobre entrada, re-
sidencia, establecimiento y expulsión de nacionales 
extranjeros dispone, en su apartado 1:

«Un nacional extranjero residente en Francia que pueda 
demostrar su identidad de conformidad con el aparta-
do 2 y que sufra una dolencia que ocasione un riesgo 
real para su vida o su integridad física o un riesgo real de 
trato inhumano o degradante podrá solicitar al Ministro 
o su representante permiso para residir en Francia si en 
su país de origen o el país en que resida no existe un 
tratamiento adecuado».

[…]

(c) el estado de salud del nacional de un tercer país de 
que se trate y respetarán el principio de no devolución».

El artículo 9, titulado «Aplazamiento de la expulsión», 
dispone, en su apartado 1:

«Los Estados miembros aplazarán la expulsión:

(a) cuando esta vulnere el principio de no devolución, o

(b) fmientras se le otorgue efecto suspensivo de acuer-
do con el artículo 13, apartado 2».

En el artículo 12 se declara:

«Las decisiones de retorno y —si se dictan— las decisio-
nes de prohibición de entrada y de expulsión se dictarán 
por escrito y consignarán los fundamentos de hecho y 
de derecho, así como información sobre las vías de re-
curso de que se dispone. […]».

El artículo 13, apartados 1 y 2, reza como sigue:

«1. Se concederá al nacional de un tercer país de que 
se trate el derecho efectivo a interponer recurso contra 
las decisiones relativas al retorno o pidiendo que se re-
visen éstas, conforme a lo dispuesto en el artículo 12, 
apartado 1, ante un órgano jurisdiccional, una autoridad 
administrativa u otro órgano competente compuesto 
por miembros imparciales y con garantías de indepen-
dencia.

2. La autoridad u órgano mencionados en el apartado 1 
serán competentes para revisar las decisiones relati-
vas al retorno a que se refiere el artículo 12, apartado, 
pudiendo asimismo suspender temporalmente su eje-
cución, salvo cuando la suspensión temporal sea ya de 
aplicación en virtud de la legislación nacional».

Preguntas

Pregunta 1. ¿Se aplica el artículo 47 de la Carta a la normativa procesal nacional en relación con 
la (ausencia de) suspensión?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos fundamentales que, en principio, siempre se aplica, como es el caso del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH).

b.	 Sí, porque dicha normativa equivale a una aplicación de la Directiva 2008/115/CE.

c.	 No, porque el artículo 13, apartado 2, de la Directiva 2008/115/CE no exige que la vía de recurso dispuesta en 
el artículo 13, apartado 1, deba tener necesariamente un efecto suspensivo.

d.	 No, este es un asunto de asilo y el artículo 47 de la Carta garantiza el derecho a la tutela judicial efectiva solo 
en demandas civiles y en el contexto de un enjuiciamiento penal.
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Notas

En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2. Comente, con arreglo a las disposiciones pertinentes de la Carta, si la interpretación 
de los artículos 47 y 19 de la Carta deber cumplir con la mismas normas que las fijadas por el 
CEDH y la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH).

Pregunta 3. ¿Implican los artículos 5 y 13 de la Directiva 2008/115/CE, considerados junto con 
el artículo 19, apartado 2, y el artículo 47 de la Carta, que tiene que existir una vía de recurso con 
efectivo suspensivo respecto de una decisión de retorno cuya ejecución podría poner al nacional 
del tercer país interesado a un riesgo serio de deterioro grave e irreversible de su estado de salud?

Notas

Notas

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
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derechos fundamentales de la Unión va de la mano de 
la aplicación de otras disposiciones del Derecho de la 
Unión. También es importante recordar que la aplica-
ción de la Carta está siempre vinculada a la aplicación 
de otras disposiciones del Derecho de la Unión.

Esta pregunta como tal no es explícita en Abdida. El 
TJUE utiliza la Carta para interpretar los artículos 5 y 
13 de la Directiva 2008/115/CE.

Respuesta correcta

La opción b es la respuesta correcta (véase la situa-
ción A.3 del capítulo 7 del manual de la FRA).

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
se aplica a todas las medidas nacionales de aplica-
ción del Derecho de la Unión. Según la jurisprudencia 
del TJUE, la expresión «aplicar el Derecho de la Unión» 
tiene un significado amplio que abarca todos los tipos 
de ejecución y aplicación del Derecho de la Unión por 
los Estados miembros. Significa lo mismo que «ac-
tuar dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión» y cubre todas las situaciones regidas por el 
Derecho de la Unión.

En este caso, la aplicación de la Carta está relacio-
nada con el artículo  13, apartado  2, de la Directiva 
2008/115/CE, que otorga discrecionalidad a los Esta-
dos miembros para conceder la suspensión temporal 
de las decisiones de retorno. El ejercicio por parte 
de los Estados miembros de dicha discrecionalidad 
equivale, en principio, a una «aplicación del Derecho 
de la Unión», con independencia de si concierne a un 
ejercicio obligatorio u opcional de poderes discrecio-
nales. Podría incluso darse el caso de que el respeto 
de la Carta conlleve el ejercicio obligatorio de la dis-
crecionalidad con arreglo al Derecho de la Unión. Eso 
es exactamente lo que sucede en este asunto (otros 
ejemplos en los que la discrecionalidad se convier-
te en un deber son TJUE, C-411/10 y C-493/10, N.S., 
21  de diciembre de  2011, apartados    55, 68 y 69 y 
106-108; y TJUE, C-329/13, Stefan, 8 de mayo de 2014, 
apartado 35). Este es el motivo por el que la opción c 
no es correcta.

La opción a no es correcta (véanse las observaciones 
preliminares).

La opción d no es correcta. Un importante valor aña-
dido del artículo 47 de la Carta en comparación con 
el artículo 6 del CEDH es que su ámbito de aplicación 
no se limita a las demandas civiles y el enjuiciamiento 
penal. Así pues, se aplica a litigios en otros campos, 
como el asilo y la migración y la tributación (véanse 
las partes subrayadas de la explicación sobre la pre-
gunta 2).

Pregunta 2. Comente, con arreglo a las dis-
posiciones pertinentes de la Carta, si el CEDH 
y la jurisprudencia del TEDH son pertinentes.

Respuesta correcta:

Sí. El CEDH y la jurisprudencia del TEDH son en prin-

Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

Este caso de estudio se basa en el Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea (TJUE), C-562/13, Abdida, 
ECLI:EU:C:2014:2453, 18 de diciembre de 2014.

El caso de estudio atañe solo al efecto suspensivo de 
un recurso contra una decisión de retorno, tratado por 
el TJUE en los apartados 39-53. No abarca la cuestión 
de si existe una obligación de velar por sus necesida-
des básicas. Los hechos del caso de estudio se han 
simplificado y este aspecto se ha dejado de lado.

Preguntas y respuestas

Pregunta 1. ¿Se aplica el artículo  47 de la 
Carta a la normativa procesal nacional en re-
lación con la (ausencia de) suspensión?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos funda-
mentales que, en principio, siempre se aplica, 
como es el caso del CEDH.

b.	 Sí, porque dicha normativa equivale a una apli-
cación de la Directiva 2008/115/CE.

c.	 No, porque el artículo 13, apartado 2, de la Direc-
tiva 2008/115/CE no exige que la vía de recurso 
dispuesta en el artículo 13, apartado 1, deba te-
ner necesariamente un efecto suspensivo.

d.	 No, este es un asunto de asilo y el artículo 47 de 
la Carta garantiza el derecho a la tutela judicial 
efectiva solo en demandas civiles y en el contex-
to de un enjuiciamiento penal.

Observaciones preliminares

Es importante iniciar el análisis de un asunto relativo 
a la Carta comprobando, sobre la base del artículo 51, 
apartado 1, si esta es de aplicación. Los comentarios 
en respuesta a esta pregunta podrían centrarse en 
las razones para llevar a cabo de manera coherente 
este importante paso preliminar (véase el capítulo 3 
del manual de la FRA). Además, podría consultarse el 
capítulo 7 de dicho manual, en el que figura una lista 
de comprobación para la aplicación del apartado 1 del 
artículo 51 de la Carta.

Es sumamente importante recordar que los derechos 
fundamentales de la UE se aplican solo en situaciones 
dentro del ámbito del Derecho de la Unión. Se trata de 
una diferencia importante con respecto al CEDH, que 
se aplica, en principio, en todos los casos. A la hora 
de aplicar la Carta, es necesario comprobar sobre la 
base del artículo 51, apartado 1, de la misma: ¿se trata 
de una situación puramente nacional en cuyo caso la 
Carta no desempeña ningún papel, o entra dentro del 
ámbito de aplicación del Derecho de la Unión, en cuyo 
caso se aplica? El sistema del artículo 51, apartado 1, 
se refiere esencialmente a esto: la aplicación de los 
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cuando la violación haya sido cometida por per-
sonas que actúen en el ejercicio de sus funciones 
oficiales».

No obstante, en el Derecho de la Unión la protec-
ción es más amplia, ya que garantiza un derecho 
a un recurso efectivo ante un juez. 

[…]

El párrafo segundo corresponde al apartado 1 del 
artículo 6 del CEDH, que dice lo siguiente:

«Toda persona tiene derecho a que su causa sea 
oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo 
razonable, por un Tribunal independiente e impar-
cial, establecido por ley, que decidirá los litigios 
sobre sus derechos y obligaciones de carácter ci-
vil o sobre el fundamento de cualquier acusación 
en materia penal dirigida contra ella. La sentencia 
debe ser pronunciada públicamente, pero el acce-
so a la sala de audiencia puede ser prohibido a la 
prensa y al público durante la totalidad o parte del 
proceso en interés de la moralidad, del orden pú-
blico o de la seguridad nacional en una sociedad 
democrática, cuando los intereses de los menores 
o la protección de la vida privada de las partes en 
el proceso así lo exijan o en la medida en que sea 
considerado estrictamente necesario por el tribu-
nal, cuando en circunstancias especiales la publi-
cidad pudiera ser perjudicial para los intereses de 
la justicia».

En el Derecho de la Unión, el derecho a un tribunal no se 
aplica únicamente a litigios relativos a derechos y obli-
gaciones de carácter civil. Es una de las consecuencias 
del hecho de que la Unión sea una comunidad de Dere-
cho, tal y como lo hizo constar el Tribunal de Justicia 
en el asunto 294/83, Les Verts c. Parlamento Europeo 
(sentencia de 23 de abril de 1986, Rec. 1986, p. 1339). 
No obstante, salvo en lo referente a su ámbito de aplica-
ción, las garantías ofrecidas por el CEDH se aplican de 
manera similar en la Unión.

Por lo que se refiere al párrafo tercero, interesa 
hacer notar que, de acuerdo con la jurisprudencia 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, debe 
concederse asistencia jurídica cuando su ausen-
cia pudiera hacer ineficaz la garantía de un recur-
so efectivo (sentencia del TEDH de 9.10.1979, 
Airey, Serie A, Volumen 32, p. 11). Un sistema de 
asistencia jurídica también existe ante el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea».

Explicación relativa al artículo 52 — Alcance e inter-
pretación de los derechos y principios

«artículos de la Carta cuyo sentido y alcance son 
los mismos que los de los artículos  correspon-
dientes del CEDH:

[…]

el apartado 2 del artículo 19 corresponde al artí-
culo 3 del CEDH tal como lo interpreta el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos,

[…]

artículos cuyo sentido es el mismo que el de los 
artículos  correspondientes del CEDH, pero cuyo 

cipio pertinentes para la aplicación del artículo 47 y el 
artículo 19, apartado 2, de la Carta. El TJUE también 
se refiere a la jurisprudencia del TEDH (véase Abdida, 
apartados 47 y 51).

Explicación

El CEDH no constituye un instrumento jurídico incor-
porado formalmente al Derecho de la Unión. Sin em-
bargo, la Carta contiene derechos correspondientes a 
los garantizados por el CEDH («derechos correspon-
dientes»). En virtud del artículo 52, apartado 3, de la 
Carta, el significado y el ámbito de aplicación de di-
chos derechos correspondientes de la Carta son los 
mismos que los dispuestos por el CEDH (incluida la 
jurisprudencia del TEDH). El CEDH establece el um-
bral mínimo de protección. El Derecho de la Unión 
puede conceder una protección más extensa (véase 
el capítulo 2 y los pasos 9 y 10 del capítulo 8 del Ma-
nual de la FRA).

artículo 52 de la Carta. Ámbito de aplicación e inter-
pretación de los derechos y los principios

«3. En la medida en que la presente Carta contenga de-
rechos que correspondan a derechos garantizados por 
el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, su senti-
do y alcance serán iguales a los que les confiere dicho 
Convenio. Esta disposición no obstará a que el Derecho 
de la Unión conceda una protección más extensa».

¿Cómo sé si hay derechos correspondientes en jue-
go?

La respuesta puede hallarse en la explicación sobre el 
artículo 52, apartado 3, de la Carta y en la explicación 
sobre la disposición específica de la Carta en cuestión 
en «Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fun-
damentales» (disponible en EUR-LEX, en «Tratados/
Otros tratados y protocolos»; DO C 303; 14.12.2007).

Explicación relativa al artículo  19 — Protección en 
caso de devolución, expulsión y extradición

«[…] 

El apartado  2 incorpora la jurisprudencia perti-
nente del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
relativa al artículo 3 del CEDH (véase la sentencia 
de 17 de diciembre de 1996, Ahmed c. Austria, 
Rec. 1996-VI, p. 2206, y la sentencia Soering de 7 
de julio de 1989)».

Explicación relativa al artículo 47 — Derecho a la tute-
la judicial efectiva y a un juez imparcial

«El párrafo primero se basa en el artículo 13 del 
CEDH:

«Toda persona cuyos derechos y libertades reco-
nocidos en el presente Convenio hayan sido vio-
lados tiene derecho a la concesión de un recur-
so efectivo ante una instancia nacional, incluso 



52

Para que el recurso sea efectivo respecto de una de-
cisión de retorno cuya ejecución podría exponer al na-
cional del tercer país interesado a un riesgo serio de 
deterioro grave e irreversible de su estado de salud, di-
cho nacional debe poder valerse en tales circunstan-
cias de una vía de recurso con efecto suspensivo, a fin 
de garantizar que la decisión de retorno no se ejecuta 
antes de que una autoridad competente haya tenido 
la oportunidad de examinar una objeción que alegue 
la vulneración del artículo 5 de la Directiva 2008/115/
CE, considerado junto con el artículo 19, apartado 2, 
de la Carta.

Lecturas recomendadas

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4, 7 
y 8 del manual de la FRA.

alcance es más amplio: 

[…]

“los apartados 2 y 3 del artículo 47 corresponden 
al apartado  1 del artículo  6 del CEDH, si bien la 
limitación a los contenciosos sobre derechos y 
obligaciones de carácter civil o sobre acusacio-
nes en materia penal no es pertinente respecto 
del Derecho de la Unión y su aplicación, 

[…]».

Pregunta 3. ¿Implican los artículos 5 y 13 de 
la Directiva 2008/115/CE, considerados jun-
to con el artículo 19, apartado 2, y el artícu-
lo 47 de la Carta, que tiene que existir una vía 
de recurso con efectivo suspensivo respecto 
de una decisión de retorno cuya ejecución 
podría poner al nacional del tercer país inte-
resado a un riesgo serio de deterioro grave e 
irreversible de su estado de salud?

Respuesta correcta

Sí (véase Abdida, apartados 46-53). 

De acuerdo con el TJUE, los artículos 5 y 13 de la Di-
rectiva 2008/115/CE, considerados junto con el artí-
culo 19, apartado 2, y el artículo 47 de la Carta, deben 
interpretarse como una prohibición de una legislación 
nacional en la que no exista una vía de recurso con 
efectivo suspensivo respecto de una decisión de re-
torno cuya ejecución podría poner al nacional del 
tercer país interesado a un riesgo serio de deterioro 
grave e irreversible de su estado de salud.

Explicación

La Directiva no exige que la vía de recurso a que se 
refiere el artículo 13, apartado 1, tenga un efecto sus-
pensivo. Sin embargo, las características de dicha vía 
de recurso se deben determinar en consonancia con 
el artículo 47 de la Carta, que constituye una reafirma-
ción del principio de tutela judicial efectiva.

Al respecto, cabe reseñar que el artículo 19, aparta-
do 2, de la Carta afirma que nadie podrá ser devuelto, 
expulsado o extraditado a un Estado en el que corra 
un grave riesgo de ser sometido a tratos inhumanos 
o degradantes. Remitiéndose a la jurisprudencia del 
TEDH, el TJUE considera que, en los casos muy excep-
cionales en los que la expulsión de un nacional de un 
tercer país aquejado de una dolencia grave a un país 
en el que no está disponible un tratamiento adecuado 
vulneraría el principio de no devolución, los Estados 
miembros no pueden por tanto, según lo dispuesto en 
el artículo 5 de la Directiva 2008/115/CE, considerada 
junto con el artículo 19, apartado 2, de la Carta, proce-
der a dicha expulsión.

Estos casos muy excepcionales están caracterizados 
por la gravedad y el carácter irreparable del daño que 
se ocasionaría con la expulsión de un nacional de un 
tercer país a un Estado en el que corra un grave riesgo 
de ser sometido a tratos inhumanos o degradantes.
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Material para los participantes

Hechos del caso

El Sr. Persson grabó un vídeo dentro de una comisaría. 
La grabación se refería a una declaración que prestó a 
la Policía en el marco de un procedimiento administra-
tivo incoado en su contra. En esa grabación de vídeo 
es posible ver las instalaciones policiales y a varios 
agentes de Policía trabajando. Se registró la conversa-
ción del Sr. Persson con los agentes de Policía duran-
te el desempeño de ciertas funciones administrativas. 
Se puede oír al Sr. Persson, así como los agentes de 
Policía en cuestión y la persona que lo acompañó a la 
comisaría. El Sr. Persson publicó la grabación de vídeo 
resultante en el sitio web YouTube.

La autoridad de protección de datos (APD) nacional 
decidió que el Sr. Persson había infringido las normas 
nacionales pertinentes, porque no había informado 
a los agentes de Policía de la finalidad prevista de la 
grabación. Tampoco facilitó a la APD nacional infor-
mación alguna sobre el propósito de grabar y publicar 
el vídeo en un sitio web, con el fin de demostrar que su 
propósito de realizar y publicar dicha grabación cum-
plía los requisitos de la normativa nacional pertinente. 
En consecuencia, la APD nacional le exigió al Sr. Per-
sson que eliminara el vídeo en cuestión de YouTube y 
otros sitios web en los que se había publicado.

El Sr. Persson interpuso un recurso ante el tribunal na-
cional. Admite que no contaba con el consentimiento 
expreso de los agentes de Policía ni para grabar el ví-
deo ni para publicarlo posteriormente en internet. Sin 
embargo, argumenta que, mediante su grabación en 
vídeo, quiso concienciar a la sociedad de algo que, en 
su opinión, constituía una conducta ilegal por parte de 
la Policía.

El tribunal nacional considera que la jurisprudencia 
anterior del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(TJUE) deja claro que la actividad de grabación y publi-
cación en cuestión entra dentro del ámbito de aplica-

ción del Reglamento General de Protección de Datos 
(RGPD)27 y que no se aplica ninguna exención. En con-
creto, el tratamiento no entra dentro del «marco del 
ejercicio de actividades exclusivamente personales 
o domésticas», ya que Persson no había restringido 
la difusión del vídeo, «haciendo así accesibles datos 
personales a un número indeterminado de personas». 
No obstante, el tribunal nacional solicita la orienta-
ción del TJUE sobre la siguiente cuestión: ¿entran las 
actividades de una persona como las del Sr. Persson 
dentro del concepto de «fines periodísticos», tal como 
se establece en el artículo 85 del RGPD?

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea (la Carta)

Artículo 7. Derecho al respeto a la vida privada y fa-
miliar

«Toda persona tiene derecho al respeto de su vida 
privada y familiar, de su domicilio y de sus comu-
nicaciones».

Artículo 8. Protección de los datos personales

«1. Toda persona tiene derecho a la protección de 
los datos de carácter personal que le conciernan.

2. Estos datos se tratarán de modo leal, para fines 

27  Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las perso-
nas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 
y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE, DO 2016 L 1119 (Reglamento general de pro-
tección de datos).

ESTUDIO DE CASO 7: PERIODISMO 
AFICIONADO EN YOUTUBE
PROTECCIÓN DE DATOS Y SOCIEDAD DE LA 
INFORMACIÓN

https://www.youtube.com/
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Artículo 6. Licitud del tratamiento

«1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al 
menos una de las siguientes condiciones: […]

(f) [...] el tratamiento es necesario para la satis-
facción de intereses legítimos perseguidos por 
el responsable del tratamiento o por un tercero, 
siempre que sobre dichos intereses no prevalez-
can los intereses o los derechos y libertades fun-
damentales del interesado que requieran la pro-
tección de datos personales, en particular cuando 
el interesado sea un niño».

Artículo 85. Tratamiento y libertad de expresión e in-
formación

«2. Para el tratamiento realizado con fines perio-
dísticos o con fines de expresión académica, ar-
tística o literaria, los Estados miembros estable-
cerán exenciones o excepciones de lo dispuesto 
en los capítulos II (principios), III (derechos del 
interesado), IV (responsable y encargado del tra-
tamiento), V (transferencia de datos personales 
a terceros países u organizaciones internaciona-
les), VI (autoridades de control independientes), 
VII (cooperación y coherencia) y IX (disposiciones 
relativas a situaciones específicas de tratamiento 
de datos), si son necesarias para conciliar el dere-
cho a la protección de los datos personales con la 
libertad de expresión e información».

concretos y sobre la base del consentimiento de 
la persona afectada o en virtud de otro fundamen-
to legítimo previsto por la ley. Toda persona tiene 
derecho a acceder a los datos recogidos que le 
conciernan y a obtener su rectificación.

3. El respeto de estas normas estará sujeto al con-
trol de una autoridad independiente».

Artículo 11. Libertad de expresión y de información

«1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
expresión. Este derecho comprende la libertad de 
opinión y la libertad de recibir o de comunicar in-
formaciones o ideas sin que pueda haber injeren-
cia de autoridades públicas y sin consideración 
de fronteras.

2. Se respetan la libertad de los medios de comu-
nicación y su pluralismo».

Reglamento General de Protección de Datos 

Finalidad

El objeto del RGPD es garantizar la protección de los 
derechos y libertades fundamentales de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos per-
sonales, como el derecho al respeto de la vida privada 
y familiar y el derecho a la protección de los datos per-
sonales, garantizados por los artículos 7 y 8 de la Car-
ta, permitiendo al mismo tiempo la libre circulación de 
los datos personales.

No obstante, este objetivo no puede perseguirse sin 
reconocer que tales derechos fundamentales deben 
conciliarse en cierta medida con el derecho funda-
mental a la libertad de expresión (artículo  11 de la 
Carta).

Preguntas

Para interponer su caso ante el tribunal nacional, el Sr. Persson debe pagar las tasas judiciales (27,50 euros). 

El artículo 78, apartado 1, del RGPD establece un derecho a la tutela judicial efectiva contra las decisiones de las 
APD. No obstante, el RGPD no contiene ninguna disposición sobre las tasas judiciales o las normas procesales que 
rigen dichos procedimientos judiciales.

La obligación de pagar las tasas judiciales se deriva del Derecho procesal nacional; el derecho nacional en cuestión 
se aplica, en general, a los asuntos administrativos y no se diseñó para aplicar el RGPD. En este caso concreto, la le-
gislación procesal nacional prevé una exención de las tasas judiciales. Lamentablemente, el Sr. Persson no cumple 
los requisitos para esta exención ya que, además de las condiciones relativas a la capacidad financiera, la exención 
se aplica únicamente a las personas mayores de 30 años. No acepta esta condición y afirma que los requisitos de 
exención violan el principio de no discriminación (artículo 21 de la Carta).
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En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2. Comente, con arreglo a las disposiciones pertinentes de la Carta, si el CEDH y la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) son pertinentes en este caso.

Notas

Notas

Pregunta 1. ¿Se aplica la Carta a la legislación nacional en materia de tasas judiciales?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos fundamentales que, en principio, siempre se aplica, como es el caso del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH).

b.	 No, el reglamento no contiene ninguna disposición sobre las tasas judiciales o las normas procesales. Estas 
disposiciones entran dentro de la autonomía procesal nacional.

c.	 No, la legislación nacional en cuestión se aplica en general y no fue concebida para ejecutar el reglamento.

d.	 Sí, se trata de una norma procesal nacional que se utiliza en el contexto del RGPD.
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Notas

Pregunta 3. ¿Cómo evaluaría este caso a la luz del RGPD y la Carta? Aporte sus comentarios 
sobre el equilibrio entre los derechos fundamentales contrapuestos y responda a las siguientes 
preguntas.

a.	 ¿Qué factores debe tener en cuenta el órgano jurisdiccional nacional? ¿Qué debería ser decisivo?

b.	 ¿Marcaría la diferencia que el caso se refiriera a una publicación en medios impresos?

c.	 ¿Qué opina de las opiniones expresadas ante el TJUE por algunos Estados miembros en el sentido de que el 
periodismo siempre conlleva necesariamente un cierto grado de formalismo y de procedimientos o control 
profesionales?

d.	 ¿Importa que YouTube no sea una plataforma periodística?

e.	 ¿Es pertinente que no se informe a los agentes de Policía de la grabación y de su finalidad?

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
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legislación procesal nacional prevé una exención de 
las tasas judiciales. Lamentablemente, el Sr. Persson 
no cumple los requisitos para esta exención ya que, 
además de las condiciones relativas a la capacidad 
financiera, la exención se aplica únicamente a las per-
sonas mayores de 30 años. No acepta esta condición 
y afirma que los requisitos de exención violan el prin-
cipio de no discriminación (artículo 21 de la Carta). 

Pregunta 1. ¿Se aplica la Carta a la legisla-
ción nacional en materia de tasas judiciales?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos funda-
mentales que, en principio, siempre se aplica, 
como es el caso del CEDH.

b.	 No, el reglamento no contiene ninguna disposi-
ción sobre las tasas judiciales o las normas pro-
cesales. Estas disposiciones entran dentro de la 
autonomía procesal nacional.

c.	 No, la legislación nacional en cuestión se aplica 
en general y no fue concebida para ejecutar el re-
glamento.

d.	 Sí, se trata de una norma procesal nacional que 
se utiliza en el contexto del RGPD.

Observaciones preliminares

Es importante iniciar el análisis de un asunto relativo 
a la Carta comprobando, sobre la base del artículo 51, 
apartado 1, si esta es de aplicación. Los comentarios 
en respuesta a esta pregunta podrían centrarse en 
las razones para llevar a cabo de manera coherente 
este importante paso preliminar (véase el capítulo 3 
del manual de la FRA). Además, podría consultarse el 
capítulo 7 de dicho manual, en el que figura una lista 
de comprobación para la aplicación del apartado 1 del 
artículo 51 de la Carta.

Es sumamente importante recordar que los derechos 
fundamentales de la UE se aplican solo en situacio-
nes dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión. Se trata de una diferencia importante con 
respecto al CEDH, que se aplica, en principio, en todos 
los casos. A la hora de aplicar la Carta, es necesario 
comprobar sobre la base del artículo 51, apartado 1, 
de la misma: ¿se trata de una situación puramente na-
cional en la que la Carta no desempeña ningún papel, 
o entra dentro del ámbito de aplicación del Derecho 
de la Unión, en cuyo caso se aplica? El sistema del ar-
tículo 51, apartado 1, se refiere esencialmente a esto: 
la aplicación de los derechos fundamentales de la 
Unión va de la mano de la aplicación de otras disposi-
ciones del Derecho de la Unión. También es importan-
te recordar que la aplicación de la Carta está siempre 
vinculada a la aplicación de otras disposiciones del 
Derecho de la Unión.

Esta pregunta como tal no proviene de Buivids.

Respuesta correcta

La opción d es la respuesta correcta (véase la situa-
ción A.4 del capítulo 7 del manual de la FRA).

Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

Este asunto se basa en TJUE, C-345/17, Buivids, 
ECLI:EU:C:2019:122, 14 de febrero de 2019. Buivids 
se basa en jurisprudencia previa:

•	 TJUE, C-101/01, Lindqvist, ECLI:EU:C:2003:596, 6 
de noviembre de 2003;

•	 TJUE, C‑73/07, Satamedia, EU:C:2008:727, 16 de 
diciembre de 2008.

Tenga en cuenta que Buivids se basa en la Directiva 
sobre protección de datos 95/46/CE (DPD); esta di-
rectiva ha sido derogada por el RGPD, que se aplica 
desde el 25 de mayo de 2018. La sentencia Buivids se 
refiere al artículo 7, letra f), y al artículo 9 de la DPD. 
En el material formativo, estas disposiciones se sus-
tituyen por el (casi) equivalente artículo 6, apartado 1, 
letra f), y el artículo 85 del RGPD.

El estudio de caso aborda únicamente la parte de la 
sentencia que se ocupa de la segunda cuestión en 
la que el TJUE da instrucciones al tribunal nacional 
respecto al modo en que puede comprobar si una 
actividad atañe al tratamiento de datos personales 
con fines periodísticos en el sentido de la directiva. 
En cuanto a la primera cuestión, el TJUE dictaminó 
que una grabación de vídeo como la de que se trata 
y su publicación en internet entran dentro del ámbito 
de aplicación de la Directiva 95/46/CE. El hecho de 
que se trate de una grabación única no cambia nada 
al respecto. Después de todo, la grabación, realizada 
con una cámara digital, se almacena en la memoria 
de dicho dispositivo y, por tanto, puede considerarse 
un tratamiento automatizado de datos personales. El 
hecho de que haya imágenes de policías en una ofici-
na tampoco afecta, ya que la directiva no contempla 
una excepción a esta norma. Esta parte de la senten-
cia se incorpora a los hechos del estudio de caso y, 
por tanto, es «determinada» y no forma parte de las 
preguntas. No obstante, cabe señalar que esta parte 
del fallo implica que la protección de datos se aplica 
a una serie de publicaciones de datos personales de 
terceros aficionados en diferentes formas de redes 
sociales, como Facebook e Instagram.

Preguntas y respuestas

Para interponer su caso ante el tribunal nacional, el 
Sr.  Persson debe pagar las tasas judiciales (27,50 
euros). El artículo 78, apartado 1, del RGPD estable-
ce un derecho a la tutela judicial efectiva contra las 
decisiones de las APD que les atañan. No obstante, 
el RGPD no contiene ninguna disposición sobre las 
tasas judiciales o las normas procesales que rigen di-
chos procedimientos judiciales. La obligación de pa-
gar las tasas judiciales se deriva del Derecho procesal 
nacional; el derecho nacional en cuestión se aplica, 
en general, a los asuntos administrativos y no se di-
señó para aplicar el RGPD. En este caso concreto, la 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=celex%3A31995L0046
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=celex%3A31995L0046
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artículo 52 de la Carta. Ámbito de aplicación e inter-
pretación de los derechos y los principios

«3. En la medida en que la presente Carta contenga de-
rechos que correspondan a derechos garantizados por 
el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, su senti-
do y alcance serán iguales a los que les confiere dicho 
Convenio. Esta disposición no obstará a que el Derecho 
de la Unión conceda una protección más extensa».

¿Cómo sé si hay derechos correspondientes en jue-
go?

La respuesta puede hallarse en la explicación sobre el 
artículo 52, apartado 3, de la Carta y en la explicación 
sobre la disposición específica de la Carta en cuestión 
en «Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fun-
damentales» (disponible en EUR-LEX, en «Tratados/
Otros tratados y protocolos»; DO C 303; 14.12.2007).

Explicación relativa al artículo 7 — Respeto de la vida 
privada y familiar

«Los derechos garantizados en el artículo 7 correspon-
den a los que garantiza el artículo 8 del CEDH. A fin de 
tener en cuenta la evolución técnica, se ha sustituido la 
palabra "correspondencia" por "comunicaciones"».

Explicación relativa al artículo 11 — Libertad de expre-
sión y de información

«El artículo 11 corresponde al artículo 10 del CEDH [...]».

Explicación relativa al artículo 52 — Alcance e inter-
pretación de los derechos y principios

«[...] artículos de la Carta cuyo sentido y alcance son los 
mismos que los de los artículos  correspondientes del 
CEDH:

[…]

- el artículo 7 corresponde al artículo 8 del CEDH,

[…]

- el artículo 11 corresponde al artículo 10 del CEDH [...]».

De ello se desprende que los artículos 8 y 10 del CEDH 
(y la jurisprudencia respectiva del TEDH) son en prin-
cipio pertinentes, en lo que atañe al establecimiento 
del nivel mínimo de protección, para las explicaciones 
sobre los artículos 7 y 11 de la Carta (véase Buivids, 
apartado 65; el TJUE menciona únicamente el artícu-
lo 7 de la Carta).

El artículo 8 de la Carta no tiene un artículo equiva-
lente en el CEDH. Sin embargo, el TEDH ha interpre-
tado que el artículo 8 del CEDH incluye la protección 
de datos [TEDH, S. y Marper c. Reino Unido, números 
30562/04 y 30566/04, 4 de diciembre de 2008 (Gran 
Sala)].

En Buivids, el TJUE se refirió a la jurisprudencia en la 

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
se aplica a todas las medidas nacionales de aplica-
ción del Derecho de la Unión. Según la jurisprudencia 
del TJUE, la expresión «aplicar el Derecho de la Unión» 
tiene un significado amplio que abarca todos los tipos 
de ejecución y aplicación del Derecho de la Unión por 
los Estados miembros. Significa lo mismo que «ac-
tuar dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión» y cubre todas las situaciones regidas por el 
Derecho de la Unión.

Las medidas nacionales que se utilizan para ga-
rantizar la aplicación y la eficacia del Derecho de la 
Unión (sanciones, recursos y medidas de ejecución) 
se consideran un caso de «aplicación del Derecho 
de la Unión» en el sentido del artículo 51, apartado 1, 
de la Carta. Los derechos fundamentales de la UE 
se aplican a estas medidas nacionales si se utilizan 
en el contexto del Derecho de la Unión. Esta norma 
se aplica generalmente con independencia de que 
el acto jurídico de la Unión de que se trate contenga 
disposiciones específicas (obligaciones) relativas a la 
eficacia del Derecho de la Unión.

La opción a no es correcta (véanse las observaciones 
preliminares).

La opción b establece correctamente que tales nor-
mas forman parte de la autonomía procesal nacional. 
No obstante, como se ha explicado anteriormente, 
actuar dentro de dicha autonomía procesal puede ca-
lificarse como una aplicación del Derecho de la Unión 
(artículo 51, apartado 1, de la Carta).

La opción c no es correcta. Las normas generales no 
destinadas a aplicar el Derecho de la Unión pueden 
considerarse de aplicación del artículo 51 si se utili-
zan en el contexto del Derecho de la Unión.

Pregunta 2. Comente, con arreglo a las dis-
posiciones pertinentes de la Carta, si el CEDH 
y la jurisprudencia del TEDH son pertinentes 
en este caso.

Respuesta correcta:

Sí. El CEDH es, en principio, pertinente para la aplica-
ción de los artículos 8 y 11 de la Carta.

Explicación

El CEDH no constituye un instrumento jurídico incor-
porado formalmente al Derecho de la Unión. Sin em-
bargo, la Carta contiene derechos correspondientes a 
los garantizados por el CEDH («derechos correspon-
dientes»). En virtud del artículo 52, apartado 3, de la 
Carta, el significado y el ámbito de aplicación de di-
chos derechos correspondientes de la Carta son los 
mismos que los dispuestos por el CEDH (incluida la 
jurisprudencia del TEDH). El CEDH establece el um-
bral mínimo de protección. El Derecho de la Unión 
puede conceder una protección más extensa (véase 
el capítulo 2 y los pasos 9 y 10 del capítulo 8 del Ma-
nual de la FRA).
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Internet en cuanto al ejercicio y disfrute de los derechos 
humanos y las libertades, en particular del derecho al 
respecto de la vida privada, son ciertamente superiores 
a los planteados por la prensa cuando publica utilizando 
tecnologías más antiguas, como los medios impresos».

Parece que este elemento podría ser relevante en el 
contexto del principio de proporcionalidad.

c. ¿Qué opina de las opiniones expresadas ante el 
TJUE por algunos Estados miembros en el sentido de 
que el periodismo siempre conlleva necesariamente 
un cierto grado de formalismo y de procedimientos o 
control profesionales?

El TJUE consideró que el hecho de que el Sr. Buivids 
no sea un periodista profesional no excluye la posi-
bilidad de que la grabación del vídeo y su publicación 
en internet puedan acogerse a la exención con fines 
periodísticos (véase Buivids, apartado 55).

d. ¿Importa que YouTube no sea una plataforma pe-
riodística?

No, ya que el TJUE consideró que el hecho de que el 
Sr. Buivids subiera el vídeo a un sitio web como You-
Tube no puede impedir por sí mismo la clasificación 
de dicho tratamiento de datos personales como reali-
zado únicamente con fines periodísticos, en el sentido 
del artículo 9 de la DPD (véase Buivids, apartado 56).

e. ¿Es pertinente que no se informe a los agentes de 
Policía de la grabación y de su finalidad?

Debe tenerse en cuenta la posibilidad de que el res-
ponsable del tratamiento adopte medidas para mitigar 
el alcance de la injerencia en el derecho a la intimidad. 
En el presente caso, de los documentos presentados 
al TJUE se desprende que no puede descartarse que 
la grabación y publicación del vídeo en cuestión, que 
tuvieron lugar sin que las personas afectadas fueran 
informadas de la grabación y de su finalidad, consti-
tuyan una injerencia en el derecho fundamental a la 
intimidad de dichas personas, a saber, agentes de 
Policía que aparecen en dicho vídeo (véanse Buivids, 
apartados 66 y 67).

Lecturas recomendadas

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4 y 
7 del manual de la FRA.

TEDH, Magyar Helsinki Bizottság c. Hungría, CE:CED-
H:2016:1108JUD001803011, 8 de noviembre de 2016.

TEDH, Satakunnan Markkinapörssi Oy y Satamedia Oy 
c. Finlandia, CE:CEDH:2017: 0627JUD000093113, 27 
de junio de 2017.

Erdos, D. (2015), «From the Scylla of restriction to the 
Charybdis of licence? Exploring the scope of the “spe-
cial purposes” freedom of expression shield in Euro-
pean data protection», Common Market Law Review, 
vol. 52, pp. 119-154.

que el Tribunal de Estrasburgo estableció una serie 
de criterios pertinentes que deben tenerse en cuenta 
(véase Buivids, apartado 66).

Pregunta 3. ¿Cómo evaluaría este caso a la 
luz del RGPD y la Carta? Aporte sus comen-
tarios sobre el equilibrio entre los derechos 
fundamentales contrapuestos. 

Sentencia del TJUE

Circunstancias de hecho como la grabación en vídeo 
de agentes de Policía en una comisaría mientras se 
realiza una declaración y la publicación de dicho vídeo 
en un sitio web en el que los usuarios pueden enviar, 
ver y compartir vídeos pueden constituir un tratamien-
to de datos personales únicamente con fines perio-
dísticos (artículo 85 del RGPD) en la medida en que 
de dicho vídeo se desprenda que el único objeto de 
dicha grabación y publicación es la divulgación al pú-
blico de información, opiniones o ideas. Compete al 
órgano jurisdiccional nacional determinarlo.

Explicación

El punto de partida del TJUE es que deben conciliarse 
dos derechos fundamentales, a saber, el derecho a la 
intimidad de los agentes de Policía y el derecho a la 
libertad de expresión del demandante (véase Buivids, 
apartado 62).

a.¿Qué factores debe tener en cuenta el órgano juris-
diccional nacional? ¿Qué debería ser decisivo?

El tribunal nacional debe determinar si del vídeo en 
cuestión se desprende que i) la única finalidad de la 
grabación y publicación del vídeo era la divulgación ii) 
al público de iii) información, opiniones o ideas (véase 
Buivids, apartado 59).

En consecuencia, para lograr un equilibrio entre estos 
dos derechos fundamentales, la protección del dere-
cho fundamental a la intimidad exige que las excep-
ciones y limitaciones en relación con la protección de 
datos se apliquen únicamente en la medida estricta-
mente necesaria (véase Buivids, apartado 64).

Los criterios pertinentes que deben tenerse en cuen-
ta son la contribución a un debate de interés general, 
la notoriedad de la persona afectada, el objeto del 
reportaje, el comportamiento anterior del interesado, 
el contenido, la forma y las repercusiones de la pu-
blicación y la forma y las circunstancias en las que 
se obtuvo información y su veracidad (véase Buivids, 
apartado 66; el TJUE toma esto de la jurisprudencia 
del TEDH).

b. ¿Marcaría la diferencia que el caso se refiriera a una 
publicación en medios impresos?

El TJUE no se ocupa de este tema. Sin embargo, el 
Abogado General se refiere al TEDH y señala lo si-
guiente (apartado 63):

«El Tribunal de Estrasburgo ha declarado que los riesgos 
que plantean los contenidos y las comunicaciones en 
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nality of measures that limit the fundamental rights to 
privacy and to the protection of personal data, Bruselas, 
SEPD.

Docksey, C. y Hijmans, H. (2019), «The Court of Jus-
tice as a key player in privacy and data protection», 
European Data Protection Law Review, vol. 5, n.º 3, 
pp. 300-316.
Supervisor Europeo de Protección de Datos (SEPD) 
(2017), Assessing the need of measures that limit the 
fundamental right to the protection of personal data: A 
toolkit, Bruselas, SEPD, disponible en https://edps.eu-
ropa.eu/sites/edp/files/publication/17-06-01_neces-
sity_toolkit_final_en.pdf.

Supervisor Europeo de Protección de Datos (SEPD) 
(2019), EDPS Guidelines on assessing the proportio-

https://edps.europa.eu/sites/edp/files/publication/17-06-01_necessity_toolkit_final_en.pdf
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Material para los participantes

Hechos del caso

Los Sres. Brown y Rice presentaron sendas solicitu-
des de control judicial de la legalidad de determina-
das disposiciones nacionales ante el órgano jurisdic-
cional nacional competente. Sostenían que dichas 
disposiciones eran incompatibles con la Carta. Sus 
alegaciones se referían a un régimen nacional que 
impone a los proveedores de telecomunicaciones la 
obligación de conservar los datos de las comunica-
ciones en relación con todos los medios de comuni-
cación y todos los usuarios. Mantenían que esta obli-
gación general de conservación de datos vulnera la 
Carta. Según el legislador nacional, el objetivo de este 
régimen es proporcionar a las autoridades competen-
tes un medio para investigar y combatir los delitos. La 
conservación de los datos sobre comunicaciones per-
mite a las autoridades acceder a los datos relativos a 
las comunicaciones que haya realizado una persona, 
incluso antes de que se sospeche que está implicada 
en un delito. Dado que los sospechosos y las redes no 
suelen conocerse de antemano, se conservan los da-
tos de todos los ciudadanos. Una vez que surge una 
sospecha contra una persona determinada, esta obli-
gación general de conservación permite a la Policía 
o a la agencia de inteligencia acceder a datos histó-
ricos que no estarían disponibles en ausencia de la 
obligación general de conservación de datos. Según 
las autoridades nacionales, la conservación de datos 
específicos no puede sustituir la obligación general 
de conservación. Aparte de esto, las disposiciones 
nacionales se refieren únicamente a los datos de trá-
fico y localización (conocidos como metadatos, que 
muestran con quién, dónde, cómo y durante cuánto 
tiempo se produjo la comunicación). No incluye el 
contenido de llamadas telefónicas, mensajes de texto 
o correos electrónicos.

¿Qué disposiciones del Derecho de la 
Unión son pertinentes en este caso?

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (la Carta)

Artículo 7. Derecho al respeto a la vida privada y fa-
miliar

«Toda persona tiene derecho al respeto de su vida priva-
da y familiar, de su domicilio y de sus comunicaciones».

Artículo 8. Protección de los datos personales

«1. Toda persona tiene derecho a la protección de los 
datos de carácter personal que le conciernan.

2. Estos datos se tratarán de modo leal, para fines con-
cretos y sobre la base del consentimiento de la persona 
afectada o en virtud de otro fundamento legítimo pre-
visto por la ley. Toda persona tiene derecho a acceder 
a los datos recogidos que le conciernan y a obtener su 
rectificación.

3. El respeto de estas normas estará sujeto al control de 
una autoridad independiente».

Artículo 11. Libertad de expresión y de información

«1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expre-
sión. Este derecho comprende la libertad de opinión y la 
libertad de recibir o de comunicar informaciones o ideas 
sin que pueda haber injerencia de autoridades públicas 

ESTUDIO DE CASO 8: OBLIGACIÓN DE LOS 
PROVEEDORES DE TELECOMUNICACIONES 
DE CONSERVAR METADATOS 
PROTECCIÓN DE DATOS Y SOCIEDAD DE LA 
INFORMACIÓN
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Artículo 15, apartado 1: facultad discrecional de los Es-
tados miembros

Además, el artículo  15, apartado  1, de la Directiva 
2002/58/CE permite a los Estados miembros introdu-
cir excepciones a la obligación del principio, estable-
cida en el artículo 5, apartado 1, de dicha directiva, de 
garantizar la confidencialidad de los datos persona-
les. Dicha disposición establece lo siguiente:

«1. Los Estados miembros podrán adoptar medidas 
legales para limitar el alcance de los derechos y las 
obligaciones que se establecen en [...] la presente Di-
rectiva, cuando tal limitación constituya una medida 
necesaria proporcionada y apropiada en una sociedad 
democrática para proteger la seguridad nacional (es 
decir, la seguridad del Estado), la defensa, la seguridad 
pública, o la prevención, investigación, descubrimiento 
y persecución de delitos o la utilización no autorizada 
del sistema de comunicaciones electrónicas [...]. Para 
ello, los Estados miembros podrán adoptar, entre otras, 
medidas legislativas en virtud de las cuales los datos 
se conserven durante un plazo limitado justificado por 
los motivos establecidos en el presente apartado. […]».

¿Qué disposiciones de la legislación 
nacional resultan de aplicación?

La legislación nacional en cuestión en el procedimien-
to principal se basa en el artículo 15, apartado 1, de la 
Directiva 2002/58/CE y que establece, con la finalidad 
de luchar contra la delincuencia, la conservación ge-
neralizada e indiferenciada de todos los datos de tráfi-
co y de localización de todos los abonados y usuarios 
registrados en relación con todos los medios de co-
municación electrónica. De conformidad con las dis-
posiciones nacionales pertinentes, los proveedores 
de telecomunicaciones están obligados a conservar 
los datos de comunicaciones necesarios para identi-
ficar el origen y el destino de las comunicaciones, la 
fecha, la hora, la duración y el tipo de cada comuni-
cación, los equipos de comunicación utilizados y la 
ubicación de los equipos de comunicaciones móviles 
utilizados al inicio y al final de cada comunicación.

y sin consideración de fronteras».
Directiva 2002/58/CE sobre la privacidad y las co-
municaciones electrónicas28 

Objetivo

La Directiva 2002/58/CE tiene por objeto garantizar un 
alto nivel de protección de los datos personales y de 
la intimidad de todos los servicios de comunicaciones 
electrónicas, independientemente de la tecnología uti-
lizada. A tal efecto, la Directiva 2002/58/CE contiene 
disposiciones específicas destinadas a proteger a los 
usuarios de los servicios de comunicaciones electró-
nicas frente a los riesgos para sus datos personales 
y su intimidad derivados de las nuevas tecnologías y 
de la creciente capacidad de almacenamiento y trata-
miento automatizados de datos.

El principio de confidencialidad de la comunicación elec-
trónica

En particular, el apartado 1 del artículo 5 de dicha Di-
rectiva establece que los Estados miembros garanti-
zarán, a través de la legislación nacional, la confiden-
cialidad de las comunicaciones realizadas a través de 
las redes públicas de comunicaciones y de los servi-
cios de comunicaciones electrónicas disponibles al 
público, así como la de los datos de tráfico asociados 
a ellas. El principio de confidencialidad de las comu-
nicaciones establecido por la Directiva 2002/58/CE 
implica que, por regla general, se prohíbe a cualquier 
persona que no sea el usuario almacenar, sin el con-
sentimiento de los usuarios afectados, los datos de 
tráfico relacionados con las comunicaciones electró-
nicas. La Directiva contiene algunas excepciones es-
pecíficas, como el tratamiento y el almacenamiento 
de datos de tráfico necesarios para la facturación y 
comercialización de servicios.

28 Directiva 2002/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
12 de julio de 2002, relativa al tratamiento de los datos persona-
les y a la protección de la intimidad en el sector de las comuni-
caciones electrónicas, DO 2002 L 201, p. 37, modificada por la 
Directiva 2009/136/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
25 de noviembre de 2009, DO 2009 L 337, p. 11. 

Preguntas

Nota: las preguntas se refieren únicamente a la conservación de los datos y no a la cuestión del acceso de las au-
toridades nacionales competentes a los datos conservados.

Para interponer estos asuntos ante los tribunales, deben abonarse tasas judiciales (27,50 euros). Esto se desprende 
del Derecho procesal nacional. Esta ley se aplica en general a los asuntos administrativos y no fue concebida para 
aplicar la directiva. No obstante, la Directiva 2002/58/CE no contiene ninguna disposición relativa a las tasas judi-
ciales ni a las normas procesales que rigen tales procedimientos judiciales.

En este caso concreto, la legislación procesal nacional prevé una exención de las tasas judiciales. Además de las 
condiciones relativas a la capacidad financiera, la exención se aplica únicamente a las personas mayores de 30 
años. El Sr. Brown (de 32 años) cumple los requisitos para esta exención, mientras que el Sr. Rice (de 28 años) no. 
El Sr. Rice no acepta esta condición y afirma que los requisitos de exención violan el principio de no discriminación 
(artículo 21 de la Carta).
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Pregunta 1. ¿Se aplica el artículo 21 de la Carta a la legislación nacional en materia de tasas 
judiciales?

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos fundamentales que, en principio, siempre se aplica, como es el caso del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH).

b.	 No, la directiva no contiene ninguna disposición sobre tasas judiciales. Estas disposiciones entran dentro de la 
autonomía procesal nacional.

c.	 No, la legislación nacional en cuestión se aplica en general y no fue concebida para aplicar la directiva.

d.	 Sí, se trata de una norma procesal nacional que se utiliza en el contexto de la directiva.

En el supuesto de que la Carta sea de aplicación:

Pregunta 2. Comente, con arreglo a las disposiciones pertinentes de la Carta, si el CEDH y la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) son pertinentes en este caso.

Notas

Notas
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Pregunta 3. ¿Cómo evaluaría las normas nacionales que regulan la conservación de los datos a 
la luz de la Carta?

Pregunta 4. Si considera que dichas normas constituyen una violación de la Carta, ¿qué debe 
hacerse para poner la legislación nacional en cuestión en consonancia con la Carta?

Notas

Notas

Para más información, consúltense las páginas de la Carta de la UE en el sitio web de la FRA

https://fra.europa.eu/en/eu-charter
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condición y afirma que los requisitos de exención vio-
lan el principio de no discriminación (artículo  21 de 
la Carta). 

Pregunta 1. ¿Se aplica el artículo  21 de la 
Carta a la legislación nacional en materia de 
tasas judiciales? 

a.	 Sí, la Carta es un catálogo de derechos funda-
mentales que, en principio, siempre se aplica, 
como es el caso del CEDH.

b.	 No, la directiva no contiene ninguna disposición 
sobre tasas judiciales. Estas disposiciones en-
tran dentro de la autonomía procesal nacional.

c.	 No, la legislación nacional en cuestión se aplica 
en general y no fue concebida para aplicar la di-
rectiva.

d.	 Sí, se trata de una norma procesal nacional que 
se utiliza en el contexto de la directiva.

Observaciones preliminares

Es importante iniciar el análisis de un asunto relativo 
a la Carta comprobando, sobre la base del artículo 51, 
apartado 1, si esta es de aplicación. Los comentarios 
en respuesta a esta pregunta podrían centrarse en 
las razones para llevar a cabo de manera coherente 
este importante paso preliminar (véase el capítulo 3 
del manual de la FRA). Además, podría consultarse el 
capítulo 7 de dicho manual, en el que figura una lista 
de comprobación para la aplicación del apartado 1 del 
artículo 51 de la Carta.

Es sumamente importante recordar que los derechos 
fundamentales de la UE se aplican solo en situacio-
nes dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión. Se trata de una diferencia importante con 
respecto al CEDH, que se aplica, en principio, en todos 
los casos. A la hora de aplicar la Carta, es necesario 
comprobar sobre la base del artículo 51, apartado 1, 
de la misma: ¿se trata de una situación puramente na-
cional en la que la Carta no desempeña ningún papel, 
o entra dentro del ámbito de aplicación del Derecho 
de la Unión, en cuyo caso se aplica? El sistema del ar-
tículo 51, apartado 1, se refiere esencialmente a esto: 
la aplicación de los derechos fundamentales de la 
Unión va de la mano de la aplicación de otras disposi-
ciones del Derecho de la Unión. También es importan-
te recordar que la aplicación de la Carta está siempre 
vinculada a la aplicación de otras disposiciones del 
Derecho de la Unión.

Esta pregunta como tal no proviene de Tele2/Watson. 

Respuesta correcta

La opción d es la respuesta correcta (véase la situa-
ción A.4 del capítulo 7 del manual de la FRA).

Explicación

Con arreglo al artículo 51, apartado 1, de la Carta, esta 
se aplica a todas las medidas nacionales de aplica-
ción del Derecho de la Unión. Según la jurisprudencia 

Información de referencia para los forma-
dores

Notas introductorias

Este caso se basa en los asuntos del Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea (TJUE) C-203/15 y C-698/15, 
Tele2/Watson, ECLI:EU:C:2016:970, 21 de diciem-
bre de 2016, a su vez basados en TJUE, C‑293/12 y 
C‑594/12, Digital Rights Ireland, EU:C:2014:238, 8 de 
abril de 2014.

En virtud de la Directiva de conservación de datos 
2006/24/CE, el Derecho de la Unión obliga a los pro-
veedores de telecomunicaciones a conservar datos 
de tráfico y localización para la detección, prevención 
y enjuiciamiento de infracciones penales. El objetivo 
de este régimen era proporcionar a las autoridades 
competentes un medio para investigar y combatir la 
delincuencia grave y, en particular, el terrorismo. La 
directiva fue declarada nula por el TJUE en el asunto 
Digital Rights Ireland. El TJUE consideró que la obliga-
ción general de conservación prevista en la directiva 
no se ajustaba a los artículos 7 y 8 de la Carta. Como 
consecuencia de la sentencia del TJUE, el Derecho 
de la Unión ya no obliga a los operadores de teleco-
municaciones a conservar los datos. Sin embargo, 
quedaba la posibilidad de que los Estados miembros 
establecieran tal obligación en virtud de la legislación 
nacional, basándose en el artículo  15, apartado  1, 
de la Directiva 2002/58/CE. Muchos Estados miem-
bros han hecho uso de esta facultad y han adoptado 
normas nacionales que regulan la conservación y el 
acceso a dichos datos. Tele2/Watson se centra en la 
cuestión de la compatibilidad de dicha legislación na-
cional con la Carta. El caso se refiere a metadatos. En 
la mayoría de los países, los metadatos se considera-
ban en el pasado menos sensibles que el contenido 
de una comunicación. No obstante, el TJUE aclaró 
en Tele2/Watson que el impacto de esta información 
no es menos sensible que el propio contenido de las 
comunicaciones (Tele2/Watson, apartado 99). Tele2/
Watson se refiere tanto a la conservación de dichos 
datos (primera cuestión en la sentencia) como al ac-
ceso de las autoridades nacionales competentes a 
los datos conservados. Este estudio de caso se cen-
tra únicamente en la conservación y no en el acceso.

Preguntas y respuestas

Para interponer estos asuntos ante los tribunales, de-
ben abonarse tasas judiciales (27,50 euros). Esto se 
desprende del Derecho procesal nacional. Esta ley se 
aplica en general a los asuntos administrativos y no 
fue concebida para aplicar la directiva. No obstante, 
la Directiva 2002/58/CE no contiene ninguna disposi-
ción relativa a las tasas judiciales ni a las normas pro-
cesales que rigen tales procedimientos judiciales. En 
este caso concreto, la legislación procesal nacional 
prevé una exención de las tasas judiciales. Además 
de las condiciones relativas a la capacidad financie-
ra, la exención se aplica únicamente a las personas 
mayores de 30 años. El Sr. Brown (de 32 años) cum-
ple los requisitos para esta exención, mientras que el 
Sr.  Rice (de 28 años) no. El Sr.  Rice no acepta esta 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/GA/TXT/?uri=CELEX:32006L0024
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/GA/TXT/?uri=CELEX:32006L0024
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el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, su senti-
do y alcance serán iguales a los que les confiere dicho 
Convenio. Esta disposición no obstará a que el Derecho 
de la Unión conceda una protección más extensa».

¿Cómo sé si hay derechos correspondientes 
en juego?

La respuesta puede hallarse en la explicación sobre el 
artículo 52, apartado 3, de la Carta y en la explicación 
sobre la disposición específica de la Carta en cuestión 
en «Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fun-
damentales» (disponible en EUR-LEX, en «Tratados/
Otros tratados y protocolos»; DO C 303; 14.12.2007).

Explicación relativa al artículo 7 — Respeto de la vida 
privada y familiar

«Los derechos garantizados en el artículo 7 correspon-
den a los que garantiza el artículo 8 del CEDH. A fin de 
tener en cuenta la evolución técnica, se ha sustituido la 
palabra "correspondencia" por "comunicaciones"».

Explicación relativa al artículo 11 — Libertad de expre-
sión y de información

«El artículo 11 corresponde al artículo 10 del Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos 
[…]».

Explicación relativa al artículo 52 — Alcance e inter-
pretación de los derechos y principios

«[...] artículos de la Carta cuyo sentido y alcance son los 
mismos que los de los artículos  correspondientes del 
CEDH:

[…]

- el artículo 7 corresponde al artículo 8 del CEDH,

[…]

- el artículo 11 corresponde al artículo 10 del CEDH [...]».

De ello se desprende que los artículos 8 y 10 del CEDH 
(incluida la jurisprudencia del TEDH) son, en principio 
pertinentes, para establecer el nivel mínimo de pro-
tección, para las explicaciones sobre los artículos 7 
y 11 de la Carta. El artículo 7 de la Carta no tiene un 
derecho correspondiente en el CEDH. El TJUE consi-
dera que el artículo  8 de la Carta es distinto del ar-
tículo  7 y que no tiene un artículo  equivalente en el 
CEDH (véase Tele2/Watson, apartado  129). No obs-
tante, cabe señalar que el TEDH ha interpretado que 
el artículo 8 del CEDH incluye la protección de datos 
[TEDH, S. y Marper c. Reino Unido, números 30562/04 
y 30566/04, 4 de diciembre de 2008 (Gran Sala)].

del TJUE, la expresión «aplicar el Derecho de la Unión» 
tiene un significado amplio que abarca todos los tipos 
de ejecución y aplicación del Derecho de la Unión por 
los Estados miembros. Significa lo mismo que «ac-
tuar dentro del ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión» y cubre todas las situaciones regidas por el 
Derecho de la Unión.

Las medidas nacionales que se utilizan para garanti-
zar la aplicación y la eficacia del Derecho de la Unión 
(sanciones, recursos y medidas de ejecución) se 
consideran un caso de «aplicación del Derecho de la 
Unión» en el sentido del artículo 51, apartado 1. Los 
derechos fundamentales de la UE se aplican a estas 
medidas nacionales si se utilizan en este contexto. 
Esta norma se aplica generalmente con independen-
cia de que el acto jurídico de la Unión de que se trate 
contenga disposiciones específicas (obligaciones) re-
lativas a la eficacia del Derecho de la Unión.

La opción a no es correcta (véanse las observaciones 
preliminares).

La opción b establece correctamente que tales nor-
mas forman parte de la autonomía procesal nacional. 
No obstante, actuar dentro de dicha autonomía proce-
sal se califica como una aplicación del Derecho de la 
Unión (artículo 51, apartado 1, de la Carta).

La opción c no es correcta. Las normas generales no 
destinadas a aplicar el Derecho de la Unión pueden 
considerarse de aplicación del artículo 51 si se utili-
zan en el contexto del Derecho de la Unión.

Pregunta 2. Comente, con arreglo a las dis-
posiciones pertinentes de la Carta, si el CEDH 
y la jurisprudencia del TEDH son pertinentes 
en este caso.

Respuesta correcta:

Sí. El CEDH es, en principio, pertinente para la aplica-
ción de los artículos 8 y 11 de la Carta.

Explicación

Dado que la UE no se ha adherido al CEDH, el con-
venio no constituye un instrumento jurídico integrado 
formalmente en el Derecho de la Unión. Sin embargo, 
la Carta contiene derechos correspondientes a los 
garantizados por el CEDH («derechos correspondien-
tes»). En virtud del artículo 52, apartado 3, de la Car-
ta, el significado y el ámbito de aplicación de dichos 
derechos correspondientes de la Carta son los mis-
mos que los dispuestos por el CEDH (incluida la ju-
risprudencia del TEDH). El CEDH establece el umbral 
mínimo de protección. El Derecho de la Unión puede 
conceder una protección más extensa (véase el capí-
tulo 2 y los pasos 9 y 10 del capítulo 8 del Manual de 
la FRA).

artículo 52 de la Carta. Ámbito de aplicación e inter-
pretación de los derechos y los principios

«3. En la medida en que la presente Carta contenga de-
rechos que correspondan a derechos garantizados por 
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localización, considerados en su conjunto, permiten 
extraer conclusiones muy precisas sobre la vida pri-
vada de las personas cuyos datos se han conservado 
(como los hábitos de la vida cotidiana, los lugares de 
residencia permanentes o temporales, los desplaza-
mientos diarios u otros, las actividades realizadas, 
sus relaciones sociales y los círculos sociales que 
frecuentan). Estos datos proporcionan medios para 
determinar el perfil de las personas afectadas, infor-
mación tan sensible, a la luz del respeto de la vida 
privada, como el propio contenido de las comunicacio-
nes. El hecho de que los datos se conserven sin que 
se informe al abonado o al usuario registrado puede 
hacer que las personas afectadas sientan que su vida 
privada es objeto de una vigilancia constante.

La injerencia en los derechos fundamentales consa-
grados en los artículos 7 y 8 de la Carta es «muy pro-
funda» y debe considerarse «especialmente grave».

En relación con el artículo 11 de la Carta, el TJUE con-
sidera que la conservación de los datos de tráfico y 
localización podría afectar al uso de los medios de 
comunicación electrónica y, en consecuencia, al ejer-
cicio por los usuarios de los mismos de su libertad 
de expresión, garantizada en el artículo 11 de la Carta 
(véase Tele2/Watson, apartado 92). Aunque el artícu-
lo 11 de la Carta se menciona en la sentencia, no hay 
un análisis independiente de esta disposición en la 
misma.

b. ¿Prevé la ley las limitaciones? 

Sí.

c. ¿Se garantiza el respeto, en lo esencial, del derecho 
fundamental de que se trate?

Sí.

La legislación nacional en cuestión no afecta nega-
tivamente a la esencia de tales derechos, ya que no 
permite conservar el contenido de una comunicación 
(véase TJUE, Tele2, apartado 101).

d. ¿Responden las limitaciones a un fin legítimo?

No.

El objetivo de la legislación nacional es luchar contra 
la delincuencia.

Normalmente, al aplicar el artículo 52, apartado 1, de 
la Carta, toda una serie de objetivos podrían, en princi-
pio, considerarse legítimos. En este caso, los posibles 
motivos de justificación están limitados por el artícu-
lo 15, apartado 1, de la Directiva 2002/58/CE, que, en 
efecto, enumera «la prevención, investigación, descu-
brimiento y persecución de delitos» como posibles 
motivos de justificación.
No obstante, el TJUE considera que, dada la gravedad 
de la injerencia en los derechos fundamentales en 
cuestión representada por la legislación nacional que 
prevé la conservación de datos de tráfico y localiza-
ción, solo el objetivo de luchar contra la delincuencia 
grave puede justificar tal medida (véase TJUE, Tele2, 
apartado 102).

Pregunta 3. ¿Cómo evaluaría las normas na-
cionales que regulan la conservación de los 
datos a la luz de la Carta?

Observación preliminar

El capítulo 8 del Manual de la FRA ofrece un marco 
estructurado para el examen de si una disposición 
nacional es compatible o no con la Carta. Para asegu-
rarse de que se han dado todos los pasos necesarios, 
resulta aconsejable utilizar esta lista de verificación. 
En este caso, la evaluación debe incluir el examen de 
la existencia de una limitación de derechos y un exa-
men basado en el artículo 52, apartado 1 (la cláusula 
general de limitación de los derechos de la Carta), y en 
el artículo 52, apartado 3, de la Carta, que se aplica a 
los derechos de la Carta correspondientes a los dere-
chos garantizados por el CEDH.

Las condiciones establecidas en el artículo 52, apar-
tado 1, de la Carta son las siguientes.

•	 ¿Prevé la ley las limitaciones?

•	 ¿Se garantiza el respeto, en lo esencial, del dere-
cho fundamental de que se trate?

•	 ¿Responden las limitaciones a un fin legítimo?

•	 ¿Es adecuada la limitación para abordar el pro-
blema identificado?

•	 ¿Excede la limitación de lo necesario para lograr 
el objetivo que se persigue? ¿Existen otras medi-
das disponibles que pudieran suponer una inje-
rencia menor en los derechos fundamentales?

•	 ¿Son proporcionadas las limitaciones para el fin 
que se persigue?

Respuesta correcta

El TJUE resolvió lo siguiente:

«El artículo 15, apartado 1, de la Directiva 2002/58, [...] 
en relación con los artículos 7, 8, 11 y 52, apartado 1, 
de la Carta [...], debe interpretarse en el sentido de que 
se opone a una normativa nacional que establece, con 
la finalidad de luchar contra la delincuencia, la con-
servación generalizada e indiferenciada de todos los 
datos de tráfico y de localización de todos los abona-
dos y usuarios registrados en relación con todos los 
medios de comunicación electrónica».

Explicación

La evaluación podría estructurarse como sigue:

a. ¿Limita la legislación nacional en cuestión los dere-
chos fundamentales?

Véase TJUE, Tele2, apartados 98-101 (véase también 
Abogado General, Tele2, apartados 253, 254 y 257).
Según el TJUE, la legislación supone una injerencia en 
los derechos fundamentales consagrados en los artí-
culos 7, 8 y 11 de la Carta.
El TJUE tiene especialmente en cuenta el hecho de 
que la conservación de todos los datos de tráfico y 
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Respuesta correcta

El principal problema con arreglo al principio de pro-
porcionalidad es el alcance general e indiscriminado 
del deber de conservación de los datos de localiza-
ción y tráfico. Como resultado, debe ser i) un deber de 
conservación específico que ii) se limite a combatir 
delitos graves. El TJUE establece requisitos mínimos 
específicos.

Explicación: requisitos indicados del TJUE
(TJUE, Tele2, apartados 108-112).

El objetivo debe ser luchar contra la delincuencia gra-
ve.

La normativa nacional debe establecer normas claras 
y precisas que regulen el alcance y la aplicación de 
una medida de conservación de datos de este tipo y 
que establezcan unas exigencias mínimas de modo 
que las personas cuyos datos se hayan conservado 
dispongan de garantías suficientes que permitan pro-
teger de manera eficaz sus datos personales frente a 
los riesgos de abuso. La normativa debe indicar, en 
particular, en qué circunstancias y con arreglo a qué 
requisitos puede adoptarse, con carácter preventivo, 
una medida de conservación de datos, garantizando 
que tal medida se limite a lo estrictamente necesario.

La conservación de datos debe limitarse a lo estric-
tamente necesario. La conservación de datos debe 
responder a criterios objetivos que establezcan una 
relación entre los datos que deban conservarse y el 
objetivo que se pretende lograr. En particular, tales re-
quisitos deben permitir que pueda delimitarse en la 
práctica el alcance de la medida y, en consecuencia, 
el público afectado.

La normativa nacional debe basarse en elementos ob-
jetivos que permitan dirigirse a un público cuyos da-
tos puedan presentar una relación directa o indirecta, 
con delitos graves. Puede utilizarse un criterio geográ-
fico cuando las autoridades nacionales competentes 
consideren, sobre la base de elementos objetivos, que 
existe un riesgo elevado de preparación o de comisión 
de tales delitos en una o varias zonas geográficas.

Lecturas recomendadas

Capítulo 1 «Ámbito de aplicación» y «¿En qué se fun-
damenta el artículo 51 de la Carta?» y capítulos 3, 4, 7 
y 8 del manual de la FRA.

Cameron, I. (2017), «A. Court of Justice balancing 
data protection and law enforcement needs: Tele2/
Watson and Watson», Common Market Law Review, 
vol. 54, n.º 5, pp. 1467-1495.
Docksey, C. y Hijmans, H. (2019), «The Court of Jus-
tice as a key player in privacy and data protection», 
European Data Protection Law Review, vol. 5, n.º 3, 
pp. 300-316.

e. ¿Es adecuada la limitación para abordar el proble-
ma identificado?

Sí; tal extremo no es abordado explícitamente por el 
TJUE.

f. ¿Son proporcionadas las limitaciones?

No.

Según el TJUE, la legislación nacional en cuestión 
supera los límites de lo estrictamente necesario y no 
puede considerarse justificada (véase TJUE, Tele2, 
apartado 107).

El TJUE aplica un riguroso principio de proporcionali-
dad. En el considerando 11 de la Directiva 2002/58/
CE se establece que una medida de este tipo debe ser 
«rigurosamente» proporcional a la finalidad prevista, y 
de la jurisprudencia consolidada del tribunal se des-
prende que la protección del derecho fundamental 
al respeto de la vida privada a escala de la UE y las 
limitaciones a la protección de datos personales se 
deben aplicar únicamente en la medida estrictamente 
necesaria (véase TJUE, Tele2, apartados 95 y 96).

Las principales consideraciones del TJUE en relación 
con la proporcionalidad pueden resumirse como si-
gue (véase TJUE, Tele2, apartados 103-106):

La legislación nacional prevé la conservación general 
e indiscriminada de todos los datos de tráfico y loca-
lización. Además, cubre de manera generalizada a 
todos los abonados y usuarios registrados, tiene por 
objeto todos los medios de comunicación electróni-
ca, así como todos los datos de tráfico, y no estable-
ce ninguna diferenciación, limitación o excepción en 
función del objetivo que se pretende lograr. Es inte-
gral porque afecta a todas las personas que utilizan 
servicios de comunicaciones electrónicas, aunque 
no se encuentren, ni siquiera indirectamente, en una 
situación que justifique una acción penal. Por tanto, 
se aplica incluso a las personas de las que no existe 
ningún indicio para pensar que su comportamiento 
pueda tener una relación, incluso indirecta o remota, 
con la comisión de delitos graves. Además, no esta-
blece ninguna excepción, por lo que se aplica también 
a personas cuyas comunicaciones están sujetas a se-
creto profesional conforme al Derecho nacional.

Conclusión: las limitaciones no pueden justificarse 
en virtud del artículo 52, apartado 1, de la Carta. Por 
tanto, no es necesario comprobar si el derecho de la 
Carta en cuestión corresponde a un derecho garanti-
zado por el CEDH (artículo 52, apartado 3) o si tiene 
una disposición equivalente en otros instrumentos de 
derechos humanos de los que la Unión o todos los 
Estados miembros son parte (artículo 53).

Pregunta 4. Si considera que dichas normas 
constituyen una violación de la Carta, ¿qué 
debe hacerse para poner la legislación nacio-
nal en cuestión en consonancia con la Carta?
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nality of measures that limit the fundamental rights to 
privacy and to the protection of personal data, Bruselas, 
SEPD.

Supervisor Europeo de Protección de Datos (SEPD) 
(2017), Assessing the need of measures that limit the 
fundamental right to the protection of personal data: A 
toolkit, Bruselas, SEPD, disponible en https://edps.eu-
ropa.eu/sites/edp/files/publication/17-06-01_neces-
sity_toolkit_final_en.pdf.
Supervisor Europeo de Protección de Datos (SEPD) 
(2019), EDPS Guidelines on assessing the proportio-
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1. Ejemplo de formulario de evaluación de formación para talleres presenciales

(Nota: El siguiente modelo de formulario de evaluación debe adaptarse al programa y a las necesidades del taller deter-
minado. Se recomienda entregarlo a los participantes al menos 5 minutos antes del final del taller y recogerlo de nuevo 
al final. Con ello se pretende garantizar un porcentaje de respuesta elevado).

Título, lugar y fecha del taller ______________________________

Indique el tipo de organización para la que trabaja: __________________________________

Indique su profesión: ___________________________________________

Ayúdenos a mejorar la calidad de nuestros talleres cumplimentando este cuestionario. 
La evaluación es anónima.

ANEXO: FORMULARIOS DE EVALUACIÓN

Aspectos prácticos 
y organizativos

Excelente Bueno En la media Satisfactorio Mediocre N/A

a. Material (publicaciones, herra-
mientas, presentaciones, etc.) 
proporcionado a los participantes

b. Aspectos prácticos: sala de re-
uniones, apoyo al personal, medi-
das logísticas, programa

c. Servicio de comidas durante los 
almuerzos y descansos

d. Amabilidad y profesionalidad 
del organizador del evento (reser-
va de vuelo y alojamiento cuando 
proceda)

Espacio para sus comentarios (ofrézcanos algunos ejemplos concretos de lo que le gustó/no le gustó y por qué):
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RESULTADOS: El taller le resultó 
útil en términos de: Excelente Bueno En la media Satisfactorio Mediocre N/A

a. Oportunidad de debatir e inter-
cambiar ideas y lecciones apren-
didas

b. Recibir nueva información para 
su propio trabajo

c. Fomento de la cooperación con 
otros participantes/organizacio-
nes/instituciones

d. Conocer mejor los materiales y 
las herramientas de la FRA sobre 
la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la UE

Espacio para sus comentarios (ofrézcanos algunos ejemplos concretos de lo que le gustó/no le gustó y por qué):

¿Cómo de interesante o pertinente 
fue el taller para su trabajo? Excelente Bueno En la media Satisfactorio Mediocre N/A

a. Calidad general del taller

b. Sesión 1: …

c. Sesión 2: … 

d. Sesión 3: …

Espacio para sus comentarios (ofrézcanos algunos ejemplos concretos de 
lo qué le gustó/no le gustó y por qué):

¡Gracias por dedicarnos su tiempo para evaluar su experiencia y proporcionarnos sus valiosos comentarios!

Añada cualquier otro comentario que desee comunicarnos: 
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2. Ejemplo de formulario de evaluación de formación para talleres en línea

(Nota: El siguiente modelo de formulario de evaluación debe adaptarse al programa y a las necesidades reales del taller 
determinado. Se recomienda realizarlo como una encuesta en línea y enviarlo a los participantes como muy tarde el día 
siguiente a la formación. Con ello se pretende garantizar un porcentaje de respuesta elevado).

Título, lugar y fecha del taller ______________________________

Indique el tipo de organización para la que trabaja: __________________________________

Indique su profesión: ___________________________________________

Ayúdenos a mejorar la calidad de nuestros talleres cumplimentando este cuestionario. 
La evaluación es anónima.

Aspectos prácticos 
y organizativos

Excelente Bueno En la media Satisfactorio Mediocre N/A

a. Material (lista de publicaciones 
de la Carta, material y herramien-
tas, presentaciones, etc.) facilita-
do a los participantes.

b. Aspectos prácticos: invitación, 
programa y plataforma de reunio-
nes

Espacio para sus comentarios (ofrézcanos algunos ejemplos concretos de lo que le gustó/no le gustó y por qué):

¿Cómo de interesante o pertinen-
te fue el seminario web para su 
trabajo?

Excelente Bueno En la media Satisfactorio Mediocre N/A

a. Calidad general del seminario 
web

b. Sesión 1: …

c. Sesión 2: … 

d. Sesión 3: …

Espacio para sus comentarios (ofrézcanos algunos ejemplos concretos de lo que le gustó/no le gustó y por qué):
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RESULTADOS: El taller le resultó 
útil en términos de: Excelente Bueno En la media Satisfactorio Mediocre N/A

a. Oportunidad de debatir e inter-
cambiar ideas y lecciones apren-
didas durante el debate interactivo

b. Recibir nueva información para 
su propio trabajo

c. Conocer mejor los materiales y 
las herramientas de la FRA sobre 
la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la UE

Espacio para sus comentarios (ofrézcanos algunos ejemplos concretos de lo que le gustó/no le gustó y por qué):

Añada cualquier otro comentario que desee comunicarnos: 

¡Gracias por dedicarnos su tiempo para evaluar su experiencia y proporcionarnos sus valiosos comentarios!
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